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conjunto y por el Estado, en particular. Uno 
de sus mayores aciertos es realizarla en el 
marco de las relaciones de género que están 
permeadas por la violencia masculina como 
el resultado más complejo de la forma como 
se han construido las identidades de hombres 
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Presentación 


En octubre de 2003, la ciudad de El Alto apareció en las portadas de los principales pe- 
riódicos del exterior y de Bolivia, porque allá se protagonizó una de las movilizaciones 
sociales más grandes de la historia del país en defensa de los recursos naturales. Esta 
movilización concluyó con el derrocamiento de un presidente, pero también con un 
saldo importante de víctimas, que aún esperan justicia. 

Es una paradoja, sin embargo, que esta ciudad, compuesta básicamente por mi- 
grantes y gente joven —se considera que el 60 por ciento de la población alteña tiene 
menos de 25 años—, que luchó y se desangró por una reivindicación nacional, sepa tan 
poco de sí misma y de los procesos de cambio que experimenta. El Alto es también una 
de las ciudades con menos estudios sobre su realidad. 

Precisamente, con el objetivo de contribuir a una mejor comprensión de los pro- 
blemas y procesos de cambio que enfrenta El Alto, en marzo de 2005 comenzó un traba- 
jo que reunió a actores de diferentes ámbitos: institucionales, vecinales, universitarios, 
operadores de políticas, entre otros. El objetivo de reuniones y talleres fue definir una 
agenda de temas que orienten el lanzamiento de una convocatoria de proyectos de in- 
vestigación sobre El Alto y para El Alto. 

La convocatoria “El Alto: por una vida digna” fue lanzada por el Programa de In- 
vestigación Estratégica en Bolivia el 18 de agosto de 2005. El 18 de octubre, a dos años 
de los trágicos acontecimientos de la llamada “Guerra del gas”, el PIEB recibía 29 pro- 
puestas firmadas por cerca de 90 profesionales de El Alto interesados en generar cono- 
cimiento propio sobre esta gran urbe y sus habitantes. Un jurado externo al PIEB calificó 
los proyectos y eligió para su financiamiento a siete iniciativas que se ejecutaron entre 
noviembre de 2005 y agosto de 2006. Paralelamente al proceso de investigación, los 20 
investigadores involucrados en la convocatoria participaron en talleres metodológicos, y 
contaron con un investigador senior que los acompañó como asesor académico. De esta 
manera, se cumplía otro de los propósitos de la convocatoria: actualizar conocimientos 
y destrezas en investigación de profesionales de El Alto. 
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Este proceso llegó a buen puerto gracias al apoyo y participación permanente de 
un grupo de instituciones que trabajan y aportan a El Alto: el Centro Boliviano de Inves- 
tigación y Acción Educativas (CEBIAE), el Centro de Promoción de la Mujer “Gregoria 
Apaza”, el Taller de Proyectos e Investigación del Hábitat Urbano/Rural (Red Hábitat), la 
Casa Juvenil de las Culturas “Wayna Tambo” y el Centro de Investigación Social y Trabajo 
en Equipos Multidisciplinarios (CISTEM). Este conjunto estableció una alianza para am- 
pliar el impacto de los resultados de investigación de la convocatoria “El Alto: por una 
vida digna”, a través de la publicación en formato de libro de los siete informes, iniciativa 
a la que se sumó la Universidad Pública de El Alto (UPEA). 

A nombre de los coeditores de la serie Investigaciones regionales El Alto, quiero 
extender la invitación para que usted, amigo lector, se aproxime a la realidad de los 
jóvenes leyendo Jóvenes y política en El Alto: la subjetividad de los Otros de Jiovanny 
Samanamud, Cleverth Cárdenas y Patrisia Prieto y Organizaciones juveniles en El Alto: 
reconstrucción de identidades colectivas de Ana Méndez y Renán Pérez. El tema de la 
seguridad ciudadana ha sido estudiado por Juan Yhonny Mollericona, Ninoska Tinini y 
Adriana Paredes en La seguridad ciudadana en la ciudad de El Alto: fronteras entre el 
miedo y la acción vecinal. La problemática de la vivienda fue investigada por Jaime Du- 
rán, Karen Arias y Marcelo Rodríguez en Casa aunque en la punta del cerro: vivienda 
y desarrollo de la ciudad de El Alto. Jesús Flores, Iblin Herbas y Francisca Huanca se 
detuvieron en la Mujeres y movimientos sociales en El Alto: fronteras entre la partici- 
pación política y la vida cotidiana. Antonio Moreno, Ismael Moreno y María Colomo 
brindan información relevante sobre Violencia a niñas y adolescentes en las calles de El 
Alto. Simón Yampara, uno de los investigadores con mayor trayectoria en El Alto, devela 
La cosmovisión y lógica en la dinámica socioeconómica del qhathu/feria 16 de Julio, 
feria que forma parte de la identidad de esta ciudad. 

Son siete títulos y siete aproximaciones a la realidad alteña, en una apuesta por 
mejorar el presente y futuro de esta joven ciudad. 


Godofredo Sandoval 
Director del PIEB 
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Prólogo 


Esta investigación, producto de la iniciativa de tres investigadores, tiene por objeto 
mostrar la posición y condición de las niñas y adolescentes que transitan día a día en 
la calle invisibilizadas por la sociedad en su conjunto y por el Estado, en particular. 
Uno de sus mayores aciertos es realizarla en el marco de las relaciones de género que 
están permeadas por la violencia masculina como el resultado más complejo de la forma 
como se han construido las identidades de hombres y mujeres en el escenario de la 
racionalidad moderna o capitalista. 

El recorrido de esta investigación permite comprender que la protección de 
niñas y adolescentes contra la violencia por razón de género es un asunto estructural 
y complejo que va mucho más allá de las políticas públicas, además de la tentación de 
simples propuestas, de campañas y slogans ocasionales sin continuidad alguna. 

Por ello, analizan la interseccionalidad de género, con etnia, clase y generación 
para poder visualizar también cómo diferentes formas de discriminación hacen de las 
niñas y adolescentes en situación de calle sujetos de exclusión social, sumando a ésta su 
situación signada por su vida en la calle. 

La violencia y la magnitud que puede adquirir la violación deben ser encaradas a 
través de políticas sistémicas: desde la legislación hasta las instituciones y sus operadores, 
desde funcionarios/as hasta cambios en la mentalidad que se deben propiciar. Para ello, 
es importante, sin embargo, identificar de manera muy concreta y precisa estrategias 
en que el Estado y la sociedad tienen que incidir necesariamente para operar en una 
transformación real. 

En el ámbito judicial, la violencia está sustentada en la diferencia y la jerarquía. 
Sin embargo, no es que unos sean superiores absolutos y otros inferiores: siempre hay 


inferiores por debajo de uno, y ésta es la mayor problemática de las niñas de la calle. 
Por ello, no sólo se debe pensar en el tratamiento de la violencia, sino acerca de los 
fundamentos sobre los que se asienta. Lo mismo ocurre con la policía que necesita 
un soporte en su deconstrucción en el sentido de jerarquía y abuso del “inmediato 
inferior”. 

Apoyar y potenciar los gobiernos municipales a partir del fortalecimiento de 
las Defensorías de Niñas, Niños y Adolescentes para un funcionamiento adecuado, 
requieren recursos y un equipo multidisciplinario que sea capacitado con visión de 
género, generacional y étnica, entendiendo la complejidad de la realidad. La voluntad 
política real de trabajar por las niñas y niños que “son el futuro del país” se traduce 
también en asignación presupuestaria; por ello, la mejora de la infraestructura, mayor 
asignación de personal y la creación de albergues de menores, para convertirlos en 
verdaderas alternativas de refugio, son una necesidad imperante. 

En este sentido, el tratamiento merece un abordaje integral entre Estado y sociedad 
civil, en acciones efectivas y reales para abordar esta problemática que se sustenta en 
una estructura social colonial y patriarcal, marcada por la pobreza. Necesitamos avanzar 
hacia una democracia inclusiva real. 


Cecilia Enríquez 
Psicóloga social 


Introducción 


En los últimos años, la ciudad de El Alto ha transitado de ser un barrio urbano marginal 
a ser la segunda ciudad más poblada del departamento de La Paz y la tercera urbe con 
mayor población en el nivel nacional. Sin embargo, este acelerado crecimiento espacial 
y poblacional está signado por una profunda “crisis urbana” que es resultado de la de- 
bilidad de la estructura productiva industrial urbana y la incapacidad del gobierno local 
para satisfacer los requerimientos demandados por el conglomerado humano citadino. 
En este contexto adverso y conflictivo, cotidianamente la mayoría de la población alteña 
lucha por sobrevivir y lograr mejores condiciones de vida y de trabajo. Empero, esta Cri- 
sis urbana, que se agudiza por los efectos sociales negativos del ajuste estructural, tiene 
un diferencial impacto social en sus pobladores, siendo las familias urbano/populares las 
más afectadas y obligadas a ir diseregando a sus miembros, particularmente los de corta 
edad, quienes, en una suerte de estrategia de sobrevivencia, se han visto obligados a in- 
corporarse prematuramente a la subcultura de la calle para permanecer en ella temporal 
o definitivamente. Por ello, no es casual que la ciudad de El Alto, en el nivel nacional, 
tenga el triste privilegio de tener la mayor cantidad de niños, niñas y adolescentes en las 
calles, 

La calle, al constituirse en el principal espacio socializador de los niños, niñas y 
adolescentes en situación de calle temporal o definitiva, configura una serie de reali- 
dades adversas, contradictorias, peligrosas e injustas que alcanzan connotaciones dra- 
máticas, particularmente en niñas y adolescentes mujeres. En efecto, por cuestiones 
de inequidad de género, las desventajas se multiplican llegando al extremo de que la 
mayoría de ellas no pueda ni siquiera decidir libremente sobre su cuerpo y sobre un 
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elemento que es consustancial con su salud y su vida: su sexualidad, pues, al margen 
de la violencia física y psicológica que cotidianamente las aqueja, son también víctimas 
de un maltrato denigrante, inhumano e invisibilizado como es la violencia y el maltrato 
sexual. A pesar de sus nefastas consecuencias físicas y psicológicas, lo peor de todo es 
que las diferentes agresiones sexuales tienden a ser enmascaradas, repetitivas, no suelen 
ser denunciadas y, a pesar de existir la normatividad jurídica, no se cuenta con una labor 
institucional efectiva dirigida a proporcionar las condiciones mínimas de protección y 
atención integral a las víctimas o potenciales víctimas de la violencia sexual. 

En efecto, el Estado boliviano formalmente reconoce que toda niña y adolescen- 
te mujer, sin distinción alguna, tiene el derecho a un desarrollo físico, mental, moral, 
espiritual, emocional y social en condiciones de igualdad, libertad, respeto, dignidad, 
equidad y justicia. Asimismo, en concordancia con el Programa Nacional de Salud Sexual 
y Reproductiva y el Programa Nacional de Género y Violencia, se viene implementado el 
Plan de Violencia Sexual 2004 - 2008. Sin embargo, en el caso de las niñas y adolescentes 
en situación de calle, víctimas y potenciales víctimas de la violencia sexual, esta norma- 
tividad legal y estos compromisos asumidos son simplemente “papel” y “letra muerta”, 
pues, paradójicamente, ellas son objeto permanente de exclusión, discriminación y mar- 
ginalidad social por parte de la sociedad en su conjunto y, aunque figuran formalmente 
y de manera abstracta en algunos informes, son las grandes ausentes en las políticas 
públicas de desarrollo. 

A esta situación negativa se suma la ausencia de estudios que reflejen la verdadera 
realidad que envuelve a este grupo poblacional en situación de riesgo y de alto ries- 
go. Las únicas investigaciones existentes hacen referencia, preferentemente de manera 
cuantitativa, a la prevalencia de la violencia sexual en mujeres casadas O unidas y en ni- 
ños, niñas y adolescentes en los ámbitos del hogar, la escuela y el trabajo. Prácticamente, 
no existen investigaciones referidas a la violencia sexual en niñas y adolescentes en situa- 
ción de calle, por una parte, y, por otra parte, es notoria la carencia de estudios en torno 
a la labor institucional que cumplen las instancias municipales operativas encargadas de 
la defensa y protección de niños en situación de alto riesgo. 

Esta es una gran limitante en la medida que no permite tener una visión integral 
y, sobre todo, real, para la reorientación y/o reformulación de políticas públicas y la 
adecuada toma de decisiones en torno a la violencia sexual en grupos poblacionales de 
alto riesgo. Bajo estas condiciones, resulta importante conocer objetiva, sistemática y 
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metodológicamente los factores precipitantes para el ejercicio de la violencia sexual en 
contra de niñas y adolescentes en situación de calle, las experiencias y significados que 
las víctimas tienen en torno al maltrato sexual y la labor institucional que cumplen las 
instancias operativas municipales encargadas de defender y promover los derechos de 
niñas y adolescentes en situación de alto riesgo. Este fue el propósito principal de la pre- 
sente investigación, pues, a través de sus resultados, se busca la comprensión integral de 
esta problemática social, el diálogo con los diferentes actores sociales e institucionales y 
la identificación conjunta de posibles soluciones. 

Para abordar las problemáticas sociales identificadas y formuladas, se estableció 
una convergencia lógica y coherente entre lo cuantitativo y cualitativo, poniendo mayor 
énfasis en este último enfoque. Si bien la aplicación de la boleta de encuesta fue de vital 
importancia en la primera etapa de la investigación, porque permitió una aproximación 
exploratoria/descriptiva de la problemática social, fue la metodología cualitativa la que 
posibilitó profundizar ciertas “subjetividades” e “intimidades” en los principales actores 
sociales en términos de víctimas de la violencia sexual y operadores de políticas públicas 
a través del desarrollo de grupos focales, entrevistas en profundidad e historias de vida. 
Esta estrategia metodológica implica privilegiar la profundidad sobre las cifras estadís- 
ticas y la comprensión en lugar de la descripción con el afán de representar realidades 
subjetivas complejas, diversas y contradictorias. 

En función de esta estrategia metodológica, se aplicó una boleta de encuesta a cin- 
cuenta niñas y adolescentes en situación de calle, se efectuaron tres grupos focales, va- 
rias entrevistas en profundidad e historias de vida donde participaron aproximadamente 
unas veinte niñas y adolescentes en esa situación. Asimismo, se realizó un seminario ta- 
ller y una serie de entrevistas colectivas e individuales donde intervinieron profesionales 
de los servicios municipales. A pesar de que los datos obtenidos son amplios, diversos, 
contradictorios y, en algunos casos, ponen en duda su autenticidad, se trató de organi- 
zarlos de manera que constituyan el reflejo con la mayor fidelidad posible de la realidad 
de niñas y adolescentes en situación de calle que son víctimas de la violencia sexual. Con 
este propósito, el proceso investigativo se organizó de la siguiente manera: 

En el Capítulo 1, se exponen los principales aspectos metodológicos del proceso 
investigativo en términos de construcción del objeto de estudio, justificación temática, 
identificación de los problemas objeto de investigación, determinación de los objetivos 
y formulación de la estrategia metodológica. 
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En el Capítulo 2, se proporciona una descripción general de los efectos negativos 
del ajuste económico, en particular en niños, niñas y adolescentes. Asimismo, se efectúa 
una caracterización de la ciudad de El Alto, la situación de la violencia y su impacto nega- 
tivo en grupos poblacionales tradicionalmente muy vulnerables. 

El Capítulo 3 aborda en detalle las condiciones de sobrevivencia en niñas y adoles- 
centes en situación de calle, las situaciones peligrosas que cotidianamente las hostigan y 
las diferentes manifestaciones de la violencia y el maltrato sexual en términos de acoso 
sexual, violaciones y prostitución infantil. 

El Capítulo 4 establece un marco referencial en torno a la violencia sexual, la 
sexualidad y los derechos sexuales y reproductivos. Asimismo, analiza las experiencias y 
significados que producen y reproducen las niñas y adolescentes en situación de calle en 
relación con el sexo y la sexualidad. 

El Capítulo 5 trata de la promulgación de leyes y la conformación de instituciones 
para la protección y promoción de los derechos en niños, niñas y adolescentes. En este 
marco, se analiza la labor institucional que cumplen las Defensorías de la Niñez y Ado- 
lescencia y los Servicios Legales Integrales Municipales en torno a la atención de niñas y 
adolescentes en situación de calle, víctimas o posibles víctimas de la violencia sexual. 

Finalmente, el Capítulo 6 está dedicado a exponer los principales hallazgos y las 
conclusiones a las cuales se ha arribado. 

Esta investigación fue realizada desde finales de 2005 hasta mayo de 2006, con el 
auspicio del Programa de Investigación Estratégica en Bolivia y el coauspicio de la Direc- 
ción de Género y Gestión Social del Gobierno Municipal de la ciudad de El Alto. 

En tal sentido, agradecemos al Lic. Godofredo Sandoval, Director Ejecutivo del 
PIEB, y a la Lic. Claudia Vásquez, Directora de la DGGS, por habernos permitido directa 
e indirectamente desarrollar este apasionante proceso investigativo. También, agrade- 
cemos de manera especial a la Lic. Rigliana Portugal, asesora del equipo, por compartir 
sus conocimientos y proporcionar el apoyo teórico y metodológico que sirvió de guía 
en todo el proceso investigativo. Principal agradecimiento a niñas y adolescentes en 
situación de calle por permitirnos conocer, analizar y utilizar su vivencia cotidiana en las 
calles, como insumo vital para la investigación. 
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Asimismo, agradecemos a todos y todas los profesionales que conforman los equi- 
pos multidisciplinarios de las Defensorías de la Niñez y de la Adolescencia y los Servicios 
Legales Integrales Municipales de la ciudad de El Alto, sin cuya participación no hubiese 
sido posible desarrollar el presente trabajo. 

Por ultimo, agradecemos a nuestras familias por el tiempo que les debemos y por 
el apoyo moral que siempre nos han brindado. 


Antonio Edgar Moreno Valdivia 
Franz Ismael Moreno Valdivia 
María Corina Colomo Vera 
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CAPÍTULO UNO 
Aspectos metodológicos 


1.1. Planteamiento del problema 

En el nivel nacional, la ciudad de El Alto se constituye en una urbe “sui generis”: es la 
más joven, la más pobre, la más conflictiva, la más violenta, la más vulnerable y la que 
tiene mayor cantidad de niños, niñas y adolescentes en situación de calle.' Estos ras- 
gos característicos básicos se explican por las actuales condiciones de vida y de trabajo 
que prevalecen en esta ciudad y que han configurado una tendencia dominante que se 
caracteriza por situaciones de pobreza, desocupación, subempleo, informalidad, crisis 
urbana, violencia e inseguridad humana. 

Bajo este contexto conflictivo y adverso, la mayoría de las problemáticas sociales 
están vinculadas con la falta de empleo, la inestabilidad laboral, los bajos ingresos, la in- 
formalidad y el persistente deterioro del nivel de vida. Sin embargo, es necesario tomar 
en cuenta que la prevalencia de estos males socioeconómicos activa y profundiza una 
serie de secuelas sociales negativas que se manifiestan principalmente en situaciones de 
inseguridad humana, de violación de derechos ciudadanos y de violencia fáctica y sim- 
bólica. Si bien esta realidad adversa afecta a la población alteña en su conjunto, son los 
sectores sociales tradicional e históricamente más vulnerables, en particular los niños, 
niñas y adolescentes, quienes soportan y pagan un costo social muchísimo más alto en 
relación con los demás sectores poblacionales. En estas condiciones difíciles, la situación 


1 La carencia de datos precisos en torno a la cantidad de niños, niñas y adolescentes en situación de 


calle en la ciudad de El Alto da lugar a muchas especulaciones sobre su número y solamente existen 
estimaciones realizadas por organizaciones no gubernamentales que varían considerablemente. 


de la niñez y la adolescencia se agudiza y asume características alarmantes no solamente 
por su alta vulnerabilidad, sino por constituir un grupo poblacional mayoritario que per- 
sistentemente se va incrementando. 

La pirámide poblacional de la ciudad de El Alto revela que el 77% de los habitantes 
alteños tiene menos de 24 años y el 43% menos de 17 años, siendo la población más 
numerosa la comprendida entre los 10 y 24 años de edad (INE, 2001). En función de esta 
variable demográfica se considera a El Alto como la urbe más “joven” en el nivel regional 
y nacional. 

Sin embargo, a pesar de constituir la mayoría de la población alteña y de ser respon- 
sable de las características futuras de esta ciudad, la gran mayoría de niños, niñas y ado- 
lescentes alteños cotidianamente enfrenta múltiples dificultades para cubrir necesidades 
básicas en términos de vivienda, alimentación, educación, salud y trabajo, sin hablar de 
otras necesidades fundamentales como ser socialización, participación, comunicación y 
sexualidad. Por ello, no es casual que se afirme que ser “chango” o “changa” alteña signi- 
fica “ser nadie”, “ser marginado”, “estar en situación de alto riesgo”, “ser menor irregular” 
o “ser un adulto en pequeño”, pues el ideal de una niñez y adolescencia libre de respon- 
sabilidades no corresponde a la cruda realidad que prevalece en la ciudad de El Alto. 

Se considera que el rostro más dramático de estas situaciones de abandono y de 
maltrato se visibiliza en la salida voluntaria o forzada del hogar de miles de niños, niñas 
y adolescentes alteños hacia la calle donde, en una suerte de estrategia de sobrevivencia 
individual o familiar, permanecen de manera temporal o definitiva. Esta sociedad deno- 
minada de “menores callejeros” aglutina a niños, niñas y adolescentes que sobreviven 
en las calles de manera temporal o permanente bajo las categorías de niños “en” la calle 
y los niños “de” la calle.* 

Si bien ambos tipos de niños, niñas y adolescentes en situación de calle comparten 
un mismo contexto de pobreza urbana y de paupérrimas condiciones de vida, al interior 
de este grupo poblacional existen realidades y trayectorias disímiles determinadas prin- 
cipalmente por las variables edad y sexo. Esto significa que, en el marco de una herencia 
patriarcal y machista, en niños, niñas y adolescentes en situación de calle también se 


2 Entre ambas categorías existen diferencias substanciales determinadas por las variables: vínculos fami- 
liares, tiempo de permanencia en la calle y estrategias de sobrevivencia. 


producen y reproducen construcciones o imaginarios sociales referentes al género que 
determinan roles, espacios, status e identidades signadas por relaciones asimétricas y 
contradictorias que llegan a establecer la existencia de “marginadas entre marginales”.* 
En efecto, si bien las condiciones de vida y de trabajo en niños, niñas y adolescentes en 
situación de calle son graves, peligrosas y dramáticas, lo son mayormente en el caso 
especifico de las niñas y adolescentes que viven en las calles, pues en ellas se multiplica 
su vulnerabilidad por el hecho de ser mujeres y de estar permanentemente sometidas a 
los flagelos sociales de la subcultura de la calle. 

La presencia inocultable de la violencia y el maltrato en niñas y adolescentes en 
situación de calle tiene múltiples manifestaciones y rostros en torno a dimensiones fácti- 
cas y simbólicas que adquieren un sentido de normalidad e, incluso, de proximidad a la 
muerte. En estos espacios violentos se identifica la violencia con sus modalidades de ac- 
ción sobre “otros” y también se perciben formas de violencia donde no existe separación 
entre la víctima y la victimaria, pues constituyen la misma persona: se trata de “los casos 
de autoagresión, como son los intentos de suicidio, la drogadicción, el alcoholismo y 
otras conductas disociales semejantes”.* Si bien en niñas y adolescentes en situación 
de calle es posible visualizar la presencia simultánea de conductas violentas hacia Otros, 
entre ellas y hacia sí mismas, existe un tipo de violencia que no es directamente visible, 
pero que combina diversas dimensiones y se constituye en una acción denigrante e in- 
humana para cualquier mujer independientemente de su condición social y de su edad; 
se trata de la violencia sexual que hace referencia a una serie de conductas que obligan a 
la realización de actos sexuales sin consentimiento ni deseo explícito y que -como agre- 
sión violenta- atenta especialmente a los derechos sexuales y reproductivos.? 

Si bien existen leyes e instituciones que protegen a niñas y adolescentes en situa- 
ción de riesgo y de alto riesgo, se considera que esta protección es simplemente “formal” 
y que, en la práctica cotidiana, no se desarrollan acciones concretas para efectivizar dis- 


Generalmente, se asocia al machismo con el ejercicio de la violencia por parte del hombre contra la 

mujer y los débiles. 

* VERGARA, 1990. Si bien no existe un criterio generalizado para establecer qué es lo “disocial”, a través 
de este concepto se hace referencia a las conductas permisibles y prohibidas que alteran el orden y las 
pautas social y culturalmente establecidas. 

5 Ministerio de Salud y Deportes: Plan de Violencia Sexual 2004 — 2008. 


posiciones aprobadas. Esta situación se torna preocupante en el caso de niñas y adoles- 
centes en situación de calle víctimas y posibles víctimas del abuso sexual que resultan 
ser “como que no existen” porque ni siquiera se cuenta con un subregistro estadístico 
en relación con el número de víctimas y, lamentablemente, casi en la totalidad de los 
casos, estas agresiones sexuales permanecen bajo la sombra o el silencio cómplice de la 
sociedad en su conjunto. 

En tal sentido, la problemática de la violencia sexual en niñas y adolescentes en 
situación de calle y la labor institucional de los operadores de políticas públicas en favor 
de grupos poblacionales en riesgo adquiere connotaciones complejas y configura una 
diversidad de realidades desconocidas y conflictivas que en términos metodológicos se 
traducen en las siguientes interrogantes: ¿Qué factores objetivos y subjetivos son preci- 
pitantes para el ejercicio de la violencia sexual en contra de las niñas y las adolescentes 
“de” la calle? ¿Qué tipo de experiencias y significados desarrollan las niñas y adolescen- 
tes en situación de calle en torno a la violencia sexual y su sexualidad?, y ¿cuál es la labor 
institucional que cumplen las instancias operativas en procesos de defensa, protección y 
promoción de los derechos de las niñas y las adolescentes en situación de calle? 


1.2. Justificación temática 
La violencia sexual constituye una problemática universal que se da en una gran variedad 
de contextos, principalmente en los ámbitos familiar, escolar y laboral. Tiene como a 
sus principales víctimas a mujeres, adolescentes, niños y niñas. Por su magnitud y las 
secuelas negativas que provoca -tanto físicas como psicológicas-, se la considera como 
problema prioritario de salud pública y como “objeto de estudio” por parte de diferentes 
disciplinas médicas, sociales, jurídicas y psicológicas. Sin embargo, la violencia sexual en 
contra de niñas y adolescentes que sobreviven en el contexto de la subcultura de la calle 
no ocupa un lugar importante en la actividad intelectual e investigativa tanto académica 
como institucional. Por ello, no es casual que aparezcan y sigan apareciendo trabajos e 
informes referidos a la violencia sexual en los cuales niñas y adolescentes que viven en 
las calles como específicas unidades de análisis se constituyen en una realidad abstracta, 
ausente, estereotipada y distorsionada. 

A ello se suma la indiferencia pública y la falta de voluntad política para incorpo- 
rarlas como “personas de derecho” en políticas, planes, programas y proyectos desti- 
nados a la defensa y promoción de los derechos en las mujeres, pues, al desconocerse 


objetivamente su realidad, se tiende a estigmatizarlas y a pensar que, dadas sus actuales 
condiciones precarias de vida, es “absurdo”, “poco” o “inútil” lo que se puede hacer por 
niñas y adolescentes en situación de calle. 

Puestas así las cosas, para el equipo de investigación, acercarnos a la problemá- 
tica de la violencia sexual en niñas y adolescentes que viven en las calles no solamente 
implica un desafío intelectual para identificar situaciones problemáticas y conflictivas, 
sino también supone cuestionar seriamente la falta de consideración en el quehacer 
intelectual y en el accionar operativo de las políticas públicas destinadas a la protección 
y atención de grupos poblacionales en situaciones de alto riesgo. Como sucede en otros 
órdenes, no es posible introducir transformaciones en las acciones de los organismos 
gubernamentales y no gubernamentales vinculadas con la problemática de la niñez y la 
adolescencia en situación de abandono, si no se cuenta con un panorama integral de lo 
que se intenta modificar. 

En consecuencia, resulta de vital importancia conocer objetiva y sistemáticamente 
quiénes son las niñas y las adolescentes “callejeras”, por qué están en las calles, de dónde 
proceden, dónde y cómo viven, qué piensan y cómo reaccionan frente a la violencia, qué 
instituciones las acogen o las discriminan y qué aspiraciones y necesidades tienen en 
torno a sus condiciones de vida. Es importante sobrepasar las visiones e interpretaciones 
criminalizadas, estereotipadas y sesgadas que tradicionalmente tienden a considerarlas 
simplemente como menores en situación irregular. 

En tal sentido, la investigación busca proporcionar una visión integral de los ries- 
gos, en particular sexuales, que cotidianamente hostigan a niñas y adolescentes calle- 
jeras con el propósito, por un lado, de visualizar su magnitud, sus características y sus 
consecuencias y, por otro lado, de contribuir -a través del debate- a inaugurar procesos 
de cambio en las acciones y las estrategias de los diferentes actores sociales e institucio- 
nales a fin de prevenir y asegurar condiciones mínimas de protección y atención a niñas 
y adolescentes callejeras víctimas o posibles víctimas de la violencia sexual. 


1.3. Balance bibliográfico 

La construcción del objeto de estudio gira en torno a tres principales ejes temáticos: 
niños, niñas y adolescentes en situación de calle, violencia sexual y labor institucional de 
las Defensorías de la Niñez y Adolescencia y los Servicios Legales Integrales Municipales 
en la ciudad de El Alto. 


En el tema de niños, niñas y adolescentes que trabajan y viven en las calles, existe 
una abundante bibliografía desde Ópticas económicas, sociológicas, jurídicas y psico- 
lógicas que responden a diferentes paradigmas teórico/metodológicos que transitan 
desde posiciones funcionalistas, pasando por visiones culturalistas hasta concepciones 
marxistas. Estas investigaciones vinculan a los “menores callejeros” con ejes temáticos 
como ser el trabajo, la salud, la educación, las pandillas, la socialización, la marginalidad, 
la violencia y la explotación. Sobresalen los trabajos de los investigadores Jorge Domic, 
Mónica Crespo, Michel Gregoire y Gustavo Gottret y las investigaciones realizadas por 
instituciones no gubernamentales, como ser la OIT, UNICEF, SEAMOS, ENDA/Bolivia, 
Fundación “San Gabriel”, Sarantañani y Defensa de los Niños Internacional. 

Una investigación pionera es la realizada por un equipo interdisciplinario de la 
Dirección Regional del Menor, bajo el titulo de El menor callejero: Una investigación 
básica en la ciudad de La Paz (1985). Este estudio, a través de la observación directa 
y vivencial de los hechos, trata de responder a las siguientes preguntas: ¿de dónde vie- 
nen?, ¿cómo viven? y ¿dónde están? Para responder a estas interrogantes, se describe el 
cotidiano modo vida del “menor callejero” y la labor “asistencial” que cumplen algunas 
instituciones estatales que trabajan con la problemática del “menor callejero”. Según 
este trabajo, la situación de abandono de la niñez y de la adolescencia se explica por el 
sistema de dependencia de tipo económico, político y cultural que prevalece en el país. 

Posteriormente, se tiene el trabajo de Jorge Domic (1988), bajo el título de Niño, 
calle y sobrevivencia, en el cual se intenta establecer una visión integral de los “menores 
callejeros” con el propósito de responder las interrogantes: ¿cuántos son?, ¿dónde están? 
y ¿qué hacen en las calles? En esta investigación y en otras realizadas por Domic (1991, 
1995 y 1999), se pone mayor énfasis en los denominados menores “en” la calle, es decir, 
en el análisis de la situación laboral y las condiciones de trabajo de los “menores” que 
se han visto obligados a incorporarse prematuramente al trabajo en las calles. En conse- 
cuencia, en estos trabajos se aborda de manera superficial la situación de los menores 
“de” la calle. Según Domic, la emergencia y la proliferación de una sociedad cada vez más 
numerosa de “menores callejeros” se explican por el acelerado crecimiento demográfico 
de algunas ciudades bolivianas y la aplicación de severas políticas de ajuste económico. 

En el caso particular de la ciudad de El Alto, las investigaciones sociales en tor- 
no a los denominados “menores callejeros” se inauguran con la labor institucional de 
ENDA-Bolivia y los trabajos investigativos de Michel Gregoire (1990 y 1991). En ambas 


investigaciones, a través de estudios cuantitativos, se describe la realidad de los “meno- 
res callejeros” en términos de condiciones de vida y de trabajo, poniéndose énfasis en 
acciones y proyectos que buscan reducir el tiempo de permanencia y los riesgos a que 
los expone una prolongada permanencia en las calles. 

En el nivel nacional, una de las últimas investigaciones realizadas sobre esta pro- 
blemática realiza una evaluación del impacto que han tenido las acciones de distintas ins- 
tituciones en relación con la atención de niños, niñas y adolescentes de la calle (Domic 
y Campos, 2003). En este trabajo, se reconoce que las soluciones en torno a la critica si- 
tuación de estos grupos poblacionales en alto riesgo no pasan sólo por la “buena o mala 
voluntad” de los operadores de políticas públicas y, por otro lado, también se reconoce 
que no existe un “modelo adecuado y único” para el tratamiento de la problemática so- 
cial del niño en situación de abandono y/o alto riego. Se sostiene que, dada la dimensión 
y la complejidad de esta problemática, no se espera hallar respuestas efectivas a partir 
de la acciones “asistenciales” de organizaciones no gubernamentales, sino que resulta 
imprescindible -para solucionar o, por lo menos, mitigar esta problemática- la acción del 
Estado a través del diseño no solamente “formal” de políticas sociales, sino de acciones 
capaces de ser llevadas a la práctica. 

En la mayoría de estos trabajos, se analiza la situación de los “menores calleje- 
ros” en el contexto del subdesarrollo, la dependencia, la crisis económica, el ajuste 
estructural, la liberalización del mercado y la implementación de profundas reformas 
estructurales. Por ello, no es casual que los trabajos revisados mencionen a la pobreza 
y el deterioro de las condiciones de vida y de trabajo como los factores principales que 
explican la emergencia y la proliferación de “menores callejeros”. Por otro lado, en estas 
investigaciones, existe la tendencia de analizar de manera “abstracta” a los “menores 
callejeros” como una categoría indiferenciada sin una especificación por edad y sexo. 
A partir de esta constatación, en la mayoría de las investigaciones, niñas y adolescentes 
mujeres como categorías específicas de análisis constituyen realidades enmascaradas, 
ausentes o distorsionadas. Solamente en algunas investigaciones realizadas en torno a 
la prostitución infantil y al abuso sexual existe una desagregación analítica entre varo- 
nes y mujeres (Domic, 1987 y 1990). Recientemente, con el propósito de superar esta 
deficiencia teórica y metodológica han surgido investigaciones que abordan cuestiones 
específicas ligadas a las niñas y adolescentes en situación de calle en términos de sexua- 
lidad y representaciones sociales (Moreno, 2002 y Aillón, 2001 y 2005). 


Sobre la violencia entendida como ejercicio del poder, existe abundante literatura 
en cuanto al análisis de factores precipitantes, prevalencias, víctimas, victimarios, escena- 
rios, tipologías y consecuencias. Las investigaciones son múltiples y destacan los trabajos 
de Marcela Revollo (1993), Silvia Rivera (1993), Raúl Barrios (1993), Carmen Beatriz Ruiz 
(1994), Patricia Cottle (2003) y Carola Gribowsky (2003). Asimismo, las investigaciones 
sociales realizadas por la Organización Panamericana de la Salud en Bolivia, el Instituto 
de Investigaciones en Salud y Desarrollo de la Facultad de Medicina de la UMSA, el Mi- 
nisterio de Salud y Deportes y la Cruz Roja Boliviana. 

En correspondencia con la multidimensionalidad de la violencia, existen diversos 
paradigmas teóricos de explicación que transitan desde su justificación hasta su rechazo 
absoluto, En efecto, ciertas teorías sociales “postmodernas” consideran que, bajo ciertas 
condiciones o circunstancias, la violencia es un medio necesario para mejorar la conduc- 
ta y el funcionamiento correcto de las personas, los grupos sociales, las instituciones y la 
sociedad en su conjunto, La justificación teórica de esta concepción prescribe, al menos, 
tres requisitos básicos e indispensables: la violencia debe ser la última opción, debe ser 
declarada por una autoridad legítima y debe ser moralmente justificable (Elguea, 1983). 
En correspondencia con este paradigma, Foucault (1984) sostiene que lo que hace que 
el “poder” sea bueno, lo que hace que sea aceptable, es simplemente el hecho de que 
no sólo pesa en nosotros como una fuerza que dice no, sino que atraviesa y produce 
cosas, induce placer, forma conocimiento, produce discurso. Es necesario considerar al 
“poder” como una red productiva que corre a través de todo el cuerpo social y no como 
una instancia negativa cuya función es la represión. 

En la otra línea, existen concepciones teóricas que plantean que la violencia desde 
ningún punto de vista puede ser justificada racional, ética y moralmente, pues en las di- 
ferentes dimensiones de la violencia están siempre inherentes relaciones asimétricas de 
poder y de dominación que eliminan y/o entorpecen la convivencia pacifica y erosionan 
los límites éticos morales. 

En relación con la violencia en contra de las mujeres, se tiende a abordar esta 
problemática a partir del ámbito de la salud y del enfoque de género. A principios de la 
década de los noventa, surgen varias investigaciones sociales impulsadas principalmente 
por diversos organismos estatales con el propósito de colocar este tipo de maltrato en la 
agenda pública. Una investigación pionera realizada por la Subsecretaría de Asuntos de 
Género revela que las agresiones contra las mujeres se han hecho rutina en la sociedad 


boliviana y que las leyes nacionales ignoran este problema (Revollo, 1993). Esta y otras 
sucesivas investigaciones posibilitan que las “violencias encubiertas” en el ámbito del ho- 
gar salgan a la luz pública y que el Estado decida enfrentarlas, prevenirlas y sancionarlas. 
Es precisamente este quehacer investigativo el que posibilita que en 1995 se implemen- 
te el Plan Nacional de Prevención y Erradicación de la Violencia contra la Mujer, que ya 
reconoce que la violencia de género es un problema de salud social, no individual y que 
es algo que existe en diferentes ámbitos (Aliaga, 2004). 

Entre los trabajos institucionales sobresalen los Estudios de prevalencia de la vio- 
lencia doméstica e intrafamiliar en los municipios de Bolivia (OPS/OMS, 1997, 1998 
y 2003) y los informes proporcionados por la Encuesta Nacional Demografía y Salud 
(ENDSA, 1999, 2000 y 2003) que brindan información oficial sobre la prevalencia y las 
características de la violencia doméstica e intrafamiliar. En ambos estudios, lo que básica- 
mente se busca es registrar la magnitud y evolución de la violencia de género sobre datos 
de violencia física y psicológica, sin poner mayor énfasis en la violencia sexual. 

En el caso de la ciudad de El Alto, la evidencia y la intensidad del maltrato den- 
tro del ámbito familiar se expresan en un trabajo institucional realizado para presentar 
la casuística y el perfil de la población atendida por la Red de Prevención y Atención 
de la Violencia Intrafamiliar (Gribowsky, 2003). Este trabajo analiza la prevalencia de 
la violencia intrafamiliar en las gestiones 1999, 2000 y 2001, a través de una deficiente 
información proporcionada por instituciones gubernamentales y no gubernamentales. 
A pesar de esta situación, los datos obtenidos revelan que en estas gestiones existe una 
paulatina disminución de la violencia intrafamiliar en niños, adolescentes y mujeres y, 
paradójicamente, un incremento en el número de casos de violencia que afectan a los 
hombres. Sin embargo, se reconoce que la violencia en contra de niños y mujeres es 
cada vez más dramática y alarmante. Se considera que esta contradicción se debe a que 
no existe un sistema único de registro de la violencia que permita conocer la incidencia 
y la prevalencia real del fenómeno. Al igual que en otras investigaciones sociales, no 
se profundiza en el análisis de la violencia sexual y sólo se toma en cuenta la variable 
violación, sin considerar que la violencia sexual contempla también otros indicadores 
fácticos y simbólicos. 

Si bien la mayoría de las denuncias registradas no implica amenazas para la vida, 
algunas situaciones conllevan un riesgo inminente para la vida de la víctima en vista de 
la saña, la alevosía y la premeditación con la cual se ejerce la violencia. Recientes investi- 


gaciones ponen en evidencia esta cruda realidad, donde, lamentablemente, la violencia 
de género ha provocado en las víctimas gravísimas lesiones físicas y psicológicas que 
han derivado en homicidios y suicidios (Mendizábal, Mónica et al, 2003 y Crespo, 2005). 
En ambos estudios (realizados por Mendizabal et al y Crespo), se analiza el perfil de las 
víctimas y los victimarios, las causas del asesinato de mujeres y los aspectos legales y 
procedimientos jurídicos que favorecen la impunidad de los casos. 

Todas estas investigaciones analizan diferentes dimensiones de la violencia en con- 
tra de las mujeres a través de metodologías cuantitativas en las que prevalece el lenguaje 
de las cifras y de los registros estadísticos. Si bien su importancia radica en el hecho de 
visibilizar la magnitud y las dimensiones de la violencia de género, no han incorporado 
la metodología cualitativa que hubiese permitido una aproximación más objetiva a co- 
nocimientos, actitudes y prácticas que se producen y reproducen en los actores sociales 
involucrados en esta problemática social. Por otro lado, estas investigaciones toman en 
cuenta -como unidades de análisis- a mujeres jóvenes y adultas, ponen mayor énfasis en 
la prevalencia de la violencia física y psicológica y no consideran como categorías analí- 
ticas específicas a niñas y adolescentes y la prevalencia de la violencia sexual en ambos 
grupos poblacionales. 

En el caso particular de la violencia sexual contra las mujeres, existen algunos tra- 
bajos cuantitativos y descriptivos que sólo revelan promedios, porcentajes y tendencias 
de este tipo de maltrato en el contexto de la familia, la escuela y el trabajo. Sobresalen los 
trabajos institucionales de la Policía Nacional, del Viceministerio de Género, la O.PS., la 
O.M.S. y del Ministerio de Salud y Deportes. A pesar de los datos estadísticos “oficiales” 
que proporcionan estas instituciones gubernamentales, se nota que existe un “subregis- 
tro” de la violencia sexual, que se explica por cuestiones socioculturales, pues el “sexo” 
y la “sexualidad” siempre han sido motivo de “vergiienza” en las mujeres bolivianas, 
particularmente en aquéllas de extracción aymara. Es más aún: en el tema de la violencia 
sexual se trata de invisibilizarla, a pesar de que ocurre frecuentemente en diferentes es- 
pacios públicos y privados. De acuerdo a la literatura revisada, no existen investigaciones 
científicas oficiales que permitan un diagnóstico veraz, riguroso, homogéneo y objetivo 
que proporcione información cuantitativa y cualitativa sobre las dimensiones reales de la 
violencia sexual. Es precisamente esta situación la que impide tener una visión integral y 
objetiva de la violencia y el maltrato sexual en particular en grupos poblacionales que se 
hallan en circunstancias difíciles. 
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Pese a este “subregistro” y el “silencio cómplice”, investigaciones impulsadas por 
la Subsecretaria de Género han arrojado resultados patéticos que han obligado al Estado 
a desarrollar acciones públicas para prevenirla, enfrentarla y sancionarla (Aliaga, 2004). 
A tal punto han aumentado las cifras de la violencia sexual, en especial los casos en 
niños, niñas, adolescentes y mujeres, que se han promulgado diversas disposiciones 
legales, creado varias instituciones y se viene implementando un Plan Nacional Contra la 
Violencia Sexual con el propósito de desarrollar acciones que tiendan a eliminar o, por 
lo menos, mitigar esta forma de violencia. 

En el tema específico de la violencia y el maltrato en contra de niños, niñas y ado- 
lescentes, las investigaciones realizadas responden a diferentes criterios teóricos, meto- 
dológicos e ideológicos donde sobresalen los estudios descriptivos y los de prevalencia.* 
En uno y en otro caso, se han desarrollado investigaciones sociales a través de esquemas 
teóricos conceptuales que no han sido capaces de develar objetivamente la complejidad 
del maltrato infantil. Por lo general, estas investigaciones subsumen la dimensión com- 
pleja del maltrato infantil y, en consecuencia, de manera parcial, temporal y superficial 
han llegado a establecer tipologías en función de la violencia física, psicológica y sexual 
en ámbitos escolares, laborales y domésticos. Son muy pocas las investigaciones que 
analizan la violencia infantil en el contexto de la subcultura, en particular las agresiones 
sexuales dirigidas en contra de niñas y adolescentes. 

Para el análisis de la violencia desde la perspectiva de género, se han empleado 
diversos enfoques, pero que pueden polarizarse en dos posiciones teóricas principales: 
la posición “feminista radical”, que plantea que la violencia en contra de las mujeres es 
un problema exclusivamente masculino, y la posición “feminista marxista”, que, desde 
un punto de vista más histórico, plantea que este tipo de maltrato tiene una base obje- 
tiva que está determinada por las condiciones de vida material (Scott, 1990 y Giddens, 
1994). 

En relación con la evolución teórica y metodológica de estas investigaciones, los 
primeros estudios tenían el propósito principal de mostrar y sensibilizar a la opinión 


Para principios de 2005, existen dos trabajos que abordan la problemática de la violencia sexual que 
aún no han sido publicados, uno realizado por la Fundación “La Paz” y el otro por el Viceministerio de 
Género. 
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pública sobre la violencia en contra de niños, niñas, adolescentes y mujeres que se man- 
tenía invisibilizada en ciertos espacios públicos y privados. Posteriormente, se intenta 
sistematizar las denuncias registradas en centros policiales, hospitales o centros de aten- 
ción a víctimas a través de estudios de prevalencia y, en la actualidad, se trata de evaluar 
los impactos de la aplicación de las nuevas legislaciones en relación con la violencia de 
género y generacional (Larraín, 1999). 

Sobre la labor institucional que desarrollan las Defensorías de la Niñez y Ado- 
lescencia y de los Servicios Legales Integrales Municipales, a casi diez años de funcio- 
namiento de estos servicios municipales, aún no se cuenta con estudios que evalúen 
su impacto en la lucha contra la violencia de género y generacional. Solamente existen 
algunos datos estadísticos del Viceministerio de Asuntos de Género, Generacionales y 
Familia que informan de la distribución de Defensorías de la Niñez y Adolescencia y de 
Servicios Legales Integrales Municipales en los diferentes municipios del país. Según 
información proporcionada por el Viceministerio, sólo en un poco más de la mitad de 
los 327 municipios del país funcionan estos servicios municipales, principalmente en 
zonas urbanas o de mayor concentración poblacional. Asimismo, se informa que la gran 
mayoría de estos servicios municipales no cuenta con los suficientes recursos físicos, 
humanos y económicos para realizar una labor eficiente y eficaz. Esta información re- 
vela que los gobiernos municipales aún no visibilizan la importancia de estos servicios 
municipales en la defensa y promoción de los derechos de los niños y las mujeres y que 
no existe la suficiente voluntad política para llevar a la práctica disposiciones legales 
aprobadas. 

En el caso de las Defensorías de la Niñez y Adolescencia y de los Servicios Legales 
Integrales Municipales que funcionan en la ciudad de El Alto, solamente se cuenta con 
informes estadísticos mensuales, semestrales y anuales que revelan prevalencías, ten- 
dencias, cobertura y número de casos que se han atendido durante una determinada 
gestión municipal. Estos registros administrativos sólo permiten establecer la magnitud, 
tipología de la denuncia, principales víctimas y victimarios y demanda de los servicios, lo 
cual resulta insuficiente para revelar la verdadera dimensión de la violencia en contra de 
niñas, adolescentes y mujeres. Asimismo, se tienen dos estudios de casos que, al margen 
de la descripción del tipo de maltrato y del perfil de las principales víctimas, han llegado 
a constatar que la labor institucional que actualmente cumplen las Defensorías de la 
Niñez y Adolescencia y los Servicios Legales Integrales Municipales solamente se remite 
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a la atención de casos y/o recibir denuncias y que, por la falta de voluntad política, está 
lejos de realizar acciones de difusión, prevención y promoción de los derechos en niños, 
niñas, adolescentes y mujeres (Moreno, 2004 y 2005). 


1.4. Paradigmas de explicación 
Para abordar, analizar y explicar los ejes temáticos que hacen el objeto de estudio, exis- 
ten dos grandes modelos teóricos: la teoría del consenso y la teoría del conflicto. Según 
el primer paradigma, la existencia y subsistencia de la sociedad está determinada por el 
consenso entre individuos, grupos e instituciones, todos los cuales comparten valores 
y normas que posibilitan la cohesión y la estabilidad social, garantizan la reproducción 
de las estructuras, promueven el cambio ordenado y controlan los comportamientos 
amenazadores de la integración societal (Torrico, 2004). En contraste, la teoría del con- 
flicto sostiene que las sociedades están permeadas por divisiones, tensiones y luchas en 
diferentes ámbitos que son producto de profundas desigualdades sociales y económicas 
que en determinado momento estallan y dan lugar a conflictos activos (Giddens, 1994). 
En la lógica del primer paradigma, se sostiene que particularmente los inmigran- 
tes, al llegar a centros urbanos, pierden sus valores tradicionales y sus controladores 
sociales y, por lo tanto, son muy proclives a la desorganización y al desarrollo de con- 
ductas disociales. Esta visión implica que, al existir cambios en los principales agentes 
de socialización, el individuo entra en conflicto con la realidad social y se halla más 
predispuesto a transgredir los valores y las normas socialmente aceptadas. Asimismo, 
supone que cuanto más joven la población de una sociedad, tanto más delito existe y 
a mayor tiempo fuera de la escuela y de la familia, también resulta mayor la incidencia 
delictiva (Carranza, 2004). Según estos argumentos teóricos, las conductas disociales no 
derivan de cuestiones económicas, sino de la falta de integración del individuo en una 
comunidad más amplia donde los principales agentes de socialización y los mecanismos 
de control social se han vuelto más cortos y limitados (Briceño, 1999). Si bien este 
paradigma puede tener el respaldo de ciertas evidencias empíricas, se considera que las 
causas “sociales” para la emergencia de una sociedad más numerosa de niños, niñas y 
adolescentes que viven en las calles, el incremento de la violencia y la falta de voluntad 
política para encarar estas problemáticas sociales se explican por las desigualdades y 
los conflictos que genera una estructura socioeconómica polarizada entre grupos socia- 
les privilegiados y vastos sectores sociales que viven en condiciones de postergación y 
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discriminación. Desde esta perspectiva, existirían relaciones de correspondencia entre 
pobreza, marginalidad y conductas disociales. 

En esta línea de explicación, se señala que la emergencia de una sociedad cada vez 
más numerosa de niños, niñas y adolescentes en situación de calle y el incremento de 
manifestaciones de violencia fáctica y simbólica son, principalmente, resultado del actual 
modelo de desarrollo, la crisis económica de los ochenta y de la aplicación de severas po- 
líticas de ajuste económico. Sin embargo, no se puede restringir la emergencia de estos 
males sociales solamente a la modificación de las variables “empleo”, “ingresos” y “costo 
social”, sino que también es necesario considerar que el “ajuste” a la sociedad ha provo- 
cado importantes cambios en los espacios urbanos que han contribuido a conservar O 
incrementar la marginalidad urbana, la violencia urbana, la exclusión de los pobladores, 
la periferia urbana y la segregación social y espacial (Treviño, 2003). Por otro lado, si 
se toma en cuenta que la primera y la principal fuente del “poder de dominación” es 
la especialización, la estratificación y la diferenciación de los actores y grupos sociales, 
resulta imprescindible tomar en cuenta que, en modelos de desarrollo dependientes la 
polarización entre minorías privilegiadas y mayorías precarizadas no es resultado de una 
diferenciación natural basada en aptitudes y cualidades inherentes a la naturaleza huma- 
na, sino de una diferenciación socioeconómica antagónica y excluyente sobre la base de 
la expropiación y la inferiorización. 

En correspondencia con esta posición teórica, se puntualiza que las ciudades y 
sus espacios urbanos se constituyen en escenarios de poder y dominación donde per- 
sistentemente se producen y reproducen inequidades y relaciones sociales múltiples y 
complejas y donde los conflictos inherentes a la vida en comunidad pueden expresarse 
en forma abierta e, incluso, en forma violenta. Asimismo, se puntualiza que los actos de 
violencia son muchas cosas a la vez, pero, principalmente, son el ejercicio del poder en 
las relaciones sociales y en las relaciones sexuales signadas por el abuso y el maltrato que 
se conciben como normales en una sociedad clasista, jerárquica, autoritaria, machista, 
patriarcal, racista y sexista. 


1.5. Estrategia metodológica 

Antes de abordar este acápite, resulta importante realizar algunas precisiones conceptua- 
les. Si la base referencial teórica tiene como propósito analizar el objeto de estudio en 
tanto construcción abstracta y analítica, la elaboración del diseño metodológico tiene el 
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objetivo de analizar este mismo objeto de estudio en su dimensión empírica y operativa 
para lograr confrontar la visión teórica con los datos concretos de la realidad.” En tal sen- 
tido, el diseño de la investigación se ocupa de proporcionar un modelo de verificación 
que permita contrastar hechos con la teoría y la forma de constatación empírica de este 
modelo es la estrategia metodológica o el plan general que determina las Operaciones 
necesarias (Sabino, 1998). 

Este plan de investigación está en función de la base teórica del objeto de estudio 
y de los procedimientos requeridos para la recolección de datos e información. La deno- 
minada base o referencia teórica gira principalmente en torno a los siguientes aspectos 
metodológicos: objeto de estudio, problemas objeto de investigación, hipótesis de tra- 
bajo, objetivos, conceptos y variables. 

Siguiendo la metodología propuesta por Achig Subia (1991) y Torrico (1993), el 
objeto de estudio está construido y delimitado en función de los siguientes parámetros: 
El eje temático (violencia sexual y labor institucional), las unidades de análisis (niñas y 
adolescentes en situación de calle, Defensorías de la Niñez y Adolescencia y Servicios Le- 
gales Integrales Municipales), el ámbito geográfico (Ciudad de El Alto) y la delimitación 
temporal (2006). En función de estos parámetros, el objeto de estudio está conformado 
por “la violencia sexual en niñas y adolescentes en situación de calle y la labor institu- 
cional de las Defensorías de la Niñez y Adolescencia y los Servicios Legales Integrales 
Municipales: El caso de la ciudad de El Alto”. 

Este objeto de estudio, como espacio analítico en el cual se desenvuelven los di- 
ferentes actores sociales, configura una diversidad de situaciones desconocidas que, en 
términos metodológicos, se traducen en las siguientes interrogantes: 


¿Qué factores objetivos y subjetivos son precipitantes para el ejercicio de la violencia sexual en 
contra de las niñas y las adolescentes en situación de calle? 

¿Qué tipo de experiencias y significados desarrollan las niñas y adolescentes en situación de calle 
en torno a la violencia sexual y su sexualidad?, y 

¿Cuál es la labor institucional que cumplen las instancias operativas municipales en procesos 
de defensa, protección y promoción de los derechos de niñas y adolescentes en situación de calle 
víctimas de la violencia sexual? 


Algunos autores definen al diseño metodológico como el “plan de actividades a realizar para el trata- 
miento empírico del objeto de investigación” (Pineda, Alvarado y Canales 1994). 
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Ala identificación y formulación de los problemas objeto de investigación, se plan- 
tean las siguientes respuestas tentativas o hipótesis de trabajo que permiten ordenar, 
estructurar, sistematizar, controlar y dirigir el proceso investigativo: 


Las causas de la violencia sexual en contra de niñas y adolescentes en situación de calle son diversas 
y complejas, pero principalmente determinadas por su extrema vulnerabilidad y por prácticas e ima- 
ginarios machistas patriarcales. 

Las experiencias y significados que desarrollan las niñas y adolescentes en situación de calle en tor- 
no a la violencia sexual y su sexualidad rompen con esquemas e imaginarios social y culturalmente 
aceptados. 

La labor institucional de los SLIMs solamente se remite a la atención de casos y no se desarrollan 
procesos efectivos de prevención ante la falta de voluntad política, en términos de falta de recursos 
humanos, físicos y económicos. 


Los propósitos específicos que se pretenden alcanzar con el desarrollo del presen- 
te proceso investigativo son básicamente los siguientes: 


Identificar los factores objetivos y subjetivos que explican diversas manifestaciones de violencia 
sexual en contra de las niñas y las adolescentes en situación de calle. 

Establecer el tipo de experiencias y significados que desarrollan las niñas y adolescentes en situación 
de calle en torno a la violencia sexual y su sexualidad. 

Determinar la labor institucional que cumplen las instancias operativas municipales en procesos 
de defensa, protección y promoción de los derechos en niñas y adolescentes en situación de calle, 
víctimas de la violencia sexual. 


A partir de la identificación de los problemas objeto de investigación y la determi- 
nación de los objetivos, la investigación corresponde a un estudio no experimental, de 
tipo transeccional y de carácter descriptivo/explicativo. 

Es una investigación “no experimental”, porque no intenta manipular deliberada- 
mente ninguna variable, sino trata de observar la violencia sexual en niñas y adolescentes 
en situación de calle y la labor institucional de Defensorías de la Niñez y Adolescencia y 
Servicios Legales Integrales Municipales “tal y como se dan en su contexto natural o en 
situaciones ya existentes, no provocadas intencionalmente”, para después analizarlos 
objetiva y sistemáticamente. 

Es de tipo “transeccional”, porque trata de describir y explicar los factores objeti- 
vos y subjetivos que posibilitan la violencia sexual en niñas y adolescentes en situación 
de calle, las experiencias y significados que producen y reproducen las víctimas en torno 
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a la violencia sexual y su sexualidad y la labor institucional que desarrollan Defensorías 
de la Niñez y Adolescencia y Servicios Legales Integrales Municipales en relación con 
víctimas O posibles víctimas de la violencia sexual en un determinado momento, en un 
tiempo único, sin considerar cambios que se puedan producir a través del tiempo. 

Es de carácter descriptivo/explicativo, porque se propone, por un lado, describir 
las condiciones de vida que prevalecen en niñas y adolescentes en el contexto de la calle, 
los riesgos sexuales a que se hallan sometidas, las experiencias y los significados sociales 
que se producen y reproducen en niñas y adolescentes víctimas de la violencia sexual y, 
por otro lado, establecer los factores que explican las manifestaciones de violencia sexual 
en niñas y adolescentes en situación de calle, las experiencias y significados que se pro- 
ducen en torno a la violencia sexual y la sexualidad y la labor institucional de Defensorías 
de la Niñez y Adolescencia y Servicios Legales Integrales Municipales en relación con 
víctimas o posibles víctimas de la violencia sexual. 

A partir de la constatación de que en una investigación social muy rara vez se toma 
en cuenta a todos y cada uno de sus actores sociales, se procedió a identificar y determi- 
nar el tamaño del universo poblacional utilizado tanto fuentes secundarias como fuentes 
primarias. Según estudios realizados por diferentes organizaciones gubernamentales y 
no gubernamentales, al momento no se tiene el número o el registro exacto de niños, 
niñas y adolescentes que viven y trabajan en las principales calles de la ciudad de El Alto. 
En función de una desagregación analítica de esta categoría se advierte que son más 
las estimaciones estadísticas realizadas en relación con los niños “en” la calle, es decir, 
vinculadas con niños, niñas y adolescentes que trabajan en las calles. 

En el terreno de las estimaciones estadísticas, existe un criterio casi generalizado 
que habla de aproximadamente 30.000 niños, niñas y adolescentes que desarrollan ac- 
tividades laborales en las principales calles de esta ciudad (Domic y Rivadeneira, 1995; 
INE, 2001 y Llanos y Moreno, 2004). Al respecto, Domic y Campos, en su reciente in- 
vestigación sobre Sistematización de Modelos de Atención Orientados a Niños, Niñas 
y Adolescentes que viven en la Calle, afirman que en la ciudad de El Alto la población 
comprendida entre 0 y 14 años llega a 244.729 habitantes, de los cuales el 75% está la 
mayor parte del tiempo en las calles, trabajando, viviendo o solamente pasando sus ho- 
ras, enfrentando experiencias de discriminación y exclusión social. En relación con los 
niños “de” la calle, las estimaciones estadísticas son bastante difusas y contradictorias; 
los cálculos numéricos oscilan entre los 1.000 y 5.000 niños, niñas y adolescentes que 
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sobreviven en las calles de El Alto. En el caso especifico de niñas y adolescentes en si- 
tuación de calle, una investigación realizada a fines de la década de los noventa constató 
que sólo en La Ceja vivían 124 niñas y adolescentes comprendidas entre los 6 y 16 años 
(Moreno, 1999). 

Ante la inexistencia de datos estadísticos ya elaborados, de tipo secundario, se 
procedió a realizar indagaciones en torno a datos primarios, obtenidos directamente 
a través de la observación y la evidencia empírica. Con este propósito, se procedió a 
ubicar espacios públicos que les sirven de refugio y lugares donde frecuentan con mayor 
regularidad. En cuanto a los espacios urbanos que les sirven de refugio o “descanso 
nocturno”, se tienen las zonas 16 de Julio, Villa Dolores, Cruce a Viacha y Villa 12 de 
Octubre y, en relación con los lugares que más frecuentan, están el Multifuncional de La 
Ceja, la Plaza del “Lustrabotas”, la Feria 16 de Julio, el “Distribuidor” de La Ceja, la zona 
del Aeropuerto, el “Corazón de Jesús” y el denominado “Barrio Chino”. 

Con un conocimiento exacto de los espacios que frecuentan y tomando en cuenta 
una serie de indicadores, como ser: vestimenta, lugar de alimentación, actividades labo- 
rales, lugar de descanso, tiempo de permanencia en la calle y formas de organización 
social que permiten identificar a este grupo poblacional, se estableció la existencia de 
aproximadamente unos 350 niños, niñas y adolescentes en situación de calle, cuyas eda- 
des fluctúan entre los 0 y 18 años de edad. Este dato cuantitativo fue confrontado con 
la información testimonial proporcionada por niñas y adolescentes en situación de calle 
que coincide con el número aproximado de “niños en situación de calle” que conforman 
el universo poblacional de la investigación. Desagregando esta información en términos 
de sexo y espacio, se tiene a 203 varones y 147 mujeres, de los cuales 145 varones y 95 
mujeres viven y concurren de un modo más habitual en la zona central de Villa 12 de Oc- 
tubre. Esta identificación aproximada del número de niñas y adolescentes en situación 
de calle fue producto de la observación directa y vivencial. Este trabajo estuvo a cargo 
de los investigadores y tuvo la colaboración de cinco estudiantes de la Carrera de Comu- 
nicación Social, quienes, a través de un “barrido” de las zonas de mayor concentración 
de niños, niñas y adolescentes en situación de calle, establecieron diferentes conteos en 
función de las variables tiempo y espacio. 

Analizando este universo, se estableció una muestra de 50 niñas y adolescentes en 
la calle. Una vez establecido el tamaño de la muestra, se procedió a seleccionar los ins- 
trumentos técnicos para la recolección de información. Algunos especialistas en temas 
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de violencia expresan que, al examinar “cómo” se configuran las relaciones sociales de 
violencia, es posible encontrar el principio y, tal vez, la mejor explicación de su “por qué” 
(Del Olmo, 2000). Esta posición metodológica implica que, para establecer una relación 
sistemática entre violencia, escenarios y actores sociales, resulta conveniente aplicar de 
manera lógica, coherente y convergente una metodología cuantitativa y cualitativa. En 
función, por un lado, de la premisa de que la investigación cualitativa permite aclarar al- 
gunos hallazgos cuantitativos y, por otro lado, de las características y los propósitos de la 
investigación, fue posible establecer en el proceso investigativo una convergencia entre 
lo cuantitativo y lo cualitativo.* Dicha complementariedad metodológica permitió -a tra- 
vés de la aplicación de los instrumentos de recolección de datos seleccionados- trascen- 
der de una dimensión descriptiva hacia una dimensión interpretativa de la problemática 
social de la violencia sexual en niñas y adolescentes en situación de calle. 

En la parte cuantitativa, se aplicó una boleta de encuesta con el afán de “medir” 
variables de base y de conducta. Este instrumento, a través de una serie de indicadores 
de ambiente, de posición y de respuesta, permitió conocer cómo sobreviven las niñas y 
adolescentes en las calles, de dónde vienen, quiénes son, qué piensan y qué hacen.? En 
cambio, en la parte cualitativa, con el propósito de “explicar” lo que piensan y sienten las 
niñas y adolescentes en situación de calle en torno a la violencia sexual y su sexualidad, 
se utilizaron tres técnicas principales: grupos focales, entrevistas en profundidad e his- 
torias de vida. A través del desarrollo de tres grupos focales, en los cuales intervinieron 
por grupo 5 niñas y adolescentes en situación de calle, se identificaron procesos colecti- 
vos de formación de ideas, sentimientos y motivaciones en torno a temas tan delicados 
como las violaciones, el incesto, el aborto, la prostitución y las vejaciones sexuales. Las 15 
entrevistas en profundidad realizadas permitieron acceder al universo simbólico de cada 
actor individual en torno a temas vinculados con la violencia sexual, sus manifestaciones, 
sus repercusiones y su tratamiento por parte de las instituciones gubernamentales y 
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Según un documento elaborado por USAID (1995), la investigación cualitativa añade “sentir”,textura” 
y “matiz” a los hallazgos cuantitativos. 

2 Boudon y Lazarsfeld (1973) señalan que es posible analizar al individuo y al grupo en tres niveles: En 
primer lugar, la propia identificación del individuo o grupo; en segundo lugar, la manera de pensar 
o posición que toman ante una serie de acontecimientos o experiencias vividas, y, en tercer lugar, la 
actuación concreta de cada uno de ellos, la conducta. Según esto, es posible establecer variables de 
“ambiente”, de “posición” y de “respuesta”. 
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no gubernamentales, Estas entrevistas fueron de origen, de confirmación, de profundi- 
zación y de redondeo. Las 10 historias de vida desarrolladas permitieron establecer un 
relato detallado de la imagen individual que construyen niñas y adolescentes en situa- 
ción de calle en torno a sus anteriores y actuales condiciones de vida que se desarrollan 
en el ámbito de la familia y de la subcultura de la calle. 

En relación con las otras unidades de análisis, funcionarios de las Defensorías de 
la Niñez y Adolescencia y Servicios Legales Integrales Municipales, con el propósito de 
obtener un entendimiento acerca de las razones de ciertas tendencias y prevalencias en 
la labor institucional, se realizó un seminario taller y entrevistas personales en profun- 
didad con los operadores públicos de estos servicios municipales. Las entrevistas en 
profundidad permitieron conocer la percepción individual y colectiva que tienen como 
operadoras de políticas públicas en relación con el tema de la violencia sexual en niñas 
y adolescentes en situación de calle. Asimismo, posibilitaron conocer las relaciones so- 
ciales que establecen con niñas y adolescentes en situación de calle en el contexto de la 
atención de casos y/o denuncias recibidas. Por otro lado, el seminario taller desarrollado 
con operadores de políticas públicas permitió establecer un análisis organizacional y de 
situación en términos de fortalezas, oportunidades, debilidades y amenazas en la labor 
institucional de Defensorías de la Niñez y Adolescencia y Servicios Legales Integrales 
Municipales. 
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CAPÍTULO DOS 
Contexto de la investigación 


2.1. Impacto del ajuste 

Bolivia es tipificada como una sociedad pobre, atrasada, subdesarrollada y dependiente 
(Galeano, 1977; Ramos, 1986; Castells, 1990). Estos rasgos básicos que caracterizan a la 
sociedad boliviana son resultado de un patrón de acumulación que se basa en el desarro- 
llo unilateral y contradictorio de las fuerzas productivas que principalmente se concen- 
tran en la extracción de recursos naturales para la exportación.” Esta principal dinámica 
de la economía nacional está acompañada por una débil estructura productiva industrial 
y por una producción agrícola donde se distinguen productores agropecuarios con mar- 
cadas diferencias en términos de relaciones sociales, tecnología, productividad y lógicas 
de producción y de consumo.** La incapacidad de la estructura productiva urbana y las 
características de la estructura agraria limitan el crecimiento económico, impiden la am- 
pliación del mercado interno y reproducen permanentemente un excedente estructural 
de mano de obra que determina un exagerado crecimiento del sector terciario de la 
economía, principalmente de los subsectores de los servicios personales y del comercio 
minorista. Bajo este patrón de acumulación, el subempleo, el desempleo, la informali- 
dad, el cuentapropismo y la precarización del trabajo se han constituido históricamente 
en formas sociales y económicas inherentes al modelo de desarrollo boliviano. 


Históricamente se tiene a la exportación de la plata, el estaño, la castaña, el petróleo y los 
hidrocarburos. 

Los productores tradicionales, que representan aproximadamente el 80% de la población rural, realizan 
prácticas productivas rudimentarias ligadas básicamente a la producción mercantil simple y los produc- 
tores modernos, que representan alrededor del 15% de la población rural, han incorporado técnicas e 
insumos industriales y producen principalmente para el mercado. 
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A mediados de la década de los ochenta, el quiebre del patrón de acumulación 
vigente desde la Revolución Nacional y la aplicación de la Nueva Política Económica 
introducen importantes transformaciones en la estructura productiva urbana y la estruc- 
tura agraria. A pesar de la implementación de un nuevo modelo de desarrollo, no se ad- 
vierten cambios favorables en las variables empleo e ingresos y en el componente social 
del ingreso. Al contrario, los ajustes económicos están demostrando su incapacidad para 
lograr el tránsito de la estabilidad al crecimiento económico, llegando a configurar una 
tendencia dominante que se caracteriza por situaciones de pobreza, desocupación y su- 
bempleo que activan y profundizan secuelas sociales negativas vinculadas con la insegu- 
ridad humana, la violencia fáctica y simbólica y la violación de los derechos humanos. 

El neoliberalismo no es una simple orientación a determinados parámetros econó- 
micos, sino que está provocando una dinámica social que no responde a necesidades y 
expectativas de las grandes mayorías nacionales. Desde su implementación, se sabía y se 
sentía que se trataba de ajustes de cinturón de las clases populares con un impacto social 
muy negativo; su relativo éxito en el programa antiinflacionario se ha logrado a costa de 
una inequitativa distribución del costo social y está siendo neutralizado por los sectores 
sociales tradicionalmente postergados a través de la pérdida de fuentes de trabajo, la 
disminución del ingreso, la precarización del empleo, el deterioro en las condiciones de 
vida y el incremento de la pobreza y la miseria que afecta a casi más de la mitad de los 
bolivianos. 

En este contexto de liberación del mercado e implementación de reformas es- 
tructurales, se advierten profundos cambios en la composición de las clases sociales, 
los movimientos sociales, los patrones de acumulación espacial, los modelos de repro- 
ducción de la fuerza de trabajo familiar, la composición y las funciones de la familia y las 
condiciones de vida de los grupos sociales tradicionalmente vulnerables. 

El conjunto de disposiciones económicas contenidas en el D. S. 21060, al promo- 
ver el retiro del Estado del campo de la acción social y al sacrificar la inversión social, está 
afectando directa e indirectamente el bienestar social y material de la población infantil. 
Según especialistas en el tema, en los últimos años, el modelo neoliberal ha matado tan- 


Según el PNUD, el concepto de costo social hace referencia a los efectos sociales negativos que ha pro- 
vocado la aplicación de las políticas neoliberales, en términos del componente social, como ser empleo, 
ingresos, salud, educación, vivienda y servicios básicos. 
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tos niños, niñas y adolescentes como ningún otro mal y/o modelo económico y político. 
Se afirma que nueve de cada diez niños nacen en países pobres y, por lo menos, cinco 
de ellos están condenados a la extrema pobreza y a los problemas consiguientes como 
violencia, hambre y prostitución (Aillón, 2005). 

Según el Censo Nacional de Población y Vivienda 2001, en Bolivia existen 3.198.074 
niños y adolescentes comprendidos entre O y 14 años de edad. Si a esta cifra se agrega 
la población entre los 15 y 19 años, se evidencia una población predominantemente 
“joven”: el 49% de la población total es menor de 19 años de edad (I.N.E., 2001). Sin 
embargo, la mayoría de estos niños, niñas y adolescentes nace y crece en un contexto 
adverso y peligroso que incide negativamente en sus condiciones de vida. Se estima que 
de una población total aproximada de 4 millones de niños, niñas y adolescentes, cerca de 
2 millones se encuentran en el marco de la pobreza, la extrema pobreza y la marginalidad 
(Semanario El Heraldo, Cochabamba, 11.04.04). 

Si bien las tasas de morbilidad y mortalidad infantil se han reducido substancial- 
mente, aún continúan siendo muy altas en relación con países de la región y del mundo. 
Según la Encuesta Nacional de Demografía y Salud (ENDSA, 2003), de cada 1.000 niños 
que nacen en Bolivia, 75 mueren antes de cumplirlos cinco años, 54 en el primer año de 
vida y 27 no llegan a cumplir los 28 días (La Razón, 18.08.04). Las principales causas de la 
mortalidad infantil están relacionadas con infecciones, desnutrición, anemias, diarreas y 
neumonías que surgen como producto de la extrema pobreza en la que sobreviven miles 
de familias, especialmente en el área rural (El Diario, 12.04.04). 

Con relación a la situación nutricional, el Instituto de Alimentación y Nutrición 
(INAN) informa que la desnutrición aún afecta al 58% de los niños del altiplano, al 51% 
de los niños del valle y al 32% de los niños de los llanos orientales. Este perfil epide- 
miológico se torna preocupante si se toma en cuenta que el 67% de los niños, niñas y 
adolescentes bolivianos no tiene la posibilidad de acceder a servicios de atención médica 
ni se llega a beneficiar de los servicios de la seguridad social. 

El analfabetismo, la deserción y la marginalidad escolar son también indicadores 
sociales que reflejan la critica situación de la niñez boliviana. Según resultados del Censo 
Nacional de Población y Vivienda 2001, de un total de 2.756.066 niños y adolescentes cu- 
yas edades fluctúan entre los 6 y 14 años, 557.301 no reciben ningún tipo de instrucción 
escolar, lo que implica que la marginalidad escolar en áreas urbanas alcanza al 17% y en 
zonas rurales, al 25%. En contraste con estas cifras oficiales, la organización no guberna- 
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mental Defensa de los Niños Internacional (DNI) sostiene que un 67% de los niños en 
edad escolar del área rural no tiene acceso a la educación básica y el 45% de los niños del 
área urbana está al margen del sistema escolar. Por su parte, UNICEF afirma que más de 
700.000 niños, niñas y adolescentes no asisten a la escuela y que la mayor parte de este 
grupo poblacional no logra terminar la instrucción primaria ni recibe una educación de 
calidad (UNICEF, 2000). 

Algunas informaciones señalan que 800.000 niños, niñas y adolescentes se han 
incorporado prematuramente al mercado laboral y 100.000 de ellos han hecho de la 
calle su única y/o principal compañera. Estas cifras parecen estar “algo” o “muy” sobre- 
dimensionadas, pues los datos estadísticos del Instituto Nacional de Estadística señalan 
que, en el nivel nacional, 616.000 niños, niñas y adolescentes trabajan, 3.700 viven prin- 
cipalmente en las calles de La Paz, El Alto, Santa Cruz y Cochabamba y 9.200 niños, niñas 
y adolescentes viven en instituciones en situación de orfandad y abandono (La Prensa, 
17.04.05). Asimismo, se menciona que existen más de 400.000 niños y niñas que no tie- 
nen el correspondiente certificado de nacimiento y, por lo tanto, no ejercen su derecho 
a la identidad, pues, al no contar con este documento, no tienen una existencia legal y 
no están sujetos a las leyes nacionales, lo que facilita que sean objeto de situaciones de 
maltrato, abuso y explotación (DNI, 2001). 

En el nivel nacional, según la Dirección General de la Niñez y Adolescencia, siete 
de cada diez niños son maltratados físicamente en sus hogares y ocho de cada diez en 
la escuela y el ámbito laboral (La Prensa, 14. 09.03). Asimismo, se informa que cotidia- 
namente se producen al menos 100 agresiones y/o abusos sexuales en los ámbitos de la 
familia, la escuela y el trabajo (Semanario El Heraldo, Cochabamba, 11.04.04). Desagre- 
gada esta información, se tiene que 3 de cada 100 niños, niñas y adolescentes han sido 
víctimas de violaciones sexuales y 15 han sido víctimas del acoso sexual, principalmente 
en el ámbito de la familia, la escuela y el trabajo. Frente a situaciones de maltrato y/o 
violencia sexual, el 25% de los niños, niñas y adolescentes no recurre o no tiene a nadie 
para pedir ayuda y el 75% pide ayuda a padres, hermanos o compañeros. * 


1 Estas cifras están contempladas en los resultados del Censo Nacional de Población y Vivienda 2001 y en 
el estudio del Viceministerio de la Juventud, Niñez y Tercera Edad, “Diagnóstico y abordaje del maltra- 
to”, 2003. 
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2.2. Niños, niñas y adolescentes 

Los niños, las niñas y los adolescentes, por conformar un importante porcentaje de la 
población, son cuantitativa y cualitativamente de vital importancia en las características 
presentes y futuras de la formación social boliviana. Sin embargo, cuando en distintos 
espacios públicos y privados se hace referencia a estos grupos poblacionales, no existe la 
suficiente precisión en términos de su significado, su alcance y su diferenciación. En tal 
sentido, se intenta una aproximación teórica y operacional a los conceptos de niñez y de 
adolescencia que permita contextualizar el término de “menor callejero”. 

Los conceptos de niñez y de adolescencia no tienen un significado único ya que 
revisten una variedad de significados según lugar y época y según género y clase. Por 
ello, resulta importante establecer los factores socioeconómicos y socioculturales que 
contribuyen a su definición, puesto que ni el Estado, la sociedad, los adultos ni los niños 
comparten la misma visión sobre la naturaleza, características, funciones, necesidades y 
responsabilidades de la niñez y la adolescencia (Salazar, 1989; Reguillo, 2000). 

En la dimensión socioeconómica, el imaginario colectivo ha sido el de ver a la 
niñez y la adolescencia como periodos de dependencia e inocencia que deben prolon- 
garse hasta cierta edad. Durante estos periodos, niños, niñas y adolescentes deben estar 
libres de responsabilidades y estar protegidos contra cualquier situación de abandono 
y de maltrato familiar, social y estatal. Por ello, la definición formal de “menor de edad” 
rige en la mayoría de los sistemas legales de los países de la región. Al interior de la di- 
mensión sociocultural, niñez y adolescencia son construcciones sociales específicas que 
solamente surgen en sociedades modernas o capitalistas, pues ambas denominaciones 
prácticamente no existían en sociedades precapitalistas.'* 

El concepto de niñez no constituye una categoría universal. En el ámbito de la 
psicología, se la sitúa hasta los 12 años y la Convención sobre los Derechos del Niño en- 
tiende por niño a todo ser humano desde su nacimiento hasta los 18 años de edad. Inde- 
pendientemente de esta diferenciación cronológica, el significado social de esta etapa de 
la vida entre los diferentes sistemas socioculturales es diverso, ya que existen sociedades 
que experimentan mayor amor y cuidado hacia los niños y, en contraste, sociedades más 


En sociedades tradicionales, los jóvenes pasaban directamente de una prolongada infancia a realizar 
trabajos dentro de la comunidad. 
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predispuestas al abandono y el maltrato infantil (Giddens, 1999). Si se acepta como uni- 
versalmente válida la proposición de que los niños dependen biológica y culturalmente 
de sus padres, se ve, entonces, al niño no como una persona con una libertad plena en 
lo personal, pero sí como una persona capaz de asumir decisiones y responsabilidades 
a medida que se extiende su esfera de autonomía (Salazar, 1989). Sin embargo, bajo las 
tendencias contemporáneas y/o postmodernas, tanto la responsabilidad de los padres 
como el status y las funciones del niño están cambiando substancialmente. Al respecto, 
en realidades específicas, se ha constatado que, en función de las variables “clase social”, 
“ocupación laboral” y/o “status social”, existe una mutua dependencia entre adultos y 
niños, pues niños y niñas son relativamente autónomos en la medida en que trabajan y 
abandonan el hogar porque así lo deciden ellos mismos y porque -muchas veces- se cons- 
tituyen en el único o en el más importante aporte económico a la economía familiar. 

Al igual que el concepto de niñez, el término de adolescencia no constituye una 
categoría universal; en el ámbito de la psicología se la sitúa entre los 12 y 18 años. La 
Organización Mundial de la Salud plantea que la adolescencia transcurre entre los 10 a 
19 años y comprende tres periodos: adolescencia temprana, de 10 a 13 años; adolescen- 
cia intermedia, de 14 a 16 años, y adolescencia tardía, de 17 a 19 años. Por su parte, la 
cultura citadina occidental la ubica entre los 15 y 19 años de edad y, en el nivel nacional, 
la Subsecretaria de Asuntos Generacionales en sus diferentes diagnósticos asume que la 
adolescencia se desarrolla entre los 13 y 18 años de edad (Salinas, 1998). 

Si bien todas las etapas de la vida son importantes, la adolescencia tiene particular 
importancia por ser el tránsito del periodo de la niñez hacia la vida adulta y porque en 
esta etapa de crecimiento se define el camino que seguirá la persona por el resto de 
su vida, pues se desarrolla y se define una serie de eventos de tipo biopsicosocial que 
influyen de manera determinante en el desarrollo integral y la personalidad básica de 
la persona. Se advierte un desarrollo físico que implica cambios rápidos en la estatu- 
ra y los rasgos físicos, un desarrollo intelectual que gradualmente amplía la capacidad 
cognitiva para entender problemas más complejos, un desarrollo sexual que, primero, 
se produce en las mujeres y que viene marcado por el inicio de la menstruación y un 
desarrollo emocional que supone un periodo de estrés y de problemas emocionales 
producidos por estos rápidos e importantes cambios. La adolescencia es la época que 
mayores esperanzas y frustraciones concita en la persona, pues, a partir de esta etapa, 
pueden surgir adultos con fe en sí mismos y con conocimientos, actitudes y prácticas 
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suficientes para forjar un futuro promisorio y, en contraste, también puede ser la etapa 
de inicio y/o continuación de realidades desventajosas que desvanecen las esperanzas y 
las potencialidades de la persona. Esta realidad se explica porque los cambios biológicos, 
funcionales, psicológicos y sociales que se dan en los adolescentes no son iguales para 
todas las personas ni para todas las sociedades y culturas, pues están determinados por 
el contexto social, económico y cultural. 

En función de estas consideraciones teóricas, se puntualiza que los conceptos de 
niñez y adolescencia -en tanto categorías sociales construidas- no tienen una existencia 
autónoma al margen del contexto histórico, social, político, económico y cultural. En la 
línea de Rossana Reguillo (2000), se enfatiza que niños, niñas y adolescentes, en tanto su- 
jetos sociales, constituyen un universo social cambiante y discontinuo, cuyas característi- 
cas son resultado de una “negociación/tensión” entre la categoría sociocultural asignada 
por la sociedad particular y la actualización subjetiva que sujetos concretos llevan a cabo 
a partir de la interiorización diferenciada de los esquemas de la cultura vigente. 

A partir de estas consideraciones teóricas y considerando la complejidad existente 
entre la edad biológica y la edad social, se utiliza la delimitación generacional que esta- 
blece el marco jurídico boliviano que considera niño o niña al ser humano comprendido 
desde la concepción hasta cumplir los doce años y adolescente desde los doce a los die- 
ciocho años de edad cumplidos. *Niños, niñas y adolescentes, a pesar de constituirse en 
una gran mayoría de la población total, conforman un grupo poblacional invisibilizado, 
abstracto y excluido que históricamente ha permanecido al margen del papel protector 
del Estado y de la sociedad en su conjunto. Automática y demagógicamente, ingresan en 
el discurso social y político que hace referencia a la “prioridad” que representan a través 
de mensajes que destacan “el futuro del país”, “la importancia de la niñez”, “la necesidad 
imperiosa de proteger a los menores” y “los importantes avances alcanzados en benefi- 
cio de la niñez”. Sin embargo, toda la estructura social, política, económica y cultural no 
le garantiza su derecho natural de nacer y crecer bajo los contextos adecuados de familia 
y de comunidad. 


5 El Artículo N? 2 del nuevo Código Niño, Niña y Adolescente considera niño o niña a todo ser humano 


desde su concepción hasta cumplir los doce años y adolescente desde los doce a los dieciocho años de 
edad cumplidos. 
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Se considera que la situación actual de la niñez y la adolescencia es una varia- 
ble que revela el grado de pobreza, discriminación y exclusión social que prevalece en 
Bolivia, pues ser niño, niña y adolescente prácticamente significa estar en situación de 
riesgo o de alto riesgo. En este contexto conflictuado, el ideal “occidental” de una niñez 
y adolescencia libre de responsabilidades no corresponde a la realidad de la sociedad 
boliviana, pues la mayoría de los “menores de edad”, tanto del campo como de las ciu- 
dades, no vive su niñez y su adolescencia como una etapa o un periodo destinado a la 
dependencia, la protección, la educación y la recreación. Paradójicamente, son estos 
grupos poblacionales los que sufren de modo más contundente la reconstitución de la 
sociedad en la que lo humano parece desvirtuarse para dar paso a diferentes realidades 
que ubican a la niñez y la adolescencia en una situación de extrema vulnerabilidad y pe- 
ligrosidad. Se habla, entonces, de menores trabajadores, callejeros, institucionalizados, 
abandonados, recluidos, maltratados, delincuentes, criminalizados y, en definitiva, de 
niños, niñas y adolescentes en situación de riesgo y de alto riesgo. 

Con problemáticas especificas, se pueden encontrar estos diferentes “rostros” de 
la niñez y la adolescencia en cualquier punto del país. En el caso de las principales ciu- 
dades que conforman el eje central, se advierte una sociedad cada vez más numerosa 
de “menores callejeros”.** Si bien esta presencia temporal o definitiva de niños, niñas y 
adolescentes en las calles no es un fenómeno social nuevo, sino que se constituye en una 
constante histórica en modelos de desarrollo dependientes, lo que hoy llama la atención 
es su acelerado ritmo de expansión y de crecimiento como resultado de acelerados pro- 
cesos de urbanización, crisis urbana, crisis económica y aplicación de severas políticas de 
ajuste económico. Hoy se hace evidente que la presencia de niños, niñas y adolescentes 
en las calles expresa una forma de abandono estatal, social y familiar como resultado de 
realidades estructurales y coyunturales, ligadas principalmente al modelo de desarrollo 
y al deterioro de las condiciones de vida y de trabajo de vastos sectores sociales. Al pro- 
venir mayoritariamente de familias desplazadas, representan el rostro de una sociedad 
hipócrita, injusta y en franco proceso de descomposición que no los ve como reflejo o 


16 Los primeros grupos de menores callejeros aparecen en la década de los 70 y su crecimiento despro- 


porcionado está vinculado con la profunda crisis económica y la implementación de severas políticas 
de ajuste económico, a mediados de la década de los 80. 
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producto directo de sus estructuras injustas y de su carácter altamente discriminador 
hacia las grandes mayorías (Aldana, 1994). 

A finales de la década de los ochenta, a través de numerosas investigaciones, se 
introduce el concepto de “menores en situación irregular”, dentro del cual se encuen- 
tran envueltos los grupos de menores vagos, mendigos, abandonados, explotados, en 
peligro moral de cualquier índole y, en general, los anormales (Arriaza, 1989). Asimis- 
mo, se comienza a utilizar el concepto de “menores callejeros” para hacer referencia a 
niños, niñas y adolescentes que, por diversas circunstancias, permanecen en las calles 
de manera temporal o definitiva bajo las siguientes categorías: menores “en” la calle y 
menores “de” la calle.” Ambas categorías analíticas se diferencian entre sí en función de 
indicadores principalmente vinculados con el tiempo de permanencia en las calles, los 
vínculos familiares y las estrategias de supervivencia que desarrollan los menores en las 
calles. Los menores “en” la calle son parte de un entorno familiar y desarrollan prolon- 
gadas jornadas de trabajo en las calles para luego retornar a su núcleo familiar, su comu- 
nidad o su vecindad. En cambio, los menores “de” la calle han roto o nunca han tenido 
vínculos familiares, han hecho de la calle su ambiente total y absoluto y para sobrevivir 
desarrollan actividades marginales o disociales (UNICEF, 1986 y 1987). 

En función de ambas categorías analíticas, son varias las investigaciones que han 
constatado que los menores “en” la calle desarrollan una serie de actividades informales, 
sobre todo en los subsectores de los servicios personales y el comercio informal, siendo 
sus ocupaciones laborales más frecuentes las de lustrabotas, vendedores ambulantes, 
voceadores, cargadores, lavacoches, cuidacoches y otras que requieren de fuerza de tra- 
bajo infantil. En contraste, los menores “de” la calle, quienes, si bien esporádicamente 
desarrollan ciertas actividades laborales, básicamente sobreviven a través de actividades 
marginales como la mendicidad, la delincuencia y la prostitución (DIRME, 1985; Domic, 
1990, 1999, 2005). En ambos grupos y con diferentes niveles de intensidad, las situacio- 
nes de alto riesgo radican en el peligro físico y psicológico a que los expone el trabajo o la 
vida en la calle en términos de explotación, extorsión, maltrato, violencia, delincuencia, 


Y El concepto de menor surge con una connotación negativa, pues en 1899 se establece un corte radical 
en el universo de la infancia que puso, en un lado, en la escuela a los niños y, en el otro lado, en el 


reformatorio a los menores. 
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drogadicción, alcoholismo, prostitución y otros riesgos fácticos y simbólicos que atentan 
contra su desarrollo integral. 

Si bien ambos conceptos permitieron visualizar y poner en agenda pública el dra- 
ma cotidiano de miles de niños, niñas y adolescentes en situación de abandono y de alto 
riesgo, pronto se hicieron difusos, despectivos, discriminatorios, demasiado amplios o 
limitativos y, a menudo, se presentaban parcializados e insuficientes para “abstraer” in- 
tegralmente la realidad concreta y objetiva de los niños, niñas y adolescentes que viven 
y trabajan en las calles. Ante esta realidad, surge un proceso de “deconstrucción” y de 
“reconceptualización” que reemplaza la Doctrina de la Situación Irregular por la Doctri- 
na de la Protección Integral, que ya no utiliza el término de “menor” e introduce el con- 
cepto de niño, niña y/o adolescente como sujeto social pleno de derechos. Asimismo, se 
descarta el término de “menores callejeros” en el “entendido de que las circunstancias 
de vida no hacen a la persona” y se introducen los conceptos de “niño, niña y/o adoles- 
cente que viven en la calle” o en “situación de calle.” 


2.3. Protección legal e institucional 

Los niños, las niñas y los adolescentes no representan un grupo poblacional homogéneo, 
sino se presentan de múltiples maneras y con problemáticas especificas según edad, lu- 
gar, época, género y clase social, En una determinada formación social, se da la existencia 
de niños, niñas y adolescentes que no se encuentran en circunstancias conflictivas y 
peligrosas, cuyas niñez y adolescencia van transitando libres de responsabilidades como 
un periodo “ideal” de dependencia e inocencia. En contraste, se hallan niños, niñas y 
adolescentes que se encuentran en circunstancias difíciles y riesgosas en los cuales pre- 
valecen el abandono, la marginalidad, la violencia, el maltrato, el trabajo prematuro, la 
explotación, el alcoholismo, la drogadicción, la delincuencia, el pandillismo, el embarazo 
precoz y la violencia sexual. 

En Bolivia, y en particular en la ciudad de El Alto, lo que más se tiene son niños, 
niñas y adolescentes en situaciones de alto riesgo que aparecen como el núcleo más crí- 
tico y vulnerable ante un entorno económico, social y cultural muy desfavorable. Frente 
a este dramático cuadro, con el propósito de cumplir compromisos asumidos en con- 
venciones internacionales, el Estado boliviano, en la parte formal o en el “papel”, cierta- 
mente viene avanzando con la promulgación de una serie de leyes y la conformación de 
nuevas bases institucionales. 
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En el caso especifico de las niñas y las adolescentes, a partir de la ratificación de la 
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 
y de la ratificación de la Convención Interamericana para la Erradicación, Prevención y 
Sanción contra la Violencia hacia la Mujer, el Estado ha realizado importantes avances en 
términos de modificación en la normativa legal e implementación de políticas públicas 
en favor de niñas y adolescentes. 

Entre las recientes reformas legales, se tiene al nuevo Código Niño, Niña y Ado- 
lescente, la Ley Contra la Violencia Familiar, la Ley de Protección a las Víctimas de Deli- 
tos contra la Libertad Sexual y la Ley de Regulación del Trabajo Asalariado en el Hogar. 
Asimismo, se vienen implementando el Programa Nacional de Salud Sexual y Repro- 
ductiva, el Programa Nacional de Género y Violencia, el Plan Nacional de Prevención y 
Erradicación de la Violencia contra la Mujer, el Plan Nacional de Políticas Públicas para 
el Ejercicio Pleno de los Derechos de las Mujeres y el Plan de Violencia Sexual. Entre las 
nuevas instituciones, se cuenta con la labor institucional de las Brigadas de Protección 
a la Mujer y la Familia, las Defensorías de la Niñez y Adolescencia y los Servicios Legales 
Integrales Municipales. Estas tres instituciones son, en el nivel operativo, resultado de la 
promulgación de la Ley 1674 denominada Contra la Violencia en la Familia o Doméstica, 
la ejecución del Plan Nacional de Prevención y Erradicación de la Violencia contra la Mu- 
jer y la aplicación de un nuevo modelo de gestión pública que transfiere a los gobiernos 
locales la misión de promover, defender y restituir los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes. 

Pese a los importantes avances en el ámbito jurídico/legal e institucional, la situa- 
ción de niños, niñas y adolescentes aún constituye un tema muy delicado sobre el cual 
todavía es insuficiente la intervención operativa, pues se observan situaciones donde 
prevalecen serias discrepancias entre la normativa legal y la realidad social, es decir, un 
marcado divorcio entre lo regulado por las normas y los valores que se intentan proteger 
y los hechos concretos que se dan en la conducta de las instituciones y las personas a las 
cuales va dirigido el orden legislado. Por otra parte, se advierten construcciones sociales 
que, al posibilitar la continuidad de situaciones de exclusión, marginalidad e inequidad, 
ubican en la formulación de políticas públicas a niños, niñas y adolescentes en situacio- 
nes de desventaja y ponen en riesgo la plena aplicabilidad de sus derechos establecidos 
en una serie de convenciones internacionales y leyes nacionales. Estas son algunas de las 
razones que explican la persistencia y, en algunos casos, la agudización de problemáticas 
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sociales que hostigan permanentemente a niños, niñas y adolescentes en situación de 
riesgo y de alto riesgo. 


2.4. La ciudad de El Alto 

La ciudad de El Alto está ubicada al oeste de la ciudad de La Paz y ocupa en la meseta 
altiplánica una extensión aproximada de 5.100 hectáreas. Nace y crece por ser un im- 
portante nexo de comunicación con la ciudad de La Paz, con el resto de las ciudades y 
con los corredores bioceánicos. Desde el punto de vista demográfico, es producto de 
distintos flujos migratorios, como la migración campo/ciudad, mina/ciudad, ciudad/ciu- 
dad y la migración intraurbana centro/periferia. Por su fuerte componente poblacional 
migratorio, presenta un mosaico cultural muy complejo, pues en este espacio urbano 
coexisten diversos valores, imaginarios, costumbres, hábitos, relaciones sociales, activi- 
dades económicas y distintas formas de vida y de trabajo. 

Según resultados del Censo Nacional de Población y Vivienda 2001, El Alto cuen- 
ta con una población total de 649.958 habitantes, de los cuales 321.527 son varones y 
328.431 son mujeres. La pirámide poblacional de la ciudad de El Alto es relativamente 
muy joven; el 66% de su población está concentrada entre los 0 y 29 años de edad, la 
población entre los 30 y 49 años representa el 21,1% y la población que tiene 50 años 
representa solamente el 12% de la población total. Cerca del 40% de la población total 
tiene menos de 15 años y la edad media, con un promedio de 22,6 años de edad, mues- 
tra una población efectivamente muy joven (Garfias y Mazurek, 2005). 

Al margen de ser considerada como una ciudad joven, también es considerada 
como una ciudad pobre. El Mapa de la Pobreza 2001 la consigna como una de las ciuda- 
des que presenta un elevado porcentaje de pobres y un mayor Índice de Vulnerabilidad 
Social.'* De un total de 634.535 habitantes estudiados, 210.031 están en una situación 
de “no pobres” y 424.504 en condición de “pobres”. Desagregando esta información, la 
“población no pobre” aglutina a 47.350 habitantes que presentan necesidades básicas 
satisfechas y 162.681 habitantes que se hallan en el “umbral de la pobreza”. En contraste, 


1 En la actualidad, la mayoría de los ciudadanos alteños obtiene un ingreso económico mensual que no 
supera los 500 bolivianos. Esta realidad somete a la mayoría de los habitantes de esta joven ciudad a un 
estado de sobrevivencia y genera reacciones contradictorias y desesperadas que tienen una manifesta- 
ción visible en la violencia y la delincuencia. 
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en la “población pobre”, 312,807 habitantes se hallan inmersos en un estado de “po- 
breza moderada”, 108.434 habitantes en “situación de indigencia” y 3.263 habitantes en 
“condiciones de marginalidad”. Según esta información estadística, la pobreza alcanza 
al 66,9% de la población, situación que se torna preocupante si se considera que tiene 
una tasa de crecimiento que supera el 5% anual, debido principalmente al proceso de 
migraciones internas, lo que significa la llegada anual de aproximadamente 30.000 per- 
sonas Ó 6.000 familias y, por consiguiente, la necesidad de un crecimiento similar en lo 
que se refiere a la vivienda, salud y educación (Garfias y Mazurek, 2005). Su acelerado 
crecimiento poblacional está signado por la incapacidad de su aparato productivo para 
absorber productivamente la fuerza de trabajo disponible y crear las condiciones nece- 
sarias para el acceso y el consumo de bienes y servicios básicos colectivos. Esta falta de 
correspondencia entre desarrollo industrial y crecimiento poblacional ha provocado una 
profunda crisis urbana que se expresa en un marcado déficit en el acceso y la dotación 
de servicios básicos colectivos y la falta de fuentes de trabajo (Castells, 1990; Treviño, 
2003). 

En relación con el acceso y la dotación de servicios básicos colectivos, de un total 
de 165.320 hogares, existen 100.750 hogares que habitan viviendas propias, 37.217 en 
viviendas alquiladas, 5.458 en viviendas en anticrético, 19.018 en viviendas cedidas O 
prestadas y 2.877 bajo otra modalidad de tenencia de la vivienda. Los materiales que 
predominan en la construcción de las viviendas son: el adobe, el tapial, las piedras, el 
barro y los tabiques. Solamente 37.224 hogares han construido sus viviendas con mate- 
riales de construcción denominados “modernos”, como son el ladrillo y los bloques de 
cemento y hormigón armado. 

Del total de 165.320 hogares, 57.728 acceden al agua potable por cañería dentro 
de la vivienda, 88.834 por cañería fuera de la vivienda, pero dentro del lote o el terreno, 
y 18.758 hogares se aprovisionan de agua a través de piletas públicas, carros aguateros, 
pozos, ríos y vertientes. 104.721 hogares disponen de servicio sanitario; de este total, 
75.838 hogares disponen como tipo de desagúie el sistema de alcantarillado y 28.883 
hogares tienen pozos ciegos, cámaras sépticas o calles, ríos o quebradas aledañas a la 
vivienda. En relación con la energía eléctrica, 140.852 hogares disponen de este servicio 
y 24.468 hogares no cuentan con energía eléctrica. 

En cuanto al acceso a los servicios de salud, un diagnóstico elaborado por la En- 
cuesta Nacional de Salud del año 2000 ha determinado que la cobertura de los servicios 
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de salud en esta ciudad es muy limitada y apenas alcanza al 20% de la población. Esta 
realidad se explica porque la ciudad de El Alto solamente cuenta con 61 centros de salud 
y 4 centros hospitalarios. 

En relación con las variables en educación, la situación es también crítica en tér 
minos de posibilidades de acceso, infraestructura y calidad de la educación. El Alto sola- 
mente cuenta con 222 establecimientos escolares, de los cuales 148 pertenecen al sector 
fiscal y 74 al sector privado. La población en edad escolar representa aproximadamente 
el 32% de la población total; si se establece una relación entre el número de los es- 
tablecimientos educativos con el número de la población en edad escolar, se percibe 
que no existe una adecuada relación de correspondencia entre la demanda y la oferta 
educativa. Asimismo, los niveles educativos alcanzados por los pobladores alteños son 
muy deprimidos y concentrados principalmente en los ciclos de educación básica. En 
correspondencia con esta realidad, es muy reducido el porcentaje de mujeres y varones 
que presentan niveles educativos superiores y/o de profesionalización universitaria. 

El empleo urbano de la ciudad de El Alto presenta características similares a la 
estructura del empleo nacional; los resultados departamentales del Censo Nacional de 
Población y Vivienda 2001 informan que de una población total de 649.675 habitantes, la 
población de 10 años de edad o más que conforma la oferta potencial o la población en 
edad de trabajar (PET), alcanza a 468.547 habitantes; la población en edad de no trabajar 
(PENT) o menor a 10 años alcanza a 174.558 habitantes y los habitantes de 10 años y más 
que no especifican su condición de actividad alcanzan a los 6.570 habitantes. 

Según la información del Censo 2001, del total de la PET, la población económi- 
camente activa está conformada por 229.216 habitantes y la población económicamente 
inactiva por 239.331 habitantes. Esta información estadística implica que el desempleo 
alcanza al 51% de la población alteña y el 49% desarrolla algún tipo de actividad laboral. 
La población ocupada clasificada alcanza a 212.731 trabajadores, los cuales se encuen- 
tran distribuidos en las siguientes actividades laborales. 
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Cuadro 1 
Población ocupada por situación de empleo 


Ciudad de El Alto 


Situación del Empleo N* Trabajadores 


























Obrero o empleado 100.419 
Cuentapropista 87.157 
Patrón, socio, empleador 5.518 
Cooperativista de producción 480 
Trabajador familiar o aprendiz 5.787 
Sin especificar 13.370 
Total 212.731 





Elaboración propia, con base en datos de I.N.E., 2001 


En relación con las formas de ocupación de la fuerza de trabajo, la información 
estadística revela serias contradicciones. Los resultados del Censo Nacional de Población 
y Vivienda 2001 informan que la población ocupada es primordialmente asalariada y 
que alcanza al 47,20% de la población total ocupada. En contraste, el Modelo Municipal 
de Desarrollo Humano sostiene que es mayor el porcentaje de la población ocupada 
que desarrolla actividades económicas por cuenta propia y es mínima la población de 
empleados y obreros asalariados (Choque, 1998). Sin embargo, la evidencia empírica y la 
información documental proveniente de organismos no gubernamentales revelan que 
en la ciudad de El Alto prevalece una escasa absorción de mano de obra en los sectores 
productivos, situación que ha determinado que un gran porcentaje de su población eco- 
nómicamente activa sobreviva desarrollando diversas actividades económicas informales 
a través de la autogeneración de empleos e ingresos, en particular en los subsectores de 
los servicios personales y el comercio minorista. 

En el nivel nacional, El Alto ocupa uno de los primeros lugares en condiciones 
difíciles de tipo demográfico, económico, político, social y cultural. Si bien su forma ur- 
bana rompe con esquemas urbanos preestablecidos, a pesar de ello presenta realidades 
fácticas y simbólicas múltiples y contradictorias inherentes a procesos de urbanización 
dependientes. En esta ciudad, como en todo espacio de dominación y de poder, preva- 
lece la segregación espacial, la exclusión social, la marginalidad urbana y la conformación 
de periferias urbanas que han dado lugar a nuevas relaciones entre Estado y sociedad, 
nuevos conflictos sociales y nuevos actores sociales. 
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El resultado de esta situación es, por un lado, un claro deterioro de la calidad de 
vida urbana, que se expresa en la proliferación masiva de “marginales” o “desplazados” 
que a diario van ocupando espacios públicos como cuentapropistas, informales, vende- 
dores ambulantes, desocupados, pordioseros, antisociales y niños en situación de calle 
y, por otro lado, un incremento de la violencia y la inseguridad ciudadana que es resulta- 
do de la emergencia y la expansión de una cultura de la violencia, es decir, de una forma 
de organización social y una forma de vida en las cuales la violencia es un recurso per- 
manente, enraizado en las relaciones sociales y en las interacciones cotidianas (Estevez, 
1990). Por ello, no resulta casual que el tema de la inseguridad ciudadana haya pasado a 
ocupar suma importancia y, junto con el desempleo, se haya transformado en uno de los 
dos problemas más importantes para la población alteña en su conjunto. 

Esta violencia cotidiana social e individual está presente en la ciudad de El Alto 
en cualquier lugar, situación y contra cualquiera. Los indicadores de violencia urbana 
ubican a la ciudad de El Alto en segundo lugar después de la ciudad de Santa Cruz y en 
un primer lugar en términos de violencia intrafamiliar. Asimismo, esta ciudad presenta 
una de las tasas más elevadas de feminicidio. 

En la gestión 2003, según la Dirección de Género y Gestión Social del Gobierno 
Municipal de El Alto, alrededor de 15.827 personas entre niños, niñas, adolescentes y 
mujeres han denunciado algún tipo de maltrato en las Defensorías de la Niñez y Adoles- 
cencia y en los Servicios Legales Integrales Municipales. Para la gestión 2005, en prome- 
dio, mensualmente cada Defensoría alteña ha recibido entre 200 y 250 denuncias, lo que 
aproximadamente significa entre 10 y 15 denuncias por día. En esta misma gestión, más 
de 5.000 mujeres alteñas han sufrido algún tipo de violencia, prevaleciendo la violencia 
física (El Diario, 25.11.05). 

Vinculado con esta información estadística, no resulta casual el imaginario colecti- 
vo de que en esta ciudad casi “nadie” está seguro de poder salir a las calles porque puede 
ser víctima de un robo, una agresión, una violación y/o un intento de asesinato. Pero que 
tampoco “uno” se halla seguro al permanecer en su hogar porque existen violaciones, 
golpizas, abandono, negligencia, malos tratos, asesinatos y otros actos violentos donde 
se ven involucrados los miembros del hogar. En este contexto bastante peligroso, se 
advierte que la violencia y el maltrato no discriminan edad, sexo, clase, etnia ni status 
social, pero sí se nota que tienen una “marcada preferencia” por los más jóvenes, los más 
pobres y, en particular, por las mujeres pobres y jóvenes. 
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2.5. Ser “menor” en El Alto 

En contextos de deterioro urbano, son los sectores sociales más vulnerables, en general, 
y, en particular, los niños, niñas y adolescentes quienes pagan un costo social muchísimo 
más alto y quienes sufren de manera más contundente los efectos negativos de una 
expansión acelerada y descontrolada del espacio urbano sin una relación de correspon- 
dencia con el crecimiento socioeconómico. 

La pirámide poblacional de la ciudad de El Alto revela que el 77% de los habitantes 
alteños tiene menos de 24 años y el 43% menos de 17 años, siendo la población más 
numerosa la comprendida entre los 10 y 24 años de edad (1.N.E., 2001). Esta variable de- 
mográfica revela que la ciudad de El Alto es la urbe más “joven” tanto en el nivel regional 
como nacional. Sin embargo, a pesar de constituir la mayoría de la población alteña y de 
ser responsable de las características futuras de esta ciudad, la gran mayoría de niños, 
niñas y adolescentes alteños sufre cotidianamente de múltiples dificultades para cubrir 
necesidades básicas en términos de vivienda, alimentación, educación, salud y trabajo, 
sin hablar de otras necesidades fundamentales, como ser socialización, participación, 
comunicación y sexualidad. 

Para comprobar las precarias condiciones de vida que prevalecen en la mayoría 
de los niños alteños, solamente basta revisar algunas indicadores sociales que presen- 
tan investigaciones realizadas por organismos nacionales e internacionales, tales como: 
SURPO/UNITAS (1988), ENDA/BOLIVIA (1990), INAN/ORSTOM (1988), PNUD/CNUAH 
(1990), HAMEA (1997) y UMSA (2000). 

Según un reciente estudio de la Empresa BASIC, dependiente de la Agencia de 
Cooperación Estadounidense, más del 70% de los niños alteños que mueren antes del 
primer mes lo hacen durante la primera semana de vida, lo que habla de una de las tasas 
de mortalidad infantil más altas del continente (La Prensa, 05.07.00). La desnutrición, 
que trae consigo serias deficiencias físicas y mentales, afecta a más del 50% de la pobla- 
ción infantil alteña. Un informe elaborado por el Instituto Nacional de Estadística revela 
que alrededor del 57% de las familias alteñas están expuestas a la malnutrición. 

Para finales de la década de los ochenta, los indicadores referidos a la educación 
revelaban que de 100% de inscritos en el ciclo primario, sólo un 18% concluía este ciclo, 
inauguraba la secundaria el 4%, alcanzaba el bachillerato el 2,5% y solamente un 0,4% 
proseguía estudios superiores (Sandoval y Sostres, 1989). En la actualidad, la situación 
educativa ha mejorado substancialmente, pero presenta contrastes y diferencias impor- 
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tantes entre generaciones y sexo. Así, por ejemplo, la tasa de analfabetismo general es 
de 7,98%, pero alcanza al 50% en grupos poblacionales de más de 45 años, siendo más 
acentuado en las mujeres. Si bien ahora existen mayores oportunidades de acceder a 
la educación -por lo menos básica-, resulta muy dificultoso permanecer en el sistema 
escolar, sobre todo para niñas y adolescentes mujeres. Por ello, en función de las zonas 
y los sectores sociales, la asistencia escolar fluctúa entre un 50 y 90% y lo mismo sucede 
con el promedio de años de estudio, que tienen una media de 7,98 años (Garfias y Ma- 
zurek, 2005). 

Según Defensa de los Niños Internacional, más de 30.000 niños viven temporal o 
permanentemente en las calles de la ciudad de El Alto, desarrollando diversas estrategias 
de sobrevivencia que transitan desde las actividades lícitas hasta las actividades ilícitas.” 
Los datos del Censo 2001 estiman que el 40% de la población económicamente activa 
“alteña” está conformado por niños y adolescentes trabajadores, lo que significa que 
existen alrededor de 70.000 niños trabajadores que desarrollan actividades laborales en 
los sectores primario, secundario y terciario de la estructura económica de esta ciudad. 

Si bien problemas de marginalidad escolar, deserción escolar, analfabetismo, des- 
nutrición, morbilidad, mortalidad y trabajo infantil son males sociales factibles de cuanti- 
ficarse en la medida que se trata de grandes problemas nacionales, existen otras formas 
de maltrato que vulneran los derechos de niños, niñas y adolescentes y que resultan 
difíciles de cuantificar y de establecer en su verdadera dimensión. Bajo este contexto 
adverso, se considera que el rostro más dramático de estas situaciones de abandono se 
visibiliza en la salida voluntaria O forzada de miles de niños, niñas y adolescentes alteños 
del hogar hacia la calle, donde, en una suerte de estrategia de sobrevivencia individual o 
familiar, permanecen de manera temporal o definitiva. 

Cotidianamente, en las principales calles, avenidas, parques y plazas de la ciudad 
de El Alto, deambulan cientos de niños y niñas en dos situaciones totalmente diferentes: 
Por un lado, se hallan niños, niñas y adolescentes realizando diferentes actividades labo- 
rales informales ligadas principalmente al comercio minorista y los servicios personales 
y, por otro lado, se encuentran niños, niñas y adolescentes que han hecho de la calle su 


2 Se considera que esta cifra no está muy alejada de la realidad, pues si sólo se toma en cuenta a los mini- 


buseros, se estaría hablando de unos aproximadamente 2.000 voceadores entre niños y adolescentes. 
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principal y única compañera. Según instituciones gubernamentales y no gubernamenta- 
les que trabajan con la problemática social de los niños, niñas y adolescentes en situación 
de calle, al momento no existe información estadística sobre el número exacto de niños, 
niñas y adolescentes “en” y “de” la calle. Nadie sabe la cantidad de los niños obligados a 
vivir o trabajar en las calles y el Estado aún no se toma la molestia de cuantificarlos. Como 
se vio en un acápite anterior, no existen datos oficiales precisos sobre los niños, niñas y 
adolescentes que viven y trabajan en las calles, pero no puede negarse que resultan una 
cotidiana evidencia de una dramática realidad para la niñez y la adolescencia alteña. 

Las causas que explican esta presencia temporal o definitiva de niños, niñas y 
adolescentes en las calles están ligadas a factores estructurales y coyunturales. Entre 
los factores estructurales, se encuentra el modelo de desarrollo, la no correspondencia 
entre procesos de urbanización e industrialización, las migraciones internas y la falta de 
voluntad política para efectivizar políticas de protección a la infancia; entre los factores 
coyunturales, se tienen los efectos negativos del ajuste, la precariedad económica fami- 
liar, la disgregación familiar, el alcoholismo y el maltrato de los padres. 

La presencia de niños en situación de calle se da en casi todas las zonas de la ciu- 
dad de El Alto, pero sobre todo en aquellos espacios urbanos donde es más frecuente 
una mayor afluencia de personas, como es el caso de la zona 16 de Julio, Villa Dolores, 
Ciudad Satélite, Río Seco, Villa Tunari y Villa Adela. Sin embargo, la mayor concentración 
de niños, niñas y adolescentes “de” y “en” la calle se encuentra en la zona Central de Villa 
12 de Octubre. 

Esta zona, más conocida como La Ceja, se ha convertido en el principal espacio 
urbano donde cotidianamente concurren de manera masiva cientos de niños, niñas y 
adolescentes. Para los niños, niñas y adolescentes “en” la calle, esta zona se constituye en 
un enorme mercado de trabajo que ofrece posibilidades de autogeneración de empleo 
e ingresos. Es el caso, por ejemplo, de lustrabotas, vendedores ambulantes, cargado- 
res, voceadores y anunciadores del transporte público. En contraste, para niños, niñas y 
adolescentes “de” la calle, las principales arterias, plazas, avenidas y parques de La Ceja 
y sus alrededores se constituyen en espacios donde sobreviven desarrollando ciertas 
actividades disociales, principalmente marginales, vinculadas con la delincuencia, la dro- 
gadicción y la prostitución. Otra zona que de manera “temporal” aglutina a estos grupos 
poblacionales jóvenes es la 16 de Julio, donde se desarrolla una gran feria comercial los 
días jueves y domingo. 
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En esta población de niños, niñas y adolescentes en situación de alto riesgo, preva- 
lecen problemas de salud, desnutrición, alcoholismo, enfermedad, explotación, maltra- 
to, violencia y serios problemas médicos debido al consumo de las denominadas “drogas 
para pobres”. Sin embargo, en este contexto conflictuado, niños, niñas y adolescentes en 
situación de calle no representan un grupo poblacional homogéneo, sino expresan reali- 
dades múltiples, encontradas y contradictorias cada una con una problemática específica 
que no afecta con la misma forma e intensidad a todos ellos, pues existen “marginadas 
entre los marginados”. 

En efecto, si bien las condiciones de vida y de trabajo en niños, niñas y adolescen- 
tes son graves y difíciles, en el caso de las niñas y las adolescentes, su vulnerabilidad se 
multiplica por el hecho de tratarse de mujeres. Esta realidad desventajosa se explica por- 
que en la calle también se produce y reproduce toda la gama de imaginarios, actitudes y 
prácticas machistas y patriarcales que oprimen y subordinan a las mujeres independien- 
temente de su edad, condición social y status social. 
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CAPÍTULO TRES 
Maltrato y violencia sexual: 
Marginadas entre marginados 


3.1. Violencia y poder 
La violencia, entendida como la acción humana que emplea la fuerza fáctica y/o sim- 
bólica, sobre otro u otros, con la intencionalidad de ejercer el poder o responder a sus 
abusos, se constituye en una constante histórica en todas las formaciones sociales y 
se expresa con diferentes niveles de intensidad a través de múltiples manifestaciones 
que se recubren y se retroalimentan mutuamente, siendo muy diversos los intereses 
en juego, los agentes, las víctimas, los escenarios centrales, los valores en cuestión, los 
instrumentos utilizados y los efectos producidos (Franco, 1994: 10). Se habla, entonces, 
de violencia urbana o rural, violencia externa o interna, violencia fáctica o simbólica, 
violencia política o cultural y violencia estatal, social o familiar. Asimismo, de violencia 
contra países, regiones, instituciones, grupos sociales y de violencia en contra de actores 
sociales específicos como ser hombres, mujeres, jóvenes, adolescentes, niños y niñas. 

Las causas precipitantes de las diferentes manifestaciones y dimensiones de la 
violencia son múltiples y complejas, pero están principalmente vinculadas con la con- 
formación de una organización social donde prevale la desigualdad, la marginalidad, la 
discriminación y el ejercicio del “poder” del “fuerte” sobre el “débil”. En este marco, la 
violencia entendida como el empleo de la fuerza fáctica o simbólica para causar daño 
está estrechamente vinculada con una forma de ejercicio del poder que, por lo general, 
supone la existencia de un “arriba” y un “abajo” real o simbólico que establece roles 
sociales asimétricos o complementarios, por ejemplo, entre padre-hijo, hombre-mujer, 
adulto-niño. 

El poder se constituye en una categoría relacional presente en todas las relaciones 
sociales. Al no ser una cualidad natural que se “posee”, sino una construcción social que 
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se “ejerce”, transversaliza todos los hechos sociales y culturales, es decir, convierte a los 
sujetos y sus creaciones en espacios de poder. En la línea de Foucault (1987), el poder 
en sí no es solamente algo “maligno”, sino que expresa cierta bidimensionalidad: En la 
dimensión positiva, implica la capacidad de decidir sobre la propia vida; como tal, es un 
hecho que trasciende al individuo y se plasma en los sujetos y en los espacios sociales, 
pues se materializa como satisfacción de necesidad y como consecución de objetivos 
y, en la dimensión negativa, expresa la articulación con sistemas complejos de domina- 
ción, explotación, subordinación y discriminación que posibilitan que las diferencias se 
conviertan en desigualdades a través del ejercicio del poder (Lagarde, 1993). Al inte- 
rior de esta última dimensión, el ejercicio del poder produce y reproduce las relaciones 
asimétricas que se expresan en ciertos modos de vida, identidades e imaginarios y en 
determinados espacios tanto públicos como privados. 

Por otro lado, para la emergencia de manifestaciones violentas, resulta imprescin- 
dible la existencia de cierto desequilibrio de poder, permanente O momentáneo, que 
puede estar determinado e influenciado por el contexto o producido por situaciones 
intra e interpersonales. Esta realidad implica que las conductas violentas pueden pro- 
venir de las características sociales, económicas, políticas y culturales que prevalecen 
en la sociedad y el Estado y/o de las relaciones sociales que son resultado de la vida en 
comunidad. 


3.2. Maltrato infantil 

La violencia en contra de niños, niñas y adolescentes no aparece de la noche a la ma- 
ñana, sino que, con distintas manifestaciones y niveles de intensidad, se constituye en 
una constante histórica en el desarrollo de todas las formaciones sociales. Fue cotidiana 
y casi imperceptible en sociedades precapitalistas e industriales, siendo su prolonga- 
da existencia invisibilizada y justificada por cuestiones sociales, razones económicas y 
tradiciones culturales, Esta falta de reconocimiento público de la violencia individual y 
social en contra de los “menores” ha sido denominada como la “realidad omitida” y lo 
que ahora llama la atención es la magnitud y las características que ha adoptado tanto en 
espacios públicos como privados (Jaffe et al, 1999: 164). Con el propósito de subsanar 
esta realidad omitida e invisibilizada, ya a partir de la década de los noventa el maltrato 
infantil es preocupación del Estado, adquiere carácter público y se convierte en un grave 
problema de salud pública. 
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La violencia en contra de los niños reviste formas diferentes según se dé en el 
campo o en las ciudades, dentro la familia o fuera de ella, en el trabajo o en la escuela, 
en las calles de las grandes ciudades o en las relaciones de pares. Los factores que con- 
tribuyen al comportamiento violento en contra de niños, niñas y adolescentes están 
articulados principalmente a las relaciones de poder asimétricas que se establecen con 
el mundo adulto y que operan en el nivel individual, familiar, comunitario y estatal. Por 
ello, se habla de violencia individual, familiar, social y estatal en contra de estos grupos 
poblacionales. Asimismo, de situaciones de violencia física, psicológica y sexual en po- 
blaciones muy jóvenes. Independientemente de sus distintas manifestaciones y de sus 
niveles de intensidad, la violencia en contra de estos grupos poblacionales se constituye 
en una grave expresión de las situaciones de injusticia, discriminación y violencia que 
predominan en una sociedad estructurada jerárquicamente. 

En el ámbito del hogar y la comunidad, los factores individuales y familiares que 
contribuyen a la emergencia de situaciones de violencia en contra de niños, niñas y 
adolescentes están fuertemente vinculados con normas y valores autoritarios signados 
por imaginarios patriarcales y machistas que permiten la aceptación social de la violencia 
física. En esta dimensión individual y familiar, los patrones socioculturales juegan un pa- 
pel muy importante para la emergencia del comportamiento violento en vista de que el 
“castigo” y/o el “maltrato”, como mecanismos de educación, formación y disciplina, son 
social y culturalmente aceptados y con bastante frecuencia se da desde muy pequeños el 
imaginario individual y colectivo de que la violencia es una forma aceptable y razonable 
de resolver conflictos. En relación con esta cosmovisión sociocultural de las agresiones, 
es también preciso aceptar que, por lo general, existe un tránsito de “víctima a victi- 
mario”, pues la violencia es un mal que se produce y reproduce en todos los medios 
donde se presenta y, por tal razón, los agresores de hoy, fueron, en una gran mayoría, 
las víctimas del pasado; en consecuencia, las víctimas de hoy son potenciales agresores 
en el futuro (ENDSA, 2003). Al respecto, hay amplias pruebas de que las personas que 
crónicamente fueron maltratadas durante sus primeros años de vida o que presenciaron 
abuso tienden a cometer abusos cuando llegan a la edad adulta (Buvinic, Morrison y 
Shifter, 1999). 

En relación con los factores sociales y estatales que explican acciones violentas 
en contra de niños, niñas y adolescentes, se destaca el carácter altamente discrimina- 
torio hacia las grandes mayorías nacionales por parte del Estado y de la sociedad en su 
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conjunto. Esta situación se expresa en la distribución inequitativa de oportunidades en 
grupos altamente vulnerables e históricamente postergados. Así, por ejemplo, no todos 
los niños, las niñas y los adolescentes tienen las mismas oportunidades para acceder a la 
educación, la salud, la alimentación, el esparcimiento y la vivienda. Por ello, en el país 
no resulta una casualidad las elevadas tasas de mortalidad, morbilidad, desnutrición, 
deserción y marginalidad escolar. Si bien el Estado y la sociedad hacen compromisos 
“formales” para proteger a los grupos poblacionales más jóvenes, se da la existencia de 
toda una estructura social, económica, cultural y política que anula, limita y/o entorpece 
el llevar a la práctica estos compromisos asumidos en favor de los grupos poblacionales 
jóvenes. 

Otro de los espacios donde también se genera violencia y maltrato en contra de 
niños, niñas y adolescentes es el espacio público de la calle, que no sólo representa 
una forma espacial, sino una construcción social con múltiples dimensiones que tienen 
particulares funciones y significados sociales en términos de ejercicio del poder y de 
resolución de situaciones conflictivas para quienes la habitan. En tal sentido, en el espa- 
cio público de la calle, también se producen manifestaciones de violencia en contra de 
niños, niñas y adolescentes como resultado de las formas y las características de relacio- 
namiento social que prevalecen en la sociedad y que se reproducen e internalizan en los 
diferentes actores sociales que sobreviven al interior de la subcultura de la calle. 


3.3. Sobrevivencia en las calles 
La presencia de niños, niñas y adolescentes en situación de calle se da en todos los espa- 
cios urbanos de mayor concentración poblacional de la ciudad de El Alto, Sin embargo, la 
mayoría de quienes conforman este grupo poblacional tiende a concentrarse en el área 
central de la zona 12 de Octubre, más conocida comúnmente como La Ceja, llegando a 
tal extremo lo familiar y lo próximo de su presencia que han llegado a formar parte del 
“paisaje” de esta zona y que al “verlos” ni siquiera se los “divisa” por considerarlos margi- 
nales, indeseables, peligrosos y/o un estorbo (Aróstegui, 2004). Con serios problemas de 
drogadicción y alcoholismo, deambulan de un lugar a otro, generando a veces conflictos 
con vecinos, comerciantes, gendarmes municipales y policías que tienden a desalojarlos 
temporalmente con el propósito de velar por la seguridad ciudadana. 

A pesar de estas acciones represivas, niños, niñas y adolescentes en situación de 
calle siguen ocupando plazas, parques, avenidas, calles y otros espacios públicos de esta 


44 


zona, pues han establecido una especie de filiación con el lugar que se manifiesta en 
sentimientos de identidad y de pertenencia a través de la ocupación colectiva (Barrien- 
tos et al, 2005). En función de esta cotidiana ocupación espacial, La Ceja -como espacio 
público territorializado- les proporciona seguridad e identidad, posibilitando que reivin- 
diquen e identifiquen a este “Lugar” como algo suyo. Por ello, no es casual que estos 
niños, niñas y adolescentes en situación de calle que ocupan espacial y territorialmente 
este lugar sean conocidos como “los cejeños”. 

Solamente en La Ceja, viven aproximadamente 240 niños, niñas y adolescentes 
con edades que fluctúan entre los 0 y los 18 años en situación de calle, de ambos sexos, 
siendo en menor cantidad de sexo femenino. Deambulan por esta zona en grupos de pa- 
res o en compañía de personas adultas que también sobreviven en las calles y se sabe de 
la existencia de familias enteras que aglutinan inclusive hasta tres generaciones que han 
hecho de la calle su única compañera como síntoma visible principalmente de la falta de 
empleos e ingresos que últimamente han pasado a ser bienes escasos y precarios. Esta 
realidad implica que algunos niños, niñas y adolescentes en situación de calle han nacido 
en las calles y parece ser que, de no existir profundas transformaciones, están condena- 
dos y condenadas no sólo a sobrevivir en las calles, sino también a morir en ellas. 

Desagregando esta cantidad de niños, niñas y adolescentes en situación de calle 
en función de las variables sexo y edad, se ha comprobado la existencia de alrededor de 
95 niñas y adolescentes que han hecho de las diferentes arterias de esta zona su principal 
y único espacio de subsistencia. A partir de esta cifra, y en la búsqueda de veracidad y 
de profundidad para el análisis cuantitativo y cualitativo, se ha seleccionado a 50 de ellas 
cuyas edades fluctúan entre los 6 y 18 años de edad. 


Cuadro 2 
Niños, niñas y adolescentes en situación 
de calle (NASCs) 














La Ceja 
Grupo Poblacional | N* Varones | N* Mujeres Total 
Niños y niñas 47 29 76 
Adolescentes 98 66 164 
Total 145 95 240 

















Fuente: Elaboración propia. 
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Frente a lo que plantean otras investigaciones, puntualizamos que estas niñas y 
adolescentes en situación de calle no constituyen una categoría homogénea, pues sus 
realidades en cuanto a composición y status social es bastante compleja, pues no com- 
parten el mismo modo de inserción, sobrevivencia y vulnerabilidad en la subcultura de 
la calle. En realidad, sus actuales condiciones de sobrevivencia en la calle y sus represen- 
taciones sociales configuran un entramado sociocultural bastante heterogéneo que se 
nota en situaciones enfrentadas, contradictorias, diferenciadas y muy desiguales. 

Si bien toda tipología es subjetiva, arbitraria y planteada a partir de “supuestos”, 
es posible reconocer dos tipos de niñas y adolescentes en situación de calle: por un 
lado, algunas se encuentran en una situación “extrema” de indigencia y drogadicción y, 
por otro lado, otras se hallan en una situación de pobreza y drogadicción “moderada”. 
Entre los elementos que dan cuenta de esta diferenciación, se menciona que los niveles 
de drogadicción y alcoholismo que prevalecen en las niñas y adolescentes en situación 
de calle, en algunos casos, son simplemente ocasionales y, en otros, consuetudinarios. 
Asimismo, es diferente la forma de vestir; algunas de ellas usan ropa y calzados muy 
“femeninos” e, inclusive, se maquillan y se arreglan el rostro y el cabello; en contraste, 
otras visten ropas “desaliñadas”, gorras, pasamontañas y no se preocupan de resaltar su 
“femineidad” y, por ello, es frecuente referirse a algunas de ellas como “marimachos”. 
Pese a esta diferenciación en estos rasgos identitarios, en ambos grupos poblacionales 
prevalece -con diferentes niveles de intensidad e impacto- la marginalidad, pobreza, dro- 
gadicción, violencia, discriminación e inseguridad. 

Las causas que determinan la permanencia “prolongada” o “definitiva” en las calles 
de niñas y adolescentes conforman una realidad muy diversa y bastante compleja que 
responde a una serie de dimensiones de orden económico, social, cultural y psicológico. 
Del total de encuestadas, 45 niñas y adolescentes señalan que los factores precipitantes 
para su “salida forzada” del hogar están vinculados con problemas o dificultades que han 
surgido en el entorno familiar en términos de maltrato familiar, precariedad económica 
y abandono familiar. Sólo 5 de ellas afirman que su decisión de salir a las calles fue estric- 
tamente personal y de manera “voluntaria”. 
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Cuadro 3 
Causas para la incorporación de niñas 


y adolescentes a la calle 


























Principales causas N* NASCs 
Maltrato familiar 18 
Precariedad económica 16 
Abandono familiar 11 
Porque le gusta 4 
Vivir sola 1 
Totales 50 











Fuente: Boleta de encuesta 


Las niñas y adolescentes no escogen salir a las calles, pues la mayoría huye del ho- 
gar por las graves situaciones de abuso y maltrato físico, psicológico y sexual que sufren 
dentro del seno familiar. En estos casos, no son los factores socioeconómicos los que in- 
fluyen directamente en la salida del hogar, sino la irresponsabilidad de los progenitores 
y el persistente maltrato intrafamiliar. Esta irresponsabilidad paterna o materna consiste 
en no proporcionar a los hijos menores condiciones fundamentales de vida y de desa- 
rrollo, desentendiéndose de sus obligaciones y deberes para garantizar el goce efectivo 
de algunos derechos y, en consecuencia, desprotegiéndolos de la salud física, mental, 
moral y sexual. Si no en todas, en un elevado número de niñas y adolescentes que viven 
en las calles, es precisamente este excesivo abuso físico, psicológico y sexual la razón 
principal que ha influido y determinado en el abandono del hogar para su posterior y 
precoz incorporación a la calle. Por ello, no es casual que en la mayoría de estas niñas y 
adolescentes prevalezca el imaginario de que la calle es un espacio menos peligroso y 
hostil que su entorno familiar, pues prefieren estar en las calles antes que permanecer 
o retornar a su hogar. 


...yo me he salido de mi casa porque mucho me reñían, me pegaban; primero, mis papás, pero, últi- 
mamente, mi hermano mayor ha comenzado a pegarme, todo a mi nomás me hacían hacer, mucho 
me han abusado, no han tenido consideración conmigo; por eso, con mis amigas a la calle me he 
escapado, creo que con “todo” mejor voy a estar aquí en la calle. .. 

(Entrevista personal. Adolescente en situación de calle, 2006.) 


La presencia de niños en las calles también está fuertemente condicionada por 
las restricciones, limitaciones y deformaciones de la base material del entorno familiar 
en términos de carencias de empleo e ingresos familiares. En consecuencia, abandonar 
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el hogar y salir a las calles en busca de mejores alternativas de vida no es una “decisión 
rebelde”, sino una decisión “económica desesperada” que adoptan las niñas y adolescen- 
tes frente a las deterioradas condiciones de vida material y la precariedad económica que 
prevalecen en sus hogares (DNI, 1997). 


...primerito, por ayudarle a vender a mi mamá he salido a la calle; mi papá no trabajaba, se ha ido con 
otra mujer; como todo el día estaba vendiendo, en las calles me he conocido con algunas amigas que 
después me han llevado a tomar, después me he acostumbrado y ya no quiero volver a mi casa; aquí, 
por lo menos, para comer puedo conseguir “algo”, en mi casa no hay nada... 

(Entrevista personal. Niña en situación de calle, 2006). 


Por otro lado, las matrices culturales que prevalecen en los hogares también influ- 
yen en la salida prematura del hogar, pues, si se toma en cuenta, por un lado, que existen 
marcadas diferencias entre los prototipos de la familia “tradicional burguesa” y/o la “fa- 
milita occidental” y la familia “andina aymara” y, por otro lado, que la mayoría de niñas y 
adolescentes en situación de calle tienen un origen de procedencia migrante/aymara, la 
prevalencia de familias extendidas numerosas, la poca importancia a ritos de solidaridad, 
las recargadas actividades laborales, el autoritarismo de generación y de edad son tam- 
bién factores precipitantes para la incorporación definitiva o temporal de las más jóvenes 
a la subcultura de la calle (Guaygua, Riveros, Quisbert, 2000). 

Si bien estas explicaciones tienen ciertos respaldos empíricos, es importante to- 
mar en cuenta que en la prematura incorporación a las calles también intervienen as- 
pectos psicológicos ligados a la personalidad y al desarrollo de la persona. En niñas 
y adolescentes, particularmente en la etapa de 10 a 15 años, los cambios biológicos, 
físicos, psicológicos y sociales que están experimentando desarrollan sentimientos de 
frustración, independencia, autonomía, rebeldía y, paralelamente, provocan la emergen- 
cia de nuevas necesidades y aspiraciones. Ante esta realidad conflictuada, algunas niñas 
y adolescentes ven muy atractiva la calle como un espacio que puede alivianar estos 
sentimientos, impulsos y necesidades. Si bien la calle, en sí misma, no constituye un 
riesgo, cuando la niña o adolescente no tiene otra posibilidad que sobrevivir en las calles, 
entonces, no solamente se torna peligrosa, sino que pasa a constituirse en un espacio 
conflictuado que permanentemente atenta contra sus derechos fundamentales. 


...en mi casa solita estaba, mi papá en el campo está, mi mamá desde bien temprano se iba a vender, 
qué podía hacer sola, mis vecinas en la calle nomás paraban; un día me he salido y tarde he vuelto, 
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desde ese día ya me acostumbrado a estar en la calle, porque tengo amigos y amigas me voy a los 
videos a las discotecas y ya no quiero volver a mi casa, me gusta estar en la calle, por lo menos con 
alguien hablas y comparte cosas... 

(Entrevista personal. Adolescente en situación de calle, 2006) 


La variable edad contiene múltiples posibilidades de información y, en este caso, 
permite identificar el grupo etáreo al que pertenece la niña o la adolescente en situación 
de calle. En la muestra obtenida, se ha constatado que el 22% de las encuestadas se 
ubica en el periodo que corresponde a la niñez y el 78% en la etapa de la adolescencia. 
Asimismo, que la edad media es de 14 años, los 15 años es la edad que aparece con ma- 
yor frecuencia y la media corresponde también a los 15 años de edad. Esta información 
cuantitativa revela que la mayoría de las adolescentes que conforman la muestra investi- 
gada está próxima a transitar a la etapa de la juventud. 


Cuadro 4 
Estructura de edades en NASCs 


Edades N? NASCs 
9 años 
10 años 
11 años 
12 años 
13 años 
14 años 
15 años 
16 años 
17 años 
18 años 
Totales 


Fuente: Elaboración propia. 
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Vinculada con la variable edad, se interrogó por el tiempo transcurrido desde su 
incorporación definitiva a la calle; la gran mayoría tiene un tiempo de permanencia re- 
lativamente corto que oscila entre 2 y 3 años. Solamente 4 de ellas permanecen en las 
calles más de 6 años. Sin embargo, por testimonios de algunas de ellas, se conocen casos 
de algunas niñas y adolescentes en situación de calle que son parte de familias íntegras 
de hasta tres generaciones que sobreviven en las principales calles de esta ciudad. 
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Cuadro 5 
Tiempo de permanencia de niñas y 


adolescentes en la calle 




















Tiempo de permanencia N* NASCs 
0alaño 13 
2a3 años 24 
4a5baños 9 
Más de 6 años 4 
Totales 50 














Fuente: Boleta de Encuesta. 


En cuanto al lugar de nacimiento, 15 han nacido en la ciudad de El Alto, 12 en 
alguna zona rural de otro departamento, 8 en alguna provincia paceña, 7 en la ciudad 
de La Paz, 5 en algún otro centro urbano del interior de la república, 2 proceden de 
algún centro minero y la restante proviene del Perú. De esta información estadística se 
desprende que solamente un tercio de las niñas y adolescentes en situación de calle en- 
cuestadas es alteña y los otros dos tercios tienen un lugar de origen distinto a la ciudad 
de El Alto, principalmente en torno a zonas rurales de otros departamentos y del propio 
departamento de La Paz. Esta información revela que la mayoría de las niñas y adoles- 
centes en situación de calle proceden principalmente de familias que tienen un origen 
rural. Asimismo, la presencia de una adolescente en situación de calle de origen peruano 
evidencia la presencia importante de inmigrantes peruanos en esta ciudad. 





























Cuadro 6 
Lugar de nacimiento en NASCs 
Lugar de nacimiento N* NASCs 

Ciudad de El Alto 15 
Otro departamento (rural) 12 
Provincia paceña 8 
La Paz ñá 
Otro departamento (urbano) 5 
Centro minero 2 
Otros 1 

Totales 50 








Fuente: Boleta de Encuesta. 
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En relación con el núcleo familiar y las relaciones familiares, de las 50 niñas y 
adolescentes en situación de calle encuestadas, 36 afirman que tienen familia, es decir, 
que conocen a sus progenitores y las restantes 14 no conocen a sus padres y/o no tienen 
ninguna referencia de familiares o parientes próximos, encontrándose solas y comple- 
tamente desamparadas familiarmente. En el caso de una de las niñas, esta situación se 
explica porque ambos padres fallecieron en un accidente de tránsito y la “menor” no 
conoce y no tienen referencias de familiares. 








Cuadro 7 
Contexto familiar en NASCs 
Tienes familia N* NASCs 
Si 36 
No 14 
Total 50 














Fuente: Boleta de Encuesta. 


Desagregando la información de las que tienen familia, la mayoría de sus hogares 
se hallan en situación de desintegración; sobre un total de 48 hogares, en 29 hogares 
ambos progenitores viven juntos y en 19 hogares solamente se cuenta con uno de los 
progenitores, principalmente la jefe de hogar mujer, quien se hizo cargo del hogar ante 
la ausencia temporal o definitiva del jefe de hogar varón. Esta información confirma una 
realidad social que persistentemente se va extendiéndose en el país, en particular en 
núcleos familiares en situación de pobreza y de extrema pobreza: la desestructuración 
familiar y la Sefaturización” del hogar por una mujer. 


























Cuadro 8 
Tipo de familia en NASCs 
Tipo de familia N* NASCs 
Familia integrada 29 
Familia desintegrada 19 
No responde 2 
Total 50 
Fuente: Boleta de Encuesta. 





Sin bien en algunos casos la incursión definitiva a la subcultura de calle ha de- 
bilitado y, en el peor de los casos, ha roto definitivamente los lazos familiares, se da la 


51 


existencia de algunas niñas y adolescentes en situación de calle que, en función de las 
circunstancias, aún mantienen ciertos vínculos familiares, retornando temporalmente 
de manera voluntaria O involuntaria al seno del hogar para posteriormente incursionar 
de nuevo en las calles. Si bien este retorno generalmente es involuntario y forzado de- 
bido a la insistencia de los familiares y, en algunos casos, de la labor institucional de la 
Defensorías, existen otros casos donde niñas y adolescentes retornan temporalmente a 
los hogares o se incorporan a las instituciones de manera voluntaria para evadir algún 
problema que ha surgido en la calle en términos de peleas, drogadicción, relaciones de 
pareja y dificultades con la policía. Lamentablemente, una vez superada esta dificultad, 
nuevamente retornan a las calles. 














Cuadro 9 
Vínculos familiares en NASCs 
Tipo de relación familiar N* NASCs 
Nulas 37 
Esporádicas 13 
Total 50 








Fuente: Boleta de Encuesta. 


Independientemente de las “razones”, este retorno es siempre temporal y circuns- 
tancial. Esta realidad descrita, apoyada por algunos testimonios, revela que los esfuerzos 
familiares y/o institucionales por “descallejenizar” a niñas y adolescentes enfrentan ac- 
titud de rechazo frente a la idea de retornar definitivamente al hogar. En opinión de las 
profesionales de los equipos multidisciplinarios de los servicios municipales, en general, 
de 10 niñas y adolescentes que son parte de procesos de reinserción familiar, en el mejor 
de los casos, una retorna definitivamente al hogar. En algunos casos, esta posición de re- 
chazo se justifica porque muchas de ellas han abandonado su hogar para verse libres de 
situaciones de maltrato físico, psicológico y sexual y, a pesar de los riesgos que implica la 
sobrevivencia en la calle, la consideran como un espacio mucho más seguro. 


...2 veces mi mamá y mi hermano me buscan en las calles y, si me encuentran, es para llevarme a la 
casa; yo les digo que no quiero, pero igual, a la fuerza me llevan; después de un tiempito, otra vez mi 
padrastro me molesta y me quiere abusar, por eso, como nadie sabe de esto, de nuevo tengo que esca- 
parme porque en mi casa nadie me cree, “pretexto nomás buscas para estar en las calles”, dicen... 
(Entrevista personal. Adolescente en situación de calle, 2006) 
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En la gran mayoría, por no decir en la totalidad, de niñas y adolescentes en situa- 
ción de calle, prevalece la marginalidad y la deserción escolar. Del total de encuestadas, 
42 han abandonado las aulas escolares y 8 afirman que aún asisten a algún centro edu- 
cativo. Sin embargo, existen serios indicios para pensar que esta información está distor- 
sionada, pues, si bien existe la posibilidad de que se hayan matriculado en la presente 
gestión escolar, actualmente ellas no asisten a clases o, por lo menos, han tenido una 
asistencia escolar muy irregular. Se deduce que, dadas sus actuales condiciones de so- 
brevivencia, resultaría casi imposible que tengan las ganas, las condiciones y las fuerzas 
necesarias para iniciar y/o proseguir sus estudios escolares. 











Cuadro 10 
Situación educativa en NASCs 
Asistes a la escuela N* NASCs 
Sí 8 
No 42 
Total 50 














Fuente: Boleta de Encuesta. 


Las principales razones por las cuales han abandonado los estudios escolares son 
diversas, pero básicamente ligadas a la falta de voluntad, dinero e incentivo familiar. 
En relación con el tema educativo, la organización no gubernamental ENDA-Bolivia, a 
través de procesos evaluativos e incentivos económicos, ofrece la posibilidad de rein- 
sertar niñas y adolescentes en situación de calle al sistema escolar y/o algún centro de 
capacitación técnica. Si bien algunas de ellas ingresan a este programa educativo, por lo 
general, luego de pasar cierto tiempo en aulas escolares o centros de capacitación técni- 
ca, terminan abandonándolo para permanecer nuevamente en las calles, rompiendo los 
vínculos institucionales con ENDA-Bolivia y perdiendo una oportunidad para inaugurar 
y/o proseguir sus estudios. 
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Cuadro 11 
Causas de la marginalidad escolar en NASCs 


























Causas principales N* NASCs 
Falta de dinero 17 
Falta de voluntad HlEa 
Falta de apoyo 10 
Falta de tiempo 4 
No responde 2 
Total 50 





Fuente: Boleta de Encuesta. 


A pesar de esta marginalidad escolar, para 39 de estas niñas y adolescentes, el 
sistema escolar ha sido en algún momento parte de sus vidas que ha posibilitado que 
alcancen cierto nivel de instrucción escolar. En contraste, para 11 de ellas, esta falta de 
oportunidad de asistir a las aulas escolares ha determinado que no aprendan ni siquiera 
a leer ni escribir, es decir, que se hallen en una situación de analfabetismo. 


Cuadro 12 
Nivel de instrucción en NASCs 





Edades N* NASCs 
Ninguno 
Primero de Primaria 
Segundo de Primaria 
Tercero de Primaria 
Cuarto de Primaria 
Quinto de Primaria 
Sexto de Primaria 
Séptimo de Primaria 
Octavo de Primaria 
Primero de Secundaria 
Segundo de Secundaria 
Tercero de Secundaria 
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Cuarto de Secundaria 
Totales 














al 
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Fuente: Boleta de Encuesta. 
Se sostiene que, por características biológicas, tanto hombres como mujeres “muy 


jóvenes” constituyen grupos etáreos que enferman poco y que demandan poco de los 
servicios de salud (Soria y Jitton, 2000: 35). Sin embargo, la situación de niñas y adoles- 
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centes callejeras es totalmente distinta, pues, en función de sus condiciones de vida y de 
sobrevivencia, conforman un grupo poblacional muy vulnerable en términos de salud. 
Si bien no se cuenta con indicadores que revelen objetivamente las condiciones de salud 
en niñas y adolescentes en situación de calle, existen serios indicios para sostener que 
la mayoría de ellas presentan problemas de salud. Se interrogó en torno a problemas de 
salud y los resultados informan que en 20 de ellas existe la certeza de padecer algún ma- 
lestar médico, 21 de ellas no tienen la seguridad de estar o no enfermas y las 9 restantes 
afirman que no tiene ningún tipo de molestia y/o malestar médico. 























Cuadro 13 
Problemas de salud en NASCs 
Padeces de alguna enfermedad N?* NASCs 

No sabe 21 
SÍ 20 
No 9 

Total 50 

Fuente: Boleta de Encuesta. 





Entre sus principales malestares, mencionan principalmente a los dolores de “ca- 
beza”, “estómago”, “temblores”, “huesos”, “muelas”, “insomnios” e “infecciones derma- 
tológicas”. Lamentablemente, la mayoría declara que, frente a estos malestares médicos, 
casi nunca acuden a centros de salud o a los médicos para eliminar o, por lo menos, 
mitigar sus dolencias, solamente recurriendo, en casos de “dolores insoportables”, a la 


automedicación y a la medicina tradicional. 

















Cuadro 14 
Atención médica en NASCs 
Visitas al médico N* NASCs 
No 33 
A veces 16 
Sí 1 
Total 50 














Fuente: Boleta de Encuesta. 


Un indicador en la situación de la salud en una persona hace referencia a las con- 
diciones alimentarias, pues una buena alimentación contribuye positivamente a la salud 
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y favorece la defensa inmunológica contra enfermedades e infecciones. Por el contra- 
rio, una deficiente alimentación incide negativamente en el rendimiento físico, mental 
y social de la persona, a la vez que retarda la recuperación de cualquier enfermedad. Si 
bien no fue posible establecer con exactitud la cantidad de proteínas, micronutrientes 
y calorías que contienen los alimentos que cotidianamente consumen, se advierte que 
prevalece una dieta alimentaría mínima, defectuosa y deficitaria desde el punto de vista 
nutricional. La información testimonial revela que “casi siempre” consumen alimentos 


”« ”« ” 


baratos como ser “fideo”, “pan”, “papa”, “chuño” y “pasankallas”. En contraste, alimentos 


” « ” « ” « ” o« 


nutritivos como “huevo”, “carne”, “leche”, “queso”, “pescado” y “verduras” son alimen- 


” « 


tos “ausentes”, “escasos” y “raros” en su cotidiana dieta alimentaria. 




















Cuadro 15 
Lugar de alimentación en NASCs 
Principalmente dónde te alimentas N* NASCs 
Calle 81 
Instituciones 19 
Total 50 
Fuente: Boleta de Encuesta. 





El lugar de consumo de alimentos es, preferentemente, la calle, no existiendo 
dietas ni horarios establecidos; se alimentan en función de las oportunidades y las cir- 
cunstancias que les ofrece la subcultura de la calle, llegando a veces a situaciones bajo 
las cuales pasan todo el día y/o días sin probar bocado alguno. Sin embargo, algunas de 
ellas acceden a los “servicios de comedor” que ofrecen algunas instituciones no guber- 
namentales a precios muy módicos y accesibles. Es el caso de ENDA-Bolivia que ofrece 
desayuno a un boliviano y almuerzo a dos bolivianos. 


...NOSotros, en la calle nomás comemos, a veces vamos a la Q “antuta, a veces pasamos todo el día sin 
comer, sin probar nada; pan, plátano o refrescos, eso nomás comemos, si a veces comemos pollo es 
milagro, por eso cuando conseguimos plata, “broster” comemos, nuestra principal preocupación es 
cómo vencer la hambre y la sed, pensando en eso nomás caminamos en el día y en la noche, a veces 
“clefa” le metemos... 

(Entrevista personal. Niña en situación de calle, 2006). 


Considerando la cantidad y calidad de sus alimentos y de sus hábitos alimenti- 
cios, se infiere que, en la mayoría de ellas, prevalecen distintos niveles de desnutrición, 
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siendo la manifestación más visible de esta deficiencia nutricional la relación de no co- 
rrespondencia entre peso, talla y edad. Esta situación se torna preocupante debido a 
que, en este periodo, se registran mayores necesidades nutricionales y, por otra parte, 
en casos en los cuales las adolescentes desnutridas “optan” por la maternidad, existe la 
gran posibilidad de transmitir la desnutrición al nuevo ser, es decir, reproducen el ciclo 
intergeneracional de la desnutrición. 

Otro aspecto que deteriora la salud en adolescentes callejeras hace referencia a 
cómo y dónde pasan los días y las noches. Ante la imposibilidad de rentar un lugar don- 
de vivir, se apropian de cualquier espacio público o privado para descansar o dormir; 
principalmente, lo hacen en tarimas o mesas de los mercados, contenedores de basuras 
y espacios públicos, como ser bares y cantinas. Asimismo, tienden a hacer de terrenos 
baldíos o viviendas abandonadas sus espacios de descanso y cobijo. 

Si bien la mayoría de las niñas y adolescentes en situación de calle pasan las noches 
detrás del “polifuncional” y en las llamadas “torranteras” que se encuentran por los alre- 
dedores de “El Corazón de Jesús”, en muchas de ellas existe la tendencia de deambular 
por toda la noche por las principales arterias de la ciudad de El Alto desarrollando prin- 
cipalmente comportamientos disociales vinculados con la prostitución y el robo. Como 
toda la noche pasan sin dormir o “trabajando”, no es casual verlas durmiendo en el día 
en parques, plazas o “videoapis”. Ocasionalmente, duermen en alojamientos o en casas 
de algunas amigas y/o amigos. Cuando duermen en las calles, lo hacen en grupos o en 
compañía de amigos y amigas para darse calor, abrigo y protección. Lamentablemente, 
y por lo general, en estos lugares prevalece el hacinamiento y la promiscuidad, que son, 
en muchos casos, factores precipitantes para abusos, agresiones y relaciones sexuales. 


























Cuadro 16 
Lugar donde duermen las NASCs 
Principalmente dónde duermes N* NASCs 

Calle 31 
Alojamiento 13 
Instituciones 6 

Total 50 

Fuente: Boleta de Encuesta. 
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Se cubren con periódicos, cartones, papeles y telas viejas. Con frecuencia, para 
mitigar el frío, encienden fogatas y consumen inhalantes y alcohol. El consumo de dro- 
gas es una práctica generalizada como una “salida ilusoria” a sus múltiples problemas 
cotidianos y existe una actitud positiva hacia el consumo.” Se ha constatado que 28 de 
las encuestadas aceptan el consumo de alguna sustancia psicoactiva, 9 afirman que no 
consumen ningún tipo de droga y 13 de ellas se abstuvieron de responder a la pregun- 
ta en torno al consumo de drogas. Los resultados obtenidos guardan correspondencia 
con hallazgos de otras investigaciones que han constatado que 9 de cada 10 “menores 
callejeros” han consumido la denominadas “drogas para pobres” como una forma de 
evasión frente a su situación de abandono y de alto riesgo.? Lo preocupante de esta 
realidad es que, en muchos casos, este consumo inicialmente experimental y esporádico 
transita por el consuetudinario hasta llegar a la total dependencia en términos de vicio y 
adicción. 














Cuadro 17 
Consumo de drogas en NASCs 
Consumes drogas N? NASCs 
Sí 28 
No Y 
No responde 13 
Total 50 














Fuente: Boleta de Encuesta. 


Con relación al tipo de sustancias psicoactivas, existe preferencia por los inha- 
lantes o la denominada “droga para pobres” como ser la clefa, el thinner, la gasolina o 
cualquier otro tipo de disolvente que se puede conseguir hasta en un “bolivianito” y que 
“ayuda” a olvidar o mitigar ciertas necesidades materiales e inmateriales. Al margen de 
los inhalantes, también existe un consumo relativamente habitual de bebidas alcohóli- 
cas. El consumo de inhalantes y de alcohol proporciona efectos pasajeros de euforia, 


La Organización Mundial de la Salud (OMS) calcula que la mayor parte de los niños de la calle que hay 
en el mundo consume alcohol y drogas para contrarrestar su estrés, dolor y sufrimiento. 

Los inhalantes provocan sentimientos de grandeza, confort, euforia y, temporalmente, suprimen el 
hambre y el dolor; afectan a corto y largo plazo la salud en términos de pérdida de la memoria y la 
concentración. 
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exaltación, autoconfianza, logra mitigar ciertas necesidades y pasa a ser un aspecto im- 
portante e, incluso, vital en niñas y adolescentes callejeras. Por ello, no es casual que se 
considere a su consumo como “bueno y necesario”, pues les permite mitigar el frío, el 
cansancio, la angustia, la tristeza, la rabia y el dolor. Sin embargo, es preciso recordar que 
a corto, mediano y largo plazo, el consumo de estas sustancias nocivas provoca graves 
daños irreversibles en la integridad física y emocional de las consumidoras o “voladoras”. 
Al margen de ello, alcohol e inhalantes, al contribuir a la pérdida del control emocional y 
provocar irritabilidad, agresividad y violencia, se constituyen en un factor precipitante de 
agresiones sexuales y de actos delincuenciales que, inclusive, llegan al asesinato. 
































Cuadro 18 
Significados del consumo de drogas en NASCs 
Cómo considera al consumo de drogas N* NASCs 
Bueno 18 
Malo 8 
Regular 9 
No sabe 13 
No responde 2 
Total 50 
Fuente: Boleta de Encuesta. 





Como de la unidad y de la solidaridad entre niños, niñas y adolescentes en situa- 
ción de calle depende su protección, su alimentación, su seguridad, su cobijo y su propia 
sobrevivencia, existe la tendencia a conformar asociaciones sociales con el propósito, 
por un lado, de articular expectativas, necesidades, inquietudes e intereses corporativos 
y, por otro lado, de crear espacios donde conformar identidades colectivas y sentidos 
de pertenencia. Según resultados de la encuesta, casi la gran mayoría de niñas y ado- 
lescentes en situación de calle es parte de algún tipo de agrupación social que -según 
ellas- obedece a la necesidad de protección de las “más débiles” por parte de las “más 
antiguas o matreras”, quienes serían las encargadas de proporcionarles seguridad y pro- 
tección. Estos grupos -que aglutinan entre 5 y 12 miembros- están conformados por 
niños, niñas y adolescentes de ambos sexos y, en algunos casos, exclusivamente por 
mujeres. Por la colaboración recíproca y las formas de “solidaridad” y de “generosidad” 
que prevalecen en estos “grupos de pares”, estas formas de organización y agrupación 
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social se identifican con la denominadas “tribus urbanas” que nacen básicamente sobre 
puntos de referencia territorial y como una repuesta individual, colectiva y simbólica 
frente al aislamiento individualista urbano y la frialdad de una sociedad tremendamente 
competitiva (Maselofi, 1990). 














Cuadro 19 
Grupos sociales en NASCs 
Perteneces a algún grupo N* NASCs 
Sí 35 
No 15 
Total 50 











Fuente: Boleta de Encuesta. 


A partir de la conformación de estas “tribus urbanas”, niñas y adolescentes en si- 
tuación de calle se dedican, entre otras cosas, a desarrollar actividades de sobrevivencia 
preferentemente disociales y, recientemente, a causar caos en medio de las moviliza- 
ciones sociales que convocan las organizaciones populares.* Tienen la noche y el caos 
como principales instrumentos para el ejercicio del poder y la violencia. Muchas de ellas 
se efectúan tatuajes como un medio de identificación y presentan “marcas corporales” 
autorrealizadas o realizadas en los enfrentamientos con otras personas y/o como una 
prueba de amor hacia algún enamorado. Al interior del grupo, practican el “sexo libre”, 
siendo en las mujeres frecuente el lesbianismo y en los varones, el homosexualismo. 

Según la categorización de UNICEF, una de las diferencias entre niños “de” y “en' 
la calle está vinculada con las lógicas de sobrevivencia. Los niños “en” la calle consideran 
a la calle como un espacio laboral y, en contraste, los niños “de” la calle la consideran 
como su principal compañera y las actividades laborales que puedan desarrollar son 
circunstanciales y, de ningún modo, permanentes. 


, 


22 


Al respecto, se sostiene que las jornadas de marzo y octubre integraron a los desempleados, menores 
en situación de calle, estudiantes, comerciantes y profesionales para luchar por una misma causa y una 
misma convicción. 
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Cuadro 20 
Actividad laboral en NASCs 





























Realizas algún trabajo N* NASCs 
Sí 3 
No 21 
A veces 26 
Total 50 
Fuente: Boleta de Encuesta. 


Si se separa a quienes no pueden desarrollar actividades laborales por impedimen- 
tos físicos o por la edad, se advierte que la mayoría de las niñas y adolescentes en situa- 
ción de calle se encuentra en condiciones físicas y mentales de desarrollar algún tipo 
de actividad laboral. Pese a ello y a pesar de los esfuerzos que algunas de ellas realizan 
para conseguir y/o permanecer en alguna actividad laboral, se nota que en este grupo 
poblacional no existen las suficientes oportunidades de trabajo, debido a que son cata- 
logadas como personas improductivas, bastante flojas o como un estorbo, un perjuicio 
o un peligro para las personas. 


...muchas de nosotras de verdad quisiéramos trabajar, pero no nos dejan, quién nos va a dar trabajo; 
a mí, por ejemplo, porque tengo esta “marca” la gente ya no me quiere recibir, desconfía mucho, 
entonces algo tenemos que hacer, si no, nos podemos morir de hambre; yo de una pensión su 
basura voy a botar en la mañanita y a los “changos” les vendo alcohol en botellitas, eso nomás hago 
para conseguir plata... 

(Entrevista personal. Adolescente en situación de calle, 2006) 


Los resultados informan que solamente 3 niñas y adolescentes en situación de ca- 
lle trabajan más o menos de manera permanente, 21 de ellas declaran que no desarrollan 
ningún tipo de actividad laboral y 26 efectúan trabajos esporádicos. La principal actividad 
laboral que realizan consiste en trasladar, hasta los contenedores de basura, deshechos 
sólidos de pensiones, bares, mercados y domicilios particulares de la zona. Aprovechan- 
do esta oportunidad “laboral”, seleccionan deshechos o restos de alimentos que puedan 
serles útiles para su ingreso, abrigo o alimentación. Otro “trabajo” que algunas de ellas 
realizan está vinculado con la comercialización entre sus propios compañeros de algunas 
substancias psicoactivas “al por menor” que pueden adquirir libremente en tiendas de 
abarrotes, como es el caso del alcohol, singani, thinner, clefa y gasolina. 
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Como cualquier persona, las niñas y adolescentes en situación de calle tienen la 
necesidad de disponer de dinero para conseguir lo necesario para su supervivencia. Ante 
la falta de oportunidad y/o de voluntad para desarrollar algún tipo de trabajo, la nece- 
sidad las obliga a aprovechar cualquier oportunidad que pueda ofrecer la calle y, sobre 
todo, a desarrollar actividades marginales y/o delincuenciales como la prostitución, la 
mendicidad, el robo y el “pildoreo”. Esto implica que, en algunas ocasiones, a través del 
desarrollo de estas actividades disociales, pueden alcanzar sumas elevadas de dinero y, 
en contraste, pueden pasar varios días sin lograr ningún tipo de ingreso económico. 

El desarrollo de estas actividades disociales de mayor “productividad” prácticamen- 
te las convierte en delincuentes sociales, pues frecuentemente se colocan de una mane- 
ra más próxima en la frontera del delito y, en muchas de ellas, esta cercanía con hechos 
delincuenciales resulta un hecho muy visible. Si bien no todas las niñas y adolescentes 
en situación de calle caen bajo esta categorización, la mayoría de ellas son infractoras del 
orden social establecido, pues, para poder sobrevivir, aprovechan cualquier oportunidad 
-por más ilícita que sea- para autogenerarse algún tipo de ingreso económico. Desde esta 
perspectiva, niñas y adolescentes en situación de calle no son “potenciales delincuentes” 
ni “criminales peligrosos”, sino más bien “necesitadas” que, frente a las agudas carencias 
materiales y la falta de una estructura de valores sociales compatibles, caen en conductas 
disociales y delictivas que transitan desde robos simples, pasando por la prostitución, 
hasta llegar a atracos premeditados y muy violentos. 

Los datos revelan que cotidianamente se vulneran los derechos de niñas y adoles- 
centes en situación de calle a la familia, la salud, la alimentación, la educación, el espar- 
cimiento, la protección y la seguridad; aún no se les reconoce su calidad de personas. 
Consideradas como una “lacra” de la sociedad e identificadas como potenciales agentes 
de la delincuencia, son objeto de diferentes manifestaciones de maltrato y de violencia. 


3.4. Maltrato y violencia sexual 

El concepto de violencia sexual es amplio y abarcativo; en el ámbito legal, se lo define 
como una serie de conductas que obligan a las personas, principalmente a las mujeres 
de toda edad, a la realización de actos sexuales sin su consentimiento ni deseo explícito 
y que se expresan en el acoso sexual, críticas al comportamiento sexual, comportamien- 
tos sexuales denigrantes, relaciones sexuales forzadas, tráfico sexual, explotación sexual 
comercial y otras formas de agresión con carácter sexual. En el nivel nacional, la Ley 1674 
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denominada Contra la Violencia en la Familia o Doméstica, en su Artículo 6%, define a la 
violencia sexual como toda conducta, amenaza o intimidación que afecte la integridad 
sexual o la autodeterminación sexual de la víctima. 

En función del ordenamiento jurídico vigente, las agresiones sexuales constituyen 
un delito que se efectúa mediante la coacción, la fuerza física, la intimidación psíquica, 
la extorsión, el chantaje, la presión afectiva u Otras amenazas físicas O psicológicas que 
atentan contra los derechos de las personas, especialmente los derechos sexuales y re- 
productivos (Plan de Violencia Sexual 2004 — 2008). Este delito, vinculado con el ejerci- 
cio del poder, es muy frecuente ante la incapacidad de respuesta por parte de la víctima 
por efecto de status social, género, edad, uso de estupefacientes, ebriedad, dependen- 
cia, pobreza, marginalidad o condición de discapacidad física o mental. Estos aspectos 
conceptuales denotan que cualquier manifestación de violencia sexual está transversa- 
lizada por múltiples y complejas relaciones de poder que coexisten en determinados 
contextos en los cuales determinadas personas ejercen poder sobre otras. Es decir, la 
violencia sexual, al no estar “consentida”, implica el ejercicio del poder a través del cual 
el más “fuerte” agrede al más “débil”, vulnerando los derechos sexuales de la víctima. 

Las agresiones sexuales se constituyen en una constante histórica y en un proble- 
ma universal que daña a las personas, la familia y la sociedad. A pesar de ello, solamente 
a partir de la década de los 90's, debido a su acelerado incremento, magnitud, dramatis- 
mo, consecuencias e invisibilidad, los organismos internacionales la enfrentan y definen 
como un grave problema de salud pública y de justicia social (Plan de Violencia Sexual 
2004 — 2008). En esta directriz analítica, se acepta que la violencia sexual no es sólo un 
hecho individual explicable por la patología, el desvío o la marginalidad de ciertos indi- 
viduos, sino que está profundamente enraizada en las relaciones de dominación entre 
varones y mujeres. (Bonasso y Forselledo, 2003). Es decir, la violencia sexual es una 
expresión más de las relaciones asimétricas de poder históricamente existentes entre 
hombres y mujeres a través de situaciones muy particulares que transitan desde situacio- 
nes públicas y visibles hasta las que tienen una manifestación solapada y maquillada. 


2 Sesostiene que la violencia hacia la mujer parte de dos dimensiones: la ideología/cultural y la familiar/ 


personal. Esta última es consecuencia de la primera y existe entre ambas una interacción permanente 
donde una alimenta a la otra, lo cual posibilita su reproducción social dentro lo comunitario, social y 
político, espacios donde se construyen los significados colectivos. 
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Este tipo de maltrato basado en inequidades de género es más frecuente de lo que 
las personas creen, pues los medios de comunicación sólo difunden lo que registran las 
estadísticas “oficiales” de organizaciones no gubernamentales y gubernamentales. Pese a 
esta realidad, la violencia sexual está sometida a una serie de imaginarios estereotipados 
que plantean que solamente es cometida “por extraños” o “por desconocidos”, “por 
hombres pobres, miserables, perversos, locos o sin cargos de autoridad” y que sola- 
mente “sucede en la noche, en sitios ajenos y públicos” (UNFPA, 2005). En contraste, 
la realidad empírica evidencia que las agresiones sexuales se llevan a cabo de manera 
mucho más frecuente por “personas conocidas confiables y aparentemente normales” y 
en ámbitos supuestamente “muy seguros”, como ser el hogar, la escuela y el trabajo. 

En función de los contextos, las circunstancias, las víctimas y los victimarios, se 
establece la siguiente tipología en torno al maltrato sexual: violencia sexual en el hogar, 
la escuela, el trabajo y la calle; agresiones sexuales a mujeres adolescentes, a personas 
y mujeres adultas, violencia sexual marital o conyugal, violencia incestuosa y violencia 
sexual en contra de niños, niñas y adolescentes y, por último, también se habla de vio- 
lencia sexual por parte de un familiar o conocido o un extraño o desconocido. 

La violencia sexual es una problemática muy compleja por su dimensionalidad y, 
cuando está dirigida a niñas y adolescentes, se constituye en la expresión más dramática 
de los vínculos de poder que se establecen con los adultos. En el caso de niños, niñas 
y adolescentes en situación de riesgo y de alto riesgo, este dramatismo se profundiza 
hasta llegar a situaciones verdaderamente peligrosas, alarmantes y aberrantes. Según 
resultados de la encuesta, la gran mayoría, por no decir la totalidad, de las niñas y ado- 
lescentes en situación de calle que conforman las unidades de análisis ha sido víctima de 
la violencia y el maltrato sexual en cualquiera de sus dimensiones y sus manifestaciones 
identificadas. 

















Cuadro 21 
Violencia sexual en NASCs 
Sufres violencia sexual N* NASCs 
Sí 48 
No 1 
No responde 1 
Total 50 














Fuente: Boleta de Encuesta. 
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La violencia sexual en contra de niñas y adolescentes en situación de calle adopta 
múltiples formas en la subcultura de la calle y resulta dificultoso establecer con exacti- 
tud todas sus dimensiones que engloban desde conductas aparentemente insignifican- 
tes, transitando por actos humillantes y denigrantes, hasta llegar en casos extremos a la 
muerte de la víctima. Debido a esta complejidad, en el análisis de la violencia sexual en 
contra de niñas y adolescentes en situación de calle solamente se contemplan tres prin- 
cipales formas de agresión sexual: el acoso sexual, las violaciones y la prostitución. 


8.5. Acoso sexual, violaciones y prostitución 

Una de las manifestaciones de la violencia sexual considerada como la más extendida e 
invisibilizada es el acoso sexual, que supone un comportamiento o requerimiento físico, 
gestual o verbal deliberado, de naturaleza sexual, no deseada por quien lo recibe.” Esta 
forma de agresión sexual, algunas veces, se presenta de manera implícita y, otras, de 
modo explícito y sugiere la prestación de favores sexuales bajo dos dimensiones: una 
serie de beneficios o, en su defecto, una serie de castigos (Giddens, 1994: 222). Las 
causas de este tipo de agresión sexual están vinculadas con la producción de imaginarios 
y prácticas machistas que prevalecen en la estructura social y que se reproducen en el 
ámbito de la subcultura de la calle, En este sentido, el acoso sexual que cotidianamente 
hostiga a niñas y adolescentes en situación de calle lleva implícita la concepción patriar- 
cal reforzada por los principales agentes de socialización de que la mujer, cualquiera sea 
su edad y su condición social, constituye solamente un “objeto sexual” y/o “objeto de 
placer” que no posee derechos sobre su propio cuerpo. 

La gran mayoría de las niñas y adolescentes callejeras declara que ha sido y/o que 
es cotidianamente sometida a chantajes, presiones e insinuaciones sexuales, principal- 
mente en el ámbito del hogar, de la calle y de otros espacios públicos. Según informa- 
ción testimonial de algunas niñas y adolescentes callejeras, este tipo de abuso sexual 
se ha inaugurado en el contexto familiar por parte de los propios padres, padrastros y 
familiares próximos, como ser tíos, primos y cuñados, a través de insinuaciones prin- 


4 Elacoso es una práctica prohibida, tipificada como un chantaje, resultado de una relación asimétrica 
de poder y provoca efectos psicológicos negativos, como depresión, angustia, sentimientos de culpa, 
miedo y tensión en las víctimas. 
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cipalmente para hacerse tocar o tocar contra su voluntad los órganos sexuales de su 
agresor. Uno de los casos más recurrentes es el de la niña y adolescente acosada por 
su propio padre o padrastro que, a menudo, se halla bajo lo efectos del alcohol y que, 
mediante una serie de amenazas, logra acceder a todo tipo de manoseos sexuales. Como 
común denominador, en este y en otros casos explícitos de acoso sexual, no han existido 
denuncias “formales” por temor a las posibles represalias familiares. En los casos en los 
cuales las niñas han comunicado estas manifestaciones de abuso sexual a sus madres y/o 
a sus familiares próximos, han prevalecido dos caminos, Por un lado, no ha existido el 
valor y/o la voluntad de la denuncia pública y, por otro lado, no ha existido la suficiente 
credibilidad a las víctimas. 


...mi papá, cada vez que llegaba borracho, me molestaba, me metía “mano”, yo callada nomás sé 
quedarme, una vez le he avisado a mi mamá y a mi nomás me ha reñido, “no vas a estar hablando 
sonseras”, me ha dicho; una vez que mi papá ha llegado borracho, mi pantalón me ha querido bajar 
y desde esa vez tengo miedo estar en mi casa... 

(Entrevista personal. Adolescente en situación de calle, 2006) 


Según testimonios recogidos, si bien casi todas las acusaciones de las niñas y ado- 
lescentes en contra de sus “hostigadores familiares” eran verdaderas, no se proporcio- 
naba la suficiente credibilidad y el apoyo necesario -en particular, de las propias ma- 
dres- para que las niñas restablezcan la confianza en los adultos familiares. Más aún: en 
algunos casos, se les pedía que guarden “secreto” sobre estas “cosas” y, en otros casos, se 
les inculcaba la idea de que si hablaban con alguien de estas “cosas”, algo malo sucedería 
en el entorno familiar. Es precisamente esta falta de credibilidad a los niños y la carencia 
de una cultura de la denuncia la antesala de futuros ataques incestuosos. 

En el contexto de la calle, el acoso sexual es más común por parte de los propios 
compañeros de infortunio y de las personas adultas que detentan ciertas relaciones de 
poder, como es el caso de los policías y de los transeúntes adultos. En este marco de 
insinuaciones, hostigamientos y tocamientos sexuales, los casos más frecuentes de hos- 
tigamiento sexual tienen como principales actores a los propios compañeros de infor- 
tunio, quienes utilizan la amenaza y la violencia contra niñas y adolescentes en situación 
de calle que no aceptan “voluntariamente a la fuerza” conversaciones, gestos, manoseos 
y acercamientos físicos sexuales. Por lo general, la persistencia de estas insinuaciones 
sexuales culmina en relaciones sexuales voluntarias e involuntarias. 
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...el Alberto mucho me molesta, me sigue, me dice que si no voy a “estar” con él, se va a tomar o se va 
a matar, no sé qué hacer; por eso, a veces de la Q “antuta no quiero ni salir a las calles, porque “ahí” 
mucho molestan te persiguen, en la noche es peor, te quieren agarrar nomás... 

(Entrevista personal. Adolescente en situación de calle, 2006) 


En el caso de los policías, las niñas y adolescentes en situación de calle son some- 
tidas al acoso sexual a través del chantaje, la presión y el abuso de autoridad. Las realida- 
des descritas por las víctimas revelan que, lamentablemente, la labor policial no se halla 
en función de acciones de protección efectiva contra conductas que ponen en peligro 
y/o atentan contra la dignidad de niñas y adolescentes callejeras. Paradójicamente, en el 
accionar policial se advierten más sombras que luces, pues es un hecho bastante conoci- 
do y silencioso que en el ejercicio de la labor policial, particularmente de los policías de 
baja graduación, las niñas y las adolescentes callejeras son sometidas a hostigamientos y 
tocamientos sexuales, hasta llegar, en algunos casos, al abuso sexual, bajo el pretexto de 
la criminalización y la privación de la libertad ambulatoria. 

El acoso sexual que responde a jerarquías absolutas donde las relaciones de po- 
der son fácticas y simbólicas se constituye en una expresión más de la situación de las 
relaciones sociales de subordinación, discriminación y marginalidad que cotidianamente 
hostiga a las niñas y adolescentes en situación de abandono y de alto riesgo. Lamenta- 
blemente, en la mayoría de los casos, este inicial acoso sexual, al no ser oportunamente 
denunciado y sancionado, culmina en violaciones y embarazos no deseados. 

Las violaciones sexuales implican una forma de violencia bajo la cual el “sexo” 
es utilizado como un “arma” en contra de la persona de quien se abusa sexualmente 
(Ronzón, 2006). Tienen como principales víctimas a mujeres jóvenes y, como acto de 
agresión, de abuso y de ejercicio del poder del más “fuerte” sobre el más “débil”, es una 
realidad muy frecuente y muy “difícil” de denunciar y registrar. Si bien las violaciones 
sexuales hacen visible un sistema patriarcal/machista de dominación, existen una serie 
de mecanismos socioculturales y socioeconómicos que posibilitan justificarla, legitimar- 
la y darle un consentimiento silencioso. Por ello, no resulta una casualidad que esta for- 
ma de maltrato en contra de las mujeres sea perpetuada, vista como esporádica y como 
producto de situaciones individuales, de tal modo que las condiciones que la propician 
permanecen aún ocultas (Ramos et al, 2000). 
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Cuadro 22 
Violaciones sexuales en NASCs 





























Sufrió violación sexual N* NASCs 
Sí 29 
No 17 
No responde 4 
Total 50 
Fuente: Boleta de Encuesta. 


De las 50 niñas y adolescentes en situación de calle encuestadas, casi más de la 
mitad señalaron que, al menos alguna vez, habían sido violadas, es decir, habían sido 
forzadas a tener relaciones sexuales en contra de su voluntad, 17 declararon no haber 
sido víctimas de violaciones y 4se abstuvieron de responder. De las niñas y adolescentes 
en situación de calle que han sido violadas, la mayoría declara haber sido víctima de este 
tipo de agresión sexual antes de su incorporación a la subcultura de calle, principalmente 
por personas conocidas en quienes ellas confiaban y de quienes esperaban protección, 
como es el caso de los padres, los padrastros y los familiares más próximos. 

Según información testimonial, en este tipo de agresión sexual han existido dife- 
rentes niveles del ejercicio del poder que han transitado desde el sutil abuso de confian- 
za, pasando por ciertos niveles de agresividad violenta, hasta situaciones que constituyen 
verdaderas aberraciones, que, por su irracionalidad, se infiere que han sido provocadas 
por “mentes retorcidas y carentes de sentido común” que no dimensionan el daño físico 
y moral que han causado y que no les importan los efectos negativos de tales actos de vio- 
lencia sexual. La mayoría, por no decir la totalidad, de estas agresiones sexuales, al haber 
sido realizada por miembros de la familia y al haber ocurrido en el contexto familiar, ha 
sido invisibilizada por la “privacidad familiar”, llegando a favorecer al encubrimiento y la 
impunidad de estos delitos, en algunos casos, incestuosos (Ramos et al, 2000). 

Algunas niñas y adolescentes revelan que fueron atrapadas entre el afecto y la 
lealtad hacia sus victimarios; otras, que fueron sometidas por la violencia y el poder que 
ejercían sus agresores y que, independientemente de las formas de agresión sexual, no 
pudieron romper y/o denunciar esta violencia por temor a severos conflictos familia- 
res en términos de disgregación familiar. Así, se produce y reproduce un estereotipo 
machista que asocia a los hombres con el poder y a las mujeres con la sumisión y que 
reafirma en la sociedad la aceptación de la supremacía masculina y la opresión sexual. 
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Cuadro 23 
Ámbito de las violaciones en NASCs 




















Espacio donde se realizó por primera vez N* NASCs 
Hogar 16 
Calle 13 
Instituciones 0 
Trabajo 0 
Total 29 











Fuente: Boleta de Encuesta. 


En la mayoría de los casos, estas agresiones sexuales han causado y/o están cau- 
sando en niñas y adolescentes en situación de calle una serie de traumas y perturbacio- 
nes psíquicas que resultarían irreparables al no existir una evaluación y un tratamiento 
profesional especializado en torno a estas heridas emocionales ocultas, que usualmente 
provocan sentimientos de depresión, culpabilidad y/o de castigo recibido por algo malo 
que ellas hicieron. Pues, como se nota a través de los testimonios, el agresor general- 
mente manipula su edad, su posición y su experiencia para hacer creer a la víctima que 
lo que han hecho “es su culpa”, “un acto de amor”, “un pacto de fidelidad”, “una prueba 
de amistad” y no un acto de violencia y de ejercicio del poder. 

En esta forma de agresión sexual, las más perjudicadas resultan ser aquellas niñas y 
adolescentes que han sido violadas por sus propios padres, pues el daño moral causado, 
en muchos casos, es irreversible. En efecto, en función de los testimonios de algunas 
niñas y adolescentes que han sido víctimas de incesto, se nota que se han convertido en 
personas traumadas, agresivas, violentas y rencorosas hacia el sexo opuesto y que han 
adquirido una perspectiva anormal del placer sexual y la sexualidad. También, en muchas 
de estas violaciones aparece la figura del padrastro, quien, a falta del padre, asume este 
rol paterno y no necesariamente de la manera más responsable, pues, en algunos casos, 
es quien abusa física, psicológica y sexualmente a sus hijastras. 


...2 mí me ha violado mi papá en el campo, cuando tenía nueve años; después aquí, en El Alto, tam- 
bién me han abusado mis primos, por eso les tengo miedo y bronca a los hombres; a mi papá no 
quiero verlo porque por su culpa estoy así, tengo relaciones con otros “amigos”, pero no me gusta, 
lo hago por “obligación” y por “plata” y creo que no me voy a casar nunca, pues por ahí mi marido 
también le abusa a mi hija... 

(Entrevista personal. Adolescente en situación de calle, 2006) 
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Según declaraciones de algunas niñas, las confesiones de estas agresiones sexuales 
ubicaron a sus madres en una situación de elegir entre el “apoyo” de su compañero o la 
“compañía” de sus hijas. Son muy pocas las madres que han tenido la fortaleza de revelar 
las acciones del agresor y, lamentablemente, la mayoría decide por la pareja, provocando 
la permisibilidad de los abusos sexuales y, en algunos casos, la salida del hogar por parte 
de las víctimas o posibles víctimas de la violencia sexual. 

Como bien lo señala Claudia Vásquez, Directora de la Unidad de Género y Gestión 
Social de la Alcaldía de El Alto, en estos casos de silencio cómplice, el problema radica 
en la visión que tiene la mujer —particularmente la andina- sobre el rol del varón y de la 
mujer. Este imaginario determina una mujer de muy baja autoestima y muy dependiente 
emocional y económicamente que, a pesar del maltrato y la violencia, quiere seguir al 
lado del esposo o del concubino postergando sus propias aspiraciones y, principalmen- 
te, las de las hijas menores. Es precisamente este fundamento patriarcal que determina 
la organización y el funcionamiento de la familia el que impone un conjunto de normas 
y reglas opresivas y discriminatorias que permiten y legitiman situaciones de abuso y 
maltrato en contra de la mujer y los hijos. 

















Cuadro 24 
Principal victimario de la primera violación en NASCs 
Principal victimario N* NASCs 
Familiares 9 
Padre if 
Policías 7 
Amigos 6 
Total 29 














Fuente: Boleta de Encuesta. 


En el contexto del espacio público de la calle, las violaciones sexuales también se 
constituyen en un común denominador en niñas y adolescentes en situación de calle y 
estas agresiones sexuales son efectuadas por personas adultas desconocidas y, princi- 
palmente, por los propios compañeros de infortunio. En ambos casos, las violaciones 
sexuales representan el ejercicio del poder en términos fácticos y simbólicos, pues niñas 
y adolescentes callejeras son agredidas sexualmente por victimarios que las obligan -bajo 
coerción física y/o psicológica- a aceptar relaciones sexuales circunstanciales (DNI, 1997: 
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44). En la mayoría, de los casos, los violadores, para lograr sus propósitos, inducen a 
niñas y adolescentes a consumir alcohol o algún tipo de estupefacientes. Es el caso de 
las agresiones sexuales por parte de los propios compañeros de calle que tienen como 
antecedente inmediato el consumo excesivo de bebidas alcohólicas y de inhalantes. Por 
ello, no es casual que la mayoría de niñas y adolescentes callejeras declare haber sido 
víctima de una agresión sexual en estado de ebriedad y/o bajo los efectos de alguna de 
estas drogas. 

En el contexto conflictivo y peligroso de la calle, el saber rechazar, el saber de- 
cir no, el saber cuidarse por parte de las víctimas no resulta suficiente, pues -como se 
pudo percibir- estas violaciones, al margen del acceso carnal, responden básicamente a 
significados y experiencias dominantes respecto del hombre hacia la mujer al interior 
del “grupo”, “pandilla” o “tribu urbana”. En efecto, las violaciones resultarían ser una 
exaltación de la masculinidad que ubica a las mujeres como objetos de vanidad, de pro- 
piedad sexual y de constante disputa entre los miembros del grupo o de otros grupos. 
Esta desigualdad entre sexos trae como consecuencia que la convivencia en el “grupo” 
origine relaciones de exclusión en el comportamiento femenino y de exclusividad en el 
comportamiento masculino; así, no es extraño que, en algunos casos, la mujeres tengan 
solamente un valor de uso y de cambio (Encinas, 1994). 

Otra manifestación denigrante e inhumana de la violencia sexual en niñas y ado- 
lescentes en situación de calle es la violencia sexual comercial.4 Según el ordenamiento 
jurídico vigente, este tipo de “comportamiento sexual desviado” está penado cuando es 
realizado por menores de edad y no así por mujeres adultas. A pesar de esta prohibición 
legal, se advierte cierta permisividad en torno a la prostitución infantil, en particular de 
niñas y adolescentes en situación de alto riesgo. Por ello, no es casual encontrar en las 
denominadas “zonas rojas” de la ciudad de El Alto la presencia cada vez más numerosa 
de mujeres cada vez más jóvenes y más pobres que se dedican a la prostitución de ma- 
nera permanente o esporádica. 


3 En la ciudad de El Alto, el ejercicio de la prostitución es casi libre, no existen mayores restricciones, 
pues, ante la indiferencia social y la falta de control, a diario se prostituyen mujeres adultas, jóvenes y 
niñas en calles, avenidas, parques, plazas, bares, cantinas, pensiones y hoteles de esta joven ciudad. 
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Cuadro 25 
Prostitución infantil en NASCs 














Te dedicas a la prostitución N* NASCs 
Si 11 
No 39 
Total 50 














Fuente: Boleta de Encuesta. 


Si bien solamente dos niñas y nueve adolescentes encuestadas afirman que espo- 
rádica O permanentemente son víctimas de “la violencia sexual comercial”, puede infe- 
rirse que es mayor la cantidad de niñas y adolescentes que han convertido el ejercicio 
de la prostitución en su principal medio de subsistencia. Con el propósito de conocer 
más objetivamente el número de niñas y adolescentes víctimas de la violencia sexual co- 
mercial, se interrogó a las encuestadas si tenían cierto conocimiento de algunas “amigas” 
que se dedicaban a la prostitución, 28 respondieron afirmativamente. Esta información 
conduce a sostener que la prostitución infantil prematura, lamentablemente, es un mal 
social muy extendido e inherente a niñas y adolescentes en situación de calle. 


























Cuadro 26 
Conocimiento de alguna amiga que se prostituye 
Sabes de amigas prostitutas N* NASCs 

Si 28 
No 21 
No responde 1 

Total 50 

Fuente: Boleta de Encuesta. 





La mayoría de estas niñas y adolescentes en situación de calle ha caído en la pros- 
titución después de transitar por una serie de experiencias traumáticas, como ser el 


Varias organizaciones no gubernamentales han constatado que son cada vez más las niñas y adoles- 
centes que se dedican a la prostitución en la ciudad de El Alto. Asimismo, que en estas víctimas de la 
explotación sexual, existe un patrón común: ausencia de protección, falta de lazos familiares y carencia 
de oportunidades, factores que hacen de estas niñas y adolescentes víctimas ideales y potenciales de la 
prostitución. 
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hambre, el maltrato, el incesto, la violación y la marginalidad. Determinada por esta cru- 
da realidad y por la necesidad de sobrevivir, ya sea por cuenta propia o por encargo de 
otras personas, las niñas y adolescentes callejeras que se dedican prematuramente a la 
prostitución son también víctimas de la violencia sexual, pues, con serias limitaciones 
físicas y psicológicas, se ven obligadas a desarrollar esta actividad en un contexto que 
tiene múltiples matices bastante peligrosos. 

Estas niñas y adolescentes en situación de calle que se dedican a esta actividad 
sexual ilícita operan bajo distintas modalidades; algunas de ellas tienden a concentrarse 
en el “reloj de La Ceja”, el “Barrio Chino” y la denominada “Calle del Pecado”, que se 
encuentra a unas cinco cuadras más abajo de La Ceja. En cambio, otras tienden a rondar 
calles, centros nocturnos, discotecas, bares y cantinas en busca de potenciales clientes 
y, finalmente, existen Otras que ofrecen sus servicios sexuales a los propios compañeros 
en situación de calle o personas adultas que también sobreviven en las calles. Muchas 
de ellas sostienen que la oferta sexual se ha diversificado y que deben competir en si- 
tuaciones de amplia desventaja en relación con otras trabajadoras sexuales. Es más aún: 
a diferencia de otras niñas adolescentes, que son muy “cotizadas” en los lenocinios, se 
reconocen como las más “baratas” del mercado sexual, ya que “por unas cuantas lucas” 
y, en algunos casos, sólo por un trago y un plato de comida, venden su cuerpo a quién 
sea y dónde sea”. Además de percibir miserables sumas económicas por sus “servicios 
sexuales”, la mayoría de las veces se ven obligadas a realizar relaciones sexuales aberran- 
tes, siendo golpeadas y maltratadas por los eventuales clientes. Según el testimonio de 
quienes “hacen pieza”, en la mayoría de los casos, los “clientes”, por el hecho de haberlas 
pagado, piensan que pueden hacer cualquier cosa con ellas y, al ser rechazados, recurren 
al maltrato físico hasta llegar a situaciones extremas y dramáticas. 


...2 veces, cuando hacemos “pieza”, bien peligroso es, especialmente los días viernes, borrachos 
vienen y atenidos a su plata y borrachera, “todo” nos quieren hacer, “por “atrás” haremos”, dicen; 
sus manos nos meten hasta lastimarnos, y lo peor, a veces, ni siquiera nos pagan, “me han querido 
robar” diciendo, se escapan sin pagar... 

(Entrevista personal. Adolescente en situación de calle, 2006) 


27 Un reciente estudio realizado por la UMSA ha establecido que hay mujeres prostitutas que hacen el 
amor por 50 centavos. Se explica que se trata de alcohólicas y que generalmente están acompañadas de 
mendigos, drogadictos, cleferos e individuos que sobreviven en las calles y que, a cambio de centavos, 
venden su cuerpo para poder mantener su vicio. 
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Al margen de estos vejámenes, estas niñas y adolescentes en situación de calle que 
se desempeñan como trabajadoras sexuales se hallan sometidas al maltrato y la extorsión 
por parte de algunos funcionarios policiales y municipales, quienes, bajo el justificativo 
de que están desarrollando actividades ilícitas, frecuentemente también incurren en el 
abuso y el maltrato sexual. Por si la realidad descrita fuera poco, algunas de ellas ejercen 
la prostitución en contra de su propia voluntad, con el propósito de satisfacer intereses 
económicos de sus compañeros o sus convivientes, pues ellos son quienes las obligan al 
ejercicio de esta actividad ilícita y son los principales beneficiarios de los ingresos econó- 
micos. Como en todos los casos de agresión sexual, el proxenetismo no es denunciado, 
sino más bien encubierto, incluso por las propias víctimas. De vez en cuando, salen a 
luz estos casos como resultado de operativos policiales y/o municipales, en los cuales 
también interviene el personal de Defensorías y Servicios Legales Integrales. Sin embar- 
go, a pesar de su carácter delictivo, tampoco existen arrestos y sanciones; simplemente, 
existen amonestaciones leves que favorecen la reincidencia. 


...he trabajado como prostituta en la “doce”, tenía varios clientes, la dueña nos daba cuartos y nos 
explicaba cómo atender a los hombres, el pago era muy poco, casi menos de la mitad, pero a otras 
chicas menos siempre les pagaban y a otras dicen que comida nomás le daban, “inexpertas son”, les 
decían... 

(Entrevista personal. Adolescente en situación de calle, 2006) 


El imaginario más o menos generalizado de que el ejercicio de la prostitución está 
asociado estrechamente con actos delincuenciales no está muy alejado de la realidad, 
en la medida de que, en ciertas oportunidades y de acuerdo a las circunstancias, se 
constituye en una estrategia para consumar robos a través del denominado “pildoreo”. 
Según relatos de algunas niñas y adolescentes callejeras “pildoritas”, después de recorrer 
cantinas, prostíbulos y alojamientos, encuentran algún “cliente” con quien inicialmente 
consumen bebidas alcohólicas para luego irse a los “cuartitos” o “hacer pieza” donde le 
administran una “pastillita adormecedora” que les permite apoderarse de dinero, celu- 
lares, billeteras, relojes y, en algunos casos, hasta de la ropa del “cliente”. Estas niñas y 
adolescentes “pildoritas” sostienen que, “gracias a Dios” o “por giles”, sus víctimas no 
las denuncian por temor a que sus esposas, familiares o amigos se enteren de esta “si- 
tuación vergonzosa”. 
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Con relación a los principales agentes de la violencia sexual, se ha comprobado 
que, en su mayoría, se trata de “personas conocidas”, sobre las cuales, paradójicamente, 
las niñas y las adolescentes -por naturaleza- deberían depositar cierta confianza. General- 
mente, estos agresores suelen apoyarse en la complicidad de otros adultos, en el temor 
de las víctimas para denunciar y en la falsa creencia de que las niñas han provocado 
deliberadamente la agresión sexual (Bonasso y Forselledo, 2003). En una gradación cua- 
litativa, los principales agresores resultan ser los policías, los compañeros de la calle, los 
padres, los familiares y los clientes, quienes han aprovechado las relaciones “afectivas” 
y/o “autoritarias” con sus víctimas para establecer relaciones de poder y de manipulación 
que han posibilitado intimidarlas, manipularlas, someterlas y abusarlas sexualmente. 

En el contexto de la calle, paradójicamente, los policías, quienes tienen la misión y 
la función de defender y promover los derechos de los niños, son los que ofrecen menos 
confianza y son los principales agentes que generan situaciones de riesgo sexual a través 
de una serie de extorsiones, chantajes y persecuciones sobre niñas y adolescentes en 
situación de alto riesgo que supuestamente deben proteger. De la información testimo- 
nial, se desprende que la labor policial es fuertemente selectiva y tiende a estigmatizar 
y criminalizar a las niñas y adolescentes en situación de calle, las ven como potenciales 
delincuentes y/o sospechosas de ser infractoras de la ley y tienen una visión de la justicia 
solamente cuando las ven como imputadas pasivas de algún delito y la tornan inaccesible 
cuando las niñas y adolescentes callejeras intentan reclamar sus derechos. A nombre 
del orden y el control social, los policías las castigan, las ponen en orden y las socializan 
como categoría marginal y subordinada. 

La violencia sexual por parte de los compañeros se explica porque los integrantes 
de los grupos en situación de calle convierten el ámbito social de la calle en un espacio 
represor que canaliza y desarrolla conductas violentas hacia los más débiles.? Si se asu- 
me el hecho de que “se aprende y se hace lo que se ve hacer”, se diría que estos jóvenes 
agresores internalizan y reproducen los roles “tradicionales” de “pasividad y sumisión” 
por parte de las mujeres y de “dominación, agresividad e iniciativa” por parte de los 
hombres durante el desarrollo de actividades sexuales (Bonasso y Forselledo, 2003). 


2% Conviene aclarar que, en la subcultura de la calle, tanto niñas y adolescentes como los niños y adoles- 
centes son víctimas del abuso sexual. 
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En los casos en los cuales los principales victimarios son los padres y los fami- 
liares, se ha cometido el delito de incesto, que constituye una forma de transgresión 
sexual prohibida en la mayoría de las sociedades por cuestiones legales, morales, éticas 
y culturales, pero que se llega a constituir casi en un denominador común en niñas y 
adolescentes en situación de riesgo y de alto riesgo.” En efecto, se ha evidenciado que, 
a pesar del ordenamiento jurídico y de la creencia de que el incesto puede provocar 
anomalías físicas y psicológicas, las relaciones sexuales forzadas entre parientes próxi- 
mos es un hecho constante e indiscutible, siendo los principales factores precipitantes, 
al margen de la personalidad distorsionada del agresor, la extrema vulnerabilidad de la 
víctima, la edad, el abandono, el machismo, el alcoholismo, la pobreza, la ignorancia y la 
cultura del silencio. 

Otro principal agente del maltrato sexual es la persona que demanda de niñas y 
adolescentes callejeras relaciones sexuales remuneradas, pues este “empleador” muchas 
veces abusa, maltrata y obliga a niñas y adolescentes a consumir alcohol y/o drogas y a 
efectuar actos sexuales aberrantes. Declaraciones de algunas adolescentes prostitutas 
confirman que, muchas veces, fueron obligadas a actos sexuales humillantes y dañinos 
para su edad, como ser el sexo oral y/o anal, la penetración con objetos y otras prácticas 
sexuales sumamente violentas y peligrosas. En función de los testimonios obtenidos, se 
infiere que algunos “clientes” ven a estas niñas como simples objetos sexuales accesibles 
y disponibles que pueden “satisfacer a bajo costo” sus más bajos instintos libidinosos sin 
el temor de ser rechazados ni denunciados. Lamentablemente, las niñas y adolescentes 
que se han visto obligadas a realizar estos actos sexuales aberrantes no tienen una com- 
prensión cabal del daño que se está causando a la sexualidad y el impacto negativo que 
pueden provocar estas relaciones sexuales traumáticas en su actual y futura salud sexual 
y mental. 


2 En la mayoría de las sociedades está prohibida la relación sexual entre madre e hijo, padre e hija y her- 


mana y hermano. Sin embargo, en el Imperio incaico se permitía a los miembros de la realeza casarse 
con sus hermanos O hermanas para preservar la descendencia real. 
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Cuadro 27 
Principales medios de intimidación 
































Medio de intimidación N?* NASCs 
Fuerza física 12 
Chantaje 12 
Amenaza 4 
Ninguna 1 
Otros 21 
Total 50 
Fuente: Boleta de Encuesta. 


En el accionar de los victimarios, los niveles de agresividad varían y oscilan desde la 
seducción coercitiva hasta violentos ataques sexuales donde el uso de la fuerza reduce a 
la víctima a condiciones de inferioridad para imponer involuntariamente un acto sexual 
que lamentablemente no se denuncia ni se sanciona. Por ello, estas agresiones sexuales 
constituyen una práctica generalizada, cotidiana e invisibilizada que se desarrolla en fun- 
ción de distintos lugares, momentos y actores sociales sobre la base de una realidad sub- 
jetiva y objetiva completamente adversa. En la dimensión subjetiva, se hallan construccio- 
nes e imaginarios vinculados con el machismo, el autoritarismo y el ejercicio del poder y, 
en la dimensión objetiva, se encuentran situaciones de extrema vulnerabilidad en niñas y 
adolescentes en situación de calle al interior del hogar y la subcultura de la calle. 

En función de ambas dimensiones, las agresiones sexuales que sufren niñas y ado- 
lescentes en situación de calle, tanto en ámbitos públicos como privados, resultan ser 
una práctica normal, natural e inherente a la vida cotidiana que llevan. Por ello, consul- 
tadas si han hablado con alguien acerca de estas agresiones sexuales, si han solicitado 
ayuda o sin han presentado alguna denuncia legal, la respuesta siempre es negativa y 
acompañada de la interrogante “para qué, si nada ni nadie nos ayuda”. Según explican, 
esta negativa o duda respecto a la posibilidad de denunciar o no la agresión sexual que 
han sufrido está en función del imaginario de que no existe “nada ni nadie” que pueda 
reparar el daño que les han infringido. Estas realidades favorecen a que las agresiones 
sexuales en contra de niñas y adolescentes en situación de calle se presenten en forma 
cíclica, recurrente y reincidente. 


..cuando yo tenía nueve años, un día mi primo borracho me ha abusado, yo bien harto lo quería, 
pero desde ese día ha muerto para mí; cuando he sido más grande, le he avisado a mi tía, no me ha 
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creído, “a tu papá le voy a decir”, sólo me ha dicho, “cómo vas a mentir”; desde entonces, a nadie le 
cuento lo que me han hecho, qué pueden hacer, nada; además, otra vez en la calle, el otro día me 
han abusado. .. 

(Entrevista personal. Adolescente en situación de calle, 2006) 


Estableciendo una relación entre victimario, víctima, espacio, sexo y edad, los da- 
tos obtenidos a través de niñas y adolescentes en situación de calle confirman tendencias 
regionales y nacionales que señalan que las violaciones sexuales en niñas y adolescentes 
son cometidas principalmente por conocidos o miembros de la familia y que el abuso 
sexual es más frecuente entre los 5 y 9 años de edad. Asimismo, se confirma que las 
relaciones incestuosas suelen llevarse a cabo durante prolongados periodos y, debido a 
que los victimarios no son denunciados ni sancionados, cada vez se vuelve más grave y 
frecuente e, inclusive, llega a culminar con el embarazo incestuoso. De estas puntualiza- 
ciones, se desprende que el hogar y los familiares son los espacios y los victimarios que 
implican mayor riesgo para las mujeres más jóvenes, en particular para aquéllas que se 
encuentran en situación de amplia desventaja. 

Las realidades descritas revelan que niñas y adolescentes callejeras no parecen 
tener un espacio seguro alguno para su integridad sexual, pues las agresiones sexuales 
que impiden una verdadera libertad sexual han ocurrido y/o ocurren tanto en el ámbito 
familiar de origen como en el espacio público de la calle. Con estas agresiones sexuales 
se vulnera la seguridad e integridad que por naturaleza debería corresponderles y que 
no son sólo graves en relación con el daño físico, sino principalmente en relación con 
el daño psicológico, pues, en muchas de ellas, la desolación, la inseguridad, el miedo y 
los traumas se profundizan en la medida que van desarrollando física y mentalmente, 
afectando y comprometiendo su autoestima, su desarrollo y su salud sexual y mental 
(Bernal, 2005). 
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CAPÍTULO CUATRO 
Experiencias y significados: 
sexualidad precoz 


4.1. Sexo, sexualidad y derechos sexuales 

Para abordar este acápite, que hace referencia a experiencias y significados que producen 
y reproducen niñas y adolescentes en situación de calle en torno al sexo, la sexualidad y 
la violencia sexual, es necesario establecer ciertas precisiones teóricas conceptuales en 
relación con las variables involucradas. 

Experiencias y significados como construcciones individuales y colectivas están 
fuertemente vinculados con conocimientos, actitudes y prácticas. Bajo esta directriz ana- 
lítica, los conocimientos hacen referencia a ideas, imágenes, informaciones y/o mensajes 
que maneja o posee una persona a partir de una serie de factores, como ser la educación, 
la socialización, los referentes sociales, los imaginarios colectivos, la experiencia cotidia- 
na y el acceso a la información. En cambio, las actitudes corresponden a la predisposición 
emocional, la voluntad y los valores subjetivos que valorativamente las personas asumen 
en favor o en contra de una determina situación, necesidad, problema, comportamiento 
o posición emocional y, finalmente, las prácticas están vinculadas con las acciones y los 
eventos que se realizan a lo largo de la vida y que son resultado del contexto familiar, de 
los hábitos, de las costumbres y de los valores. Entre estas tres dimensiones de la con- 
ducta humana existe una estrecha relación de correspondencia porque un determinado 
conocimiento facilita o entorpece la actitud para ejercitar o no una determinada práctica 
que se expresa de un modo verbal bajo la forma de opiniones y de un modo no verbal 
bajo la forma de conductas y comportamientos. 

Por su parte, la sexualidad implica un conjunto de predisposiciones emocionales 
relacionadas con el sexo que marcan de forma decisiva al ser humano en todas sus fases 
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de desarrollo, Se halla estrechamente vinculada con el sexo, pero presenta diferencias 
substanciales, pues el sexo hace referencia el conjunto de características biológicas que 
diferencian a hombres y mujeres. En cambio, la sexualidad tiene que ver con la manera 
como una persona siente, piensa y actúa como ser sexual al interior de un determina- 
do tipo de sociedad bajo el cual se desenvuelve. En consecuencia, la sexualidad no es 
estática, sino dinámica, es decir, las manifestaciones biológicas, psicológicas y sociales 
vinculadas con el sexo de una persona no son las mismas en todos los lugares y en todas 
las épocas (Portilla, 1997: 17). 

La sexualidad, al contemplar dimensiones biológicas, psicológicas y sociocultu- 
rales que permiten comprender la realidad y vivirla a través del ser, como hombre o 
como mujer, es parte constitutiva del ser humano y no está circunscrita tan sólo a los 
órganos sexuales que solamente es uno de los aspectos de la sexualidad (Salinas, 1998). 
Asimismo, la sexualidad viene a ser parte de la personalidad, la intimidad, la identidad y 
una de las principales necesidades humanas que se expresa a través del cuerpo como un 
elemento básico de la femineidad o masculinidad, de la autoimagen y el autoconcepto 
(Giddens, 1994 y Monroy, 1997). En términos de género, la sexualidad está vinculada 
con diferentes atributos, comportamientos, actitudes y roles que la cultura y la sociedad 
asignan a hombres y mujeres a través de diferentes procesos y agentes de socialización. 

La moderna reconceptualización del sexo y la sexualidad ha conducido a plantear 
la sexualidad como parte de los derechos inherentes a la persona humana. Por ello, la 
IV Conferencia Internacional sobre la Mujer, celebrada en Beijing, reclama a los Esta- 
dos reconocer el derecho de las mujeres a tener control sobre cuestiones relativas a su 
sexualidad, salud sexual y reproductiva y a decidir libremente respecto de estas cuestio- 
nes, sin verse sujetas a la coacción, la discriminación y la violencia. Asimismo, solicita 
luchar contra los riesgos y los efectos sobre la salud de la mujer derivados de la violencia 
doméstica, el hostigamiento sexual y la violencia sexual a través del adecuado acceso a 
los servicios de salud sexual y reproductiva. Según esta plataforma, el ejercicio efectivo 
de estos derechos sexuales implica la autodeterminación en hombres y mujeres en el 
ejercicio de la sexualidad, que incluye el derecho al placer físico, sexual y emocional, el 
derecho a la libre orientación sexual, el derecho a la información sobre sexualidad y el 
derecho a la educación sexual. 

En el país, estos aspectos, consustanciales a la salud sexual y reproductiva y los 
derechos sexuales, son proclamados y reconocidos constitucional, demagógica y for- 
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malmente a través de la promulgación de una serie de disposiciones legales y la confor- 
mación de diversas instituciones. Sin embargo, resulta muy evidente el divorcio entre 
lo legislado y la realidad cotidiana, pues las autoridades y los operadores de políticas pú- 
blicas no solamente ignoran estos derechos, sino que, con frecuencia, los transgreden a 
través de diferentes mecanismos fácticos y simbólicos. Esta situación se inaugura con las 
marcadas deficiencias gubernamentales en la difusión de los derechos sexuales y repro- 
ductivos y en la escasa cobertura de los servicios de salud sexual y reproductiva, pues no 
se desarrollan estrategias de comunicación sostenidas capaces de socializar información 
adecuada y oportuna y porque no se garantiza un beneficio real de los servicios de salud 
sexual y reproductiva, particularmente para la población más joven y más pobre. 

Si se define a los derechos sexuales y reproductivos en términos de poder y de 
recursos, es decir, como la capacidad de poder tomar decisiones informadas sobre la 
fertilidad, la procreación, la actividad sexual y la sexualidad, así como los recursos nece- 
sarios para llevar a la práctica estas cuestiones de manera segura y efectiva, en niñas y 
adolescentes en situación de calle el ejercicio del poder y el acceso a los recursos es pre- 
cario, por no decir prácticamente nulo, Esto implica que la dimensión positiva del poder 
no se materializa como proceso de autoafirmación, realización personal y capacidad para 
decidir cuestiones vinculadas con el sexo y la sexualidad. Es más aún: por su condición 
de “marginales” e “indeseables”, no se aplica el principio de equidad de los recursos para 
posibilitar su acceso efectivo a la información y a los servicios de salud sexual y reproduc- 
tiva. Esta realidad implica que, en términos de derechos sexuales y reproductivos, no 
conocen y, lo peor aún, no gozan de sus derechos a la información, la confidencialidad, 
la elección, la seguridad, la privacidad, la dignidad, la comodidad y la opinión. 


4.2. Sexualidad precoz 

El sexo y la sexualidad no resultan ser un privilegio del mundo adulto; más, al contrario, 
se constituyen en dimensiones esenciales en la vida de todas las personas a toda edad, 
independientemente de la clase social, la procedencia, el status y las condiciones de vida 
material. Sin embargo, es también preciso aceptar que estas variables, en gran medida, 
influyen y determinan los significados y las experiencias que se producen y reproducen 
en torno a ambos elementos consustanciales en la vida de las personas. 
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Si bien la sexualidad femenina es una realidad universal compartida por todas las 
mujeres, es también una situación muy particular, pues es vivida por cada grupo de mu- 
jeres e, incluso, por cada mujer, a su propia manera, en función de su edad, su realidad 
cultural, su posición de etnia, de clase y su propia existencia cotidiana. En el caso de las 
niñas y las adolescentes en situación de calle, su predisposición emocional en torno al 
sexo, la sexualidad y la violencia sexual está determinada por las experiencias y signifi- 
cados que se producen en el hogar y la subcultura de la calle en términos de tiempo y 
espacio. En consecuencia, las ideas, las actitudes y las acciones que realizan en torno al 
sexo y la sexualidad se hallan fuertemente influidas por las condiciones de vida material 
y las situaciones de extrema vulnerabilidad bajo las cuales viven y se desenvuelven. A 
pesar de este “determinismo”, en el análisis de estas variables es importante tomar en 
cuenta a niñas y adolescentes callejeras como actores sociales con identidad propia que 
elaboran, modifican, aceptan o rechazan cuestiones ligadas a su sexualidad en función 
de sus propios intereses o expectativas o en el marco de establecimiento de relaciones 
de poder y dominación. 

En relación con las niñas, existe el criterio más o menos generalizado de que este 
grupo poblacional no vive y goza de la sexualidad y el placer sexual. Esta visión estereo- 
tipada constituye un grave error, ya que la estructura básica y la dinámica de la sexualidad 
están presentes desde el nacimiento y adquiere particularidades propias según la edad 
biológica y social. Si bien la sexualidad infantil no es la misma que la sexualidad y el 
placer sexual adulto, constituye ya un hecho que la sexualidad se elabora en la infancia y 
que en la adolescencia constituye solamente un resurgir y no un inicio. Por ello, como 
elemento inherente en el ser humano, constituyen un “todo” integral y un “elemento” 
fundamental en la personalidad en términos de identidad de género, rol, orientación, 
identidad, actitud y conocimiento sexual. 

En mujeres adolescentes, la edad comprendida entre los 12 y 18 años de edad cons- 
tituye un periodo crítico, importante y fundamental de su vida, pues, en la dimensión 
física/biológica, comienzan a conocer su cuerpo y surgen ciertos temores y curiosidades 


3% Todo ser humano, antes de nacer, vive nueve meses en la placenta, cuyo sentido y significado no es otro 


que el de placer. Asimismo, cuando el bebé busca el pecho de la madre, no sólo busca alimentación, 
sino también placer. 
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en torno a los cambios biológicos que se están produciendo. Asimismo, en la dimensión 
social, surgen los primeros deseos de emancipación y autonomía y, finalmente, en la 
dimensión psicológica, se comienza a desarrollar un estado latente de romanticismo e 
intimidad. Paralelamente, afloran sentimientos de reacción e incomprensión frente a la 
realidad bajo la cual se desenvuelven y desarrollan. 

Si se parte del hecho de que la función sexual se expresa a través de un com- 
portamiento sexual que, a la vez, es producto del aprendizaje o el acondicionamiento 
moldeado por ciertas influencias, se llega a percibir que la actividad sexual en niñas y 
adolescentes en situación de calle se constituye en una dimensión esencial en sus jóve- 
nes vidas, Es así que no se puede comprender su vida sin analizar el ámbito en el cual 
desarrollan su actividad sexual y sin tener una visión integral justa de su comportamiento 
sexual. En esta línea de explicación, resalta el hecho de que niñas y adolescentes en 
situación de calle están viviendo su niñez y su adolescencia transversalizada por un con- 
junto de cambios biológicos, psicológicos, sociales y culturales signados por una serie de 
necesidades y dificultades y sin el apoyo y las oportunidades necesarias para su normal 
y adecuado desarrollo integral. 

Según principios de salud sexual y salud reproductiva, las niñas y adolescentes de- 
ben conocer cuál es su rol sexual en la sociedad, entender para qué “sirven” sus Órganos 
sexuales y saber a partir de qué edad deben cuidarse para evitar embarazos. En el caso 
de las niñas y adolescentes que viven en las calles, estos principios son totalmente des- 
conocidos y vulnerados por la ausencia de condiciones objetivas y subjetivas necesarias 
para conocer, decidir y controlar su conducta sexual y reproductiva. Es más aún: por su 
iniciación precoz y forzada en relaciones sexuales, por sus actuales condiciones de so- 
brevivencia y por ser mínimas las posibilidades de protección y de acceso a una adecua- 
da información, son enormes las probabilidades de que desarrollen comportamientos 
sexuales “negativos” signados por la violencia, la ignorancia y la extrema vulnerabilidad 
en términos de actividad sexual precoz, experiencias sexuales traumáticas, embarazos 
prematuros, abortos inducidos e infecciones de transmisión sexual. Estos comporta- 
mientos sexuales disociales, en gran medida, se explican y justifican por la carencia de 
espacios de socialización “privilegiados por excelencia”, como ser la familia y la escuela, 
y que frente a dicha carencia asumirían saberes, actitudes y prácticas sexuales en función 
de su vivencia personal al interior de la subcultura de la calle. 
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Cuadro 28 
Conocimiento periodo fértil en NASCs 

















Conoces tu periodo fértil N* NASCs 
Sí 39 
No 9 
No responde 2 
Total 50 








Fuente: Boleta de encuesta 


A pesar de la precoz vida sexual, casi un tercio de niñas y adolescentes en situación 
de calle desconoce su ciclo reproductivo e ignora que, como resultado de las relaciones 
sexuales, existe la posibilidad del embarazo. Desagregando este dato, se tiene que 11 de 
ellas desconocen de manera objetiva y precisa su periodo fértil, es decir, los lapsos de 
tiempo en los cuales deben evitar tener relaciones sexuales para prevenir situaciones de 
embarazo. 35 de ellas saben del riesgo del embarazo y, en contraste, 15 ignoran que las 
relaciones sexuales pueden concluir en un proceso de embarazo. Esta situación se torna 
preocupante si se considera que la mayoría de las niñas y adolescentes en situación de 
calle tiene cierta actividad sexual frecuente y/o esporádica. 

















Cuadro 29 
Conocimiento reproductivo en NASCs 
Sabes que puedes embarazarte N* NASC 
SÍ 35 
No 7 
No responde 8 
Total 50 














Fuente: Boleta de encuesta 


Según un documento de Naciones Unidas, la edad biológica “adecuada” para inau- 
gurar la actividad sexual fluctúa entre los 20 y 23 años de edad. En correspondencia con 
este dato, investigaciones nacionales en torno a aspectos de salud y comportamiento 
sexual reproductivo han establecido que la edad media “recomendada” para la primera 
relación sexual es a los 20,6 años y la del primer embarazo a los 21,2 años. Entrevis- 
tas realizadas por el Instituto Nacional de Estadística han comprobado que el 19,7% de 
las adolescentes cuyas edades fluctúan entre los 15 y 19 años ya han tenido relaciones 
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sexuales.* En correspondencia con este dato, se informa que las relaciones sexuales 
alcanzan mayor magnitud y prematuramente se hacen presentes en familias empobre- 
cidas, particularmente en mujeres sin instrucción y en “menores” en situación de alto 
riesgo. De esta información estadística y documental se desprende que la edad biológica 
adecuada para el inicio de relaciones sexuales son los 20 años de edad. Asimismo, que 
de cada 100 adolescentes bolivianas, alrededor de 20 ya han tenido relaciones sexuales 
y que son las “menores en alto riesgo” las que tienden a iniciarse prematuramente en la 
actividad sexual. 




















Cuadro 30 
Sexualidad prematura en NASCs 
Tuviste relaciones sexuales N* NASCs 
SÍ 50 
No 0 
Total 50 
Fuente: Boleta de encuesta 





Los resultados obtenidos, en algunos casos, contradicen y, en otros, refuerzan 
tendencias vinculadas con el comportamiento sexual en poblaciones demasiado jóvenes 
y en situación de riesgo. Llama la atención -pero no sorprende- que el precoz compor- 
tamiento sexual en niñas y adolescentes en situación de calle, por un lado, rompa los 
principios establecidos por la salud sexual y reproductiva y, por otro lado, contradiga los 
parámetros social y culturalmente establecidos. La totalidad de niñas y adolescentes en 
situación de calle afirma que ya han tenido y/o tienen de manera esporádica o frecuente 
relaciones sexuales. 


3 Estainformación estadística está consignada en el Plan Nacional para la Salud y el Desarrollo Integral de 


los y las Adolescentes (2004 — 2008). 
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Cuadro 31 
Edad de inicio de relaciones sexuales en NASCs 


























Edad de tu primera relación N?* NASCs 
6 años y menos 3 
Entre 7 y 9 años 21 
Entre 10 y 12 años 17 
Entre 13 y 15 años 9 
Entre 16 y 18 años 0 
No responde iS) 
Totales 50 











Fuente: Boleta de encuesta 


En la mayoría de los casos, la primera experiencia sexual fue en el periodo que 
corresponde a la etapa de la niñez, 21 tuvieron su primera relación sexual entre los 7 y 9 
años de edad, 17 entre los 10 y 12 años y sólo 9 entre los 13 y 15 años. Esta información 
revela que el 82% de las niñas y adolescentes en situación de calle han inaugurado sus 
experiencias sexuales en su niñez y sólo el 18% en su adolescencia. 




















Cuadro 32 
Actividad sexual en NASCs 
Tienes relaciones sexuales N* NASCs 

Esporádicas 29 
Frecuentes 11 
Ninguna 5 
No responde 5 
Total 50 














Fuente: Boleta de encuesta 


Estadísticas nacionales en salud sexual y reproductiva han establecido que la acti- 
vidad sexual es relativamente menor en mujeres jóvenes comprendidas entre los 15 y 19 
años de edad. Este parámetro también es roto por el comportamiento sexual de niñas y 
adolescentes en situación de calle, pues la mayoría de ellas son activas sexualmente de 
modo esporádico o permanente y/o de manera voluntaria o involuntaria. 

Con el propósito de trabajar en forma programática en la prevención de emba- 
razos prematuros, abortos inducidos e infecciones de transmisión sexual, se llevan a 
cabo masivas campañas nacionales de difusión de información básica sobre el acceso y 
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el uso de métodos anticonceptivos. Sin embargo, se percibe que esta información, por 
cuestiones de inequidad, es limitada y restringida a determinadas capas sociales y no 
necesariamente alcanza a los grupos poblacionales tradicionalmente más vulnerables y 
postergados. En función de esta puntualización, puede resultar paradójico, pero se ha 
llegado a comprobar que los niveles de conocimiento en niñas y adolescentes en situa- 
ción de calle en relación con los procedimientos que existen para demorar y/o evitar el 
embarazo, son bastante significativos, pues alcanzan a la mayoría de ellas. En términos 
absolutos, de cada 10 niñas y adolescentes en situación de calle, 6 conocen algún mé- 
todo anticonceptivo y 4 no conocen ninguno, siendo los métodos anticonceptivos más 
conocidos la píldora, el condón y la “inyección”. 














Cuadro 33 
Conocimiento de métodos anticonceptivos en NASCs 
Conoces algún método N* NASCs 
No 23 
Sí 27 
Total 50 














Fuente: Boleta de encuesta 


Sin embargo, se nota que “conocer” no implica necesariamente “utilizar”, pues 
son pocas las niñas y adolescentes en situación de calle que han utilizado en sus relacio- 
nes sexuales “alguna vez” algún tipo de método anticonceptivo. El escaso o nulo uso 
de métodos anticonceptivos se debe a la carencia de ingresos económicos, la falta de 
conocimiento y la vergijenza o el temor al momento de comprar algún anticonceptivo. 


Cuadro 34 
Uso de métodos anticonceptivos en 


adolescentes en situación de calle 


























Utilizas algún método N* NASCs 

No 36 

Sí 14 

Total 50 
Fuente: Boleta de encuesta 
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En relación con el tipo de anticonceptivos que utilizan, 10 de ellas, con “cierta 
experiencia sexual activa”, afirman usar métodos tradicionales y sólo 4 de ellas, algún 
método anticonceptivo moderno. Al interior de los métodos tradicionales, prevalece 
el “método del ritmo”, que implica la abstinencia sexual total y/o periódica, y entre los 
métodos modernos prevalece el uso de la denominada “píldora”, la misma que puede 
ser adquirida a bajo costo en cualquier farmacia e, incluso, gratis en algunas instituciones 
sociales vinculadas con la problemática de la salud sexual y reproductiva. 























Cuadro 35 
Tipo de método anticonceptivo utilizado en NASCs 
Qué tipo de método N* NASCs 
Tradicional 10 
Moderno 4 
Total 14 
Fuente: Boleta de encuesta 





El embarazo constituye uno de los aspectos más delicados e importantes en la 
salud y en la vida de toda mujer. Por esta razón, tanto la medicina científica como la 
medicina tradicional recomiendan que este proceso se produzca después de los 24 años 
de edad, bajo el argumento de que al llegar a la pubertad son muy pocas las adolescentes 
que cuentan con un adecuado desarrollo biopsicosocial que permita tomar una decisión 
tan importante y trascendental como es la de dar a luz a un nuevo ser. En consecuencia, 
embarazarse antes de esta edad biológica significaría una barrera peligrosa que limita, 
en gran medida, que la madre y el bebé alcancen una mejor calidad de vida (Moreno, 
2002). Asimismo, en comparación con mujeres de entre 20 y 30 años, las posibilidades 
de que las mujeres mueran por complicaciones de parto es de 5 veces mayor cuando son 
menores de 15 años y 2 veces mayor cuando tienen entre 15 y 19 años de edad. 

En Latinoamérica es cada vez más elevado el número de madres adolescentes y 
Bolivia se halla ubicada como uno de los países sudamericanos con mayor tasa de emba- 
razo en mujeres menores de 20 años, pues el 12% de las mujeres bolivianas entre los 15 
y 19 años de edad ya son madres. Según Yaksic, Zarate y Borda (2005), esta proporción 
es relativamente más baja entre los 15 y 16 años de edad y se llega a incrementar por 
encima del promedio a partir de los 18 años de edad. Sin embargo, este es otro de los 
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parámetros que también rompen las niñas y adolescentes en situación de calle, pues, 
al establecerse desde muy temprana edad relaciones sexuales, de manera voluntaria O 
involuntaria, es muy frecuente el embarazo prematuro, sin contar con un sólido y ade- 
cuado apoyo en términos de salud sexual y reproductiva. 

Al momento de la investigación, cinco de las adolescentes son o están a punto de 
ser madres. Desagregando esta información, se tiene que dos adolescentes en situación 
de calle son madres y tres se hallan en situación de embarazo y próximas a ser madres. 
Lo preocupante de esta realidad es que este embarazo prematuro se está desarrollando 
en un entorno conflictuado, peligroso y en una mujer muy joven, adolescente, casi una 
niña, sin la adecuada capacidad física y psicológica para ser madre. A partir de esta cons- 
tatación, el riesgo clínico radica en las mayores posibilidades de enfermar o morir de la 
madre debido a la inmadurez de sus Órganos reproductivos y la existencia de mayores 
probabilidades de que el niño nazca con serias complicaciones médicas. 

Si bien la actividad reproductiva no supone una patología por sí misma, el proble- 
ma radica en que son casi niñas las que dan a luz y que los efectos drásticos del embarazo 
y el parto se podrían mitigar con una adecuada atención médica pre y postnatal (More- 
no, 2002). Se ha logrado comprobar que niñas/adolescentes/madres no han realizado ni 
realizan algún tipo de control médico durante los procesos de embarazo, parto y pos- 
tparto. De los casos observados, sólo una fue atendida médicamente de manera regular 
durante el proceso de embarazo y parto. La mayoría acude a un centro de salud, pero 
únicamente a dar a luz y, por el temor y la falta de recursos económicos, no retornan más 
a dicho centro hospitalario.* 


...yO he tenido mi hijita bien “changa”, casi hasta mi parto nadie se ha dado cuenta, ni nadie me ha 
atendido, pero un día, cuando ya estaba bien mal, al “Boliviano Holandés” me han llevado, ahí he 


2 Los datos estadísticos ubican a Bolivia entre los países de la región con mayor tasa de embarazo en 
mujeres menores de 20 años. Según UNICEF, de cada 1.000 mujeres comprendidas entre los 15 y 19 
años, 82 ya son madres y de cada 10 mujeres, 6 realizan un control prenatal deficiente y 4 ninguno. Por 
ello, no es casual que el país presente la tasa de mortalidad materna más alta de la región por causas 
relacionadas con el embarazo y el parto. 

Según estadísticas nacionales, de cada diez mujeres embarazadas, seis realizan un control prenatal defi- 
ciente y cuatro ninguno. La mayoría de las madres acude a los centros médicos solamente cuando están 
a punto de dar a luz, con un alto riesgo para la vida del bebé. 
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tenido a mi guagua y después ya no he vuelto más al hospital; además, mi guagua mi mamá lo está 
criando. .. 
(Entrevista personal. Madre adolescente en situación de calle, 2006) 


Las madres/adolescentes afirman que no recibieron ningún tipo de atención mé- 
dica durante el periodo de embarazo, parto y postparto. Esta situación significa que, ac- 
tualmente, los hijos de estas madres adolescentes sobreviven sin ningún tipo de control 
y atención médica. Es más aún: ni siquiera tendrían el correspondiente certificado de 
nacimiento. 

Con relación a las adolescentes en situación de calle embarazadas la situación es 
la misma e, incluso, más preocupante, pues ninguna actualmente recibe atención mé- 
dica. Esta realidad limita, por no decir anula, una labor médica preventiva que pueda 
diagnosticar enfermedades que ponen en peligro o agravan el embarazo y el parto.* 
Se infiere que, de existir algún tipo de control médico, serían mayores las posibilidades 
de vida del bebé y de la madre y menores las probabilidades de un embarazo con alto 
riesgo obstétrico que ponga en peligro no solamente la vida del bebé, sino también de 
la joven madre. 

Los factores que explican la escasa O nula asistencia de niñas y adolescentes en 
situación de calle a los servicios de salud sexual y reproductiva son diversos, complejos 
y están vinculados con cuestiones objetivas y subjetivas. En la primera dimensión, se 
halla la escasa oferta de los servicios médicos estatales, pues el Seguro Universal Mater- 
no Infantil, que tiene el objetivo de brindar atención médica gratuita para las mujeres 
embarazadas con consultas prenatales, atención del parto y postparto, solamente fun- 
ciona en siete centros hospitalarios y sin los recursos necesarios e indispensables. Entre 
los factores subjetivos, se encuentran las situaciones de discriminación y marginalidad 
que prevalecen en las relaciones sociales que se establecen entre niñas y adolescentes 
en situación de calle y proveedores de servicios públicos de salud, pues no se establece 
una atención médica en función de las condiciones de vida y los valores culturales que 
tienen las niñas y adolescentes en situación de calle. 


34 Sila futura madre es anémica o desnutrida y no tiene una adecuada atención médica prenatal, el bebé 
puede morir en los primeros días de vida o poco más tarde. 

Una investigación realizada por Family Health Internacional (1996) confirmó que las mujeres de origen 
rural aymara son las que menos acuden a servicios médicos en caso de enfermedad, embarazo y parto. 
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...2. mi amiga le han “cortado” la mano y los del 110 al hospital nos han llevado, de emergencia, nos 
van a atender han dicho, pero hemos llegado “ni bola” nos han tirado, por borrachas se han hecho, 
“quién va a pagar”, han dicho y una enfermera ha dicho “dan asco, a qué vendrán aquí”; bien harta 
bronca siempre nos ha dado, desde “eso” que vamos a ir, preferimos ir donde esos curanderos de 
La Ceja ... 

(Entrevista personal. Adolescente en situación de calle, 2006) 


Por ello, no es casual la percepción en estos grupos poblacionales en alto riesgo 
de que los centros de salud y/o hospitalarios no se constituyen en espacios de confianza 
donde puedan desenvolverse en condiciones de igualdad y respeto. Más al contrario, a 
través de sus relatos, se percibe que en estos espacios públicos también existe la agre- 
sión y la violación de sus derechos. Frente al temor, el miedo, la desconfianza y la ver- 
eúenza que tienen para realizar consultas médicas, las niñas y adolescentes en situación 
de calle tienden a recurrir a la automedicación y a la medicina tradicional en términos de 
acceso a curanderos, callahuayas o yatiris que -según cuentan- les proporcionan mayor 
confianza por su proximidad cultural. 

El embarazo prematuro y el no deseado constituyen las causas principales que 
explican los elevados índices de abortos. Según la Organización Mundial de la Salud, 
en Bolivia, cada 2 minutos, una mujer queda embarazada, lo que significa 285.000 em- 
barazos por año, de los cuales alrededor del 60% son no deseados y se infiere que cada 
hora, 5 mujeres tienden a recurrir al aborto.** Otro dato estadístico importante señala 
que de 1.000 mujeres, aproximadamente 600 abortan al menos una vez (UNFPA, 2005). 
La práctica del aborto, por las complicaciones negativas que provoca en diferentes di- 
mensiones, se constituye en grave problema de salud pública y, pese a estar penado 
legalmente, existen evidencias de que se lo practica de manera frecuente y silenciosa en 
forma clandestina e ilegal tanto en espacios públicos como privados. 

En el caso de niñas y adolescentes en situación de calle, son enormes las posibi- 
lidades de quedar embarazadas “sin pensar” y/o “sin querer”. Ante esta cruda realidad 
muy frecuente, se enfrentan a la disyuntiva de continuar o suspender el embarazo. Un 
buen número opta por esta última opción, es decir, interrumpir voluntariamente el em- 
barazo a través del aborto inducido. Resulta difícil establecer con exactitud el número 


4 Según estadísticas del Ministerio de Salud, aproximadamente el cincuenta por ciento de las consultas 
ginecológicas tiene como causa principal problemas médicos relacionados con el aborto. 
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de niñas y adolescentes en situación de calle que adoptaron la decisión de suspender 
situaciones de embarazo prematuro. Pese a esta dificultad, se ha llegado a constatar que, 
en muchas de ellas, el interrumpir el embarazo a través del aborto se constituye en una 
práctica muy extendida y común. 











Cuadro 36 
Interrupción del embarazo en NASCs 
Abortaste alguna vez N* NASCs 
Sí 11 
No 39 
Total 50 














Fuente: Boleta de encuesta 


11 afirman que han recurrido, por lo menos, una vez al aborto y 39 sostienen 
que nunca han realizado esta práctica. Una doble indagación sobre el aborto arrojó el 
siguiente resultado: 22 declaran conocer “alguna amiga que abortó, por lo menos, una 
vez”. Es fácil advertir, que a través del segundo indicador, se incrementa considerable- 


mente el número de niñas y adolescentes en situación de calle que han practicado, por 
lo menos, una vez el aborto. 

















Cuadro 37 
Interrupción del embarazo en otras NASCs 
Conoce amigas que han abortado N* NASCs 
Sí 22 
No 27 
No responde 1 
Total 50 











Fuente: Boleta de encuesta 


En relación con los procedimientos utilizados, las niñas y adolescentes en situa- 
ción de calle recurren a métodos “tradicionales”, como ser el consumo de infusiones y 
mates caseros, preparados por ellas mismas o por los curanderos y/o yatiris que se hallan 
instalados en las inmediaciones del “Corazón de Jesús”. 

Al margen de los procedimientos utilizados y las justificaciones que se pueden 
ofrecer, es preciso aceptar que el aborto inducido y/o espontáneo provoca serias con- 
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secuencias médicas, sociales y psicológicas. En efecto, en el caso de las niñas y adoles- 
centes callejeras, al margen de correr riesgos médicos y el peligro de fallecer, existe la 
eran posibilidad de un daño irreversible en la parte social y psicológica en cuanto a su 
sexualidad, pues el aborto implica traumas sociopsicológicos que se profundizan en la 
medida de que trascurre el tiempo.” 

Esta dramática realidad puede ser la explicación para que algunas niñas y adoles- 
centes que viven en las calles se presenten como tímidas, sumisas y, en contraste, Otras 
como rebeldes, antisociales y agresivas ante una sociedad que ignora sus experiencias 
sexuales traumáticas. En el primer caso, el comportamiento de algunas de ellas obedece 
a su papel de ser fieles reproductoras del “ser mujer” en una sociedad machista y pa- 
triarcal (Aillón, 2001 y 2005). En efecto, por más dolor que sientan ante la “pérdida de su 
hijo”, han tomado esta decisión y han aceptado esta realidad en función de la percepción 
de imaginarios machistas y patriarcales. Según información testimonial, algunos de los 
abortos inducidos han sido provocados bajo la influencia de los “supuestos padres”, 
quienes, utilizando un “discurso persuasivo”, han obligado a las adolescentes a optar por 
la decisión de suspender el embarazo. 


...yO, honestamente quería tener mi hijo, pero mi pareja me ha dicho: “cómo los vamos a criar, una 
boca más es, además si tienes tu “guagua”, yo me voy a ir con otra mujer”; entonces, tuve nomás que 
abortar, pero desde esa vez otra clase me siento, ya no es lo mismo, hasta tengo miedo de hablar con 
mis amigas y amigos... 

(Entrevista personal. Adolescente en situación de calle, 2006) 


En relación con la actitud “rebelde” de las adolescentes que han abortado, se nota 
que estos rituales de poder machista no han sido internalizados y, más bien, existe un 
rechazo a este tipo de dominio. La vivencia en la calle las ha “obligado” a producir y 
reproducir una conducta más agresiva en contraposición a la sumisión en la que fueron 
criadas. Como también lo señala Aillón (2001), el silencio, la sumisión y la timidez fueron 
reemplazados por conductas e imaginarios muy alejados del mandato femenino de la 
fragilidad y la sumisión. 


7 Se sostiene que la mujer que se somete a un aborto nunca más vuelve a ser la misma en cuanto a su 


sexualidad, a su pareja y a la sociedad. La interrupción del embarazo constituye un gran daño que sufre 
la mujer en la parte física, social y psicológica. 
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...yo he abortado dos veces, para qué voy a tener guaguas, si yo misma no puedo estar bien, el que 
era su papá me ha dicho “ten nomás tu hijo, lo vamos a criar”, pero qué voy a estar pues criando 
“suaguas”, yo quiero ser libre, sin estas responsabilidades. ... 

(Entrevista personal. Adolescente en situación de calle, 2006) 


Otro de los riesgos en la salud sexual y reproductiva de las adolescentes callejeras 
está vinculado con el contagio de enfermedades de transmisión sexual.* La mayoría afir- 
ma conocer algún tipo de enfermedad de transmisión sexual, en particular el “chancro” 
y el “sida” (Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida). Sin embargo, ignoran la exis- 
tencia de otras enfermedades de transmisión sexual muy frecuentes y contagiosas, como 
son la gonorrea, la sífilis y el herpes genital. A pesar de las limitaciones para detectar la 
presencia de enfermedades de transmisión sexual en niñas y adolescentes que viven en 
las calles, se infiere, debido a su vida y actividad sexual, la promiscuidad, la falta de higie- 
ne y la carencia de controles médicos, que varias de ellas están infectadas por algún tipo 
de enfermedad de transmisión sexual. Se deduce que estas enfermedades -que no han 
sido detectadas y que, en consecuencia, no son tratadas médicamente- repercutirán se- 
riamente en la salud sexual, provocando, en algunos casos, infertilidad, complicaciones 
médicas en el embarazo y dificultades clínicas en los futuros bebés. 


Cuadro 38 
Conocimiento de ITSs en NASCs 


Conoce ITSs N* NASCs 
Sí 28 
No 22 
Total 50 


Fuente: Boleta de encuesta 























4.3. Violación de derechos humanos 

En niñas y adolescentes en situación de calle no solamente se incumplen los derechos 
sexuales y reproductivos, sino la gran mayoría de los derechos y las libertades humanas 
proclamadas por la normativa internacional y nacional. Universalmente, los derechos a 


38 Las enfermedades infecto-contagiosas que se contagian a través de los órganos sexuales se denominan 


infecciones de transmisión sexual (ITS), siendo las principales: VIH/SIDA, gonorrea, sífilis, herpes geni- 
tal, hepatitis B, chancro y la trocomoniasis. 


94 


la vida, la salud y a seguridad son los derechos humanos más importantes y vitales de 
todo ser humano, pero normalmente no se cumplen cuando prevalecen situaciones de 
desigualdad, discriminación y marginalidad, pues las mayores posibilidades de enfermar 
o morir están identificadas con los grupos sociales más postergados y marginales. Este es 
el caso, por ejemplo, de los bebés que nacen de adolescentes callejeras y de las propias 
“adolescentes con niños”. 

En relación con los bebés que nacen de adolescentes en situación de calle, existen 
principalmente dos caminos: la sobrevivencia y la muerte. En esta línea de interpreta- 
ción, aquéllos que sobreviven o que nacen, al no estar planificados, tienen una existencia 
muy dramática, pues su corta vida está plagada de malos tratos, golpes y abandono. 
Asimismo, existen situaciones donde las madres adolescentes en situación de calle, al 
ver limitadas sus posibilidades para criar a sus bebés, los abandonan o los “botan” a los 
pocos días de haberlos tenido. Esta situación puede ser una de las explicaciones de la 
persistente aparición de muchos recién nacidos arrojados en terrenos baldíos y basura- 
les de la ciudad de El Alto.” 

Otros bebés más “afortunados” no se crían con sus madres en situación de calle, 
sino que son entregados a familiares u Otras personas en forma de “adopción” o, simple- 
mente, de “regalo”. Se deduce que esta falta de cariño y ternura por parte de sus proge- 
nitores se explica por las condiciones de vida que provoca la subcultura de la calle donde 
prevalecen situaciones de miseria, ignorancia, violencia e inseguridad que rebasan la 
imaginación, ya que se observan niños de muy corta edad totalmente abandonados y, lo 
peor en ciertos casos, alcoholizados y drogados. Bajo este contexto conflictuado, lamen- 
tablemente todo hace presumir que los hijos que nacen de adolescentes en situación de 
calle están condenados a reproducir el círculo de pobreza, desamparo y de miseria en el 
cual se desenvuelven sus madres. 

Con el propósito de abordar la mortalidad en niñas y adolescentes en situación de 
calle, se indagó en torno a “amigas conocidas que han fallecido” y los factores precipi- 
tantes para este deceso. Las respuestas arrojaron resultados alarmantes, pues varias ni- 


2 Según autoridades de la Policía Técnica Judicial de esta ciudad, en relación con faltas o contravenciones 


que quedan en la cifra negra, es decir, delitos no registrados y/o que no fueron denunciados, se tiene a 
la aparición de muchos neonatos arrojados en terrenos baldíos y basurales. 
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ñas y adolescentes en situación de calle han perdido la vida por diversas circunstancias, 
pero, principalmente por situaciones de violencia y por complicaciones en el proceso 
de embarazo y/o la mala práctica del aborto.* Los resultados de la encuesta revelan 
que aproximadamente la mitad de las niñas y adolescentes en situación de calle sabe 
de alguna compañera de infortunio que ha fallecido en el contexto de la subcultura de 
la calle. Por una parte, esta prematura mortalidad se explica porque en algunas niñas y 
adolescentes se advierte el excesivo consumo de alcohol, de drogas y la persistencia de 
manifestaciones extremadamente violentas que tienen como culminación la muerte en 
términos de homicidios y suicidios, con la diferencia de que, en este grupo poblacional, 
se producen a puertas cerradas, pues no se los denuncian y no se los conocen pública- 
mente.** 


...mi amiga sanita estaba, pero un día muerta ha aparecido en la 12 de Octubre, dice que en la noche 
le han pegado los policías y como estaba esperando familia, se ha desangrado; nadie ha dicho nada, 
miraban nomás su cuerpo y a la morgue se lo han llevado, como no había quien reclame, después 
dice que han aparecido sus familiares y lo han enterrado, como sería, pero yo la he visto tirada en 
la acera... 

(Entrevista personal. Adolescente en situación de calle, 2006) 


Por otra parte, en el caso de mortalidad por embarazos prematuros, se sabe de 
algunas muertes producidas por no acudir oportunamente a centros médicos para un 
adecuado control prenatal o posnatal y, en los casos de mortalidad por aborto inducido 
o espontáneo, el recurrir a prácticas caseras y el recibir golpes fuertes y exagerados han 
conducido y provocado la muerte de adolescentes en situación de calle. Independiente- 
mente de los factores causales de la mortalidad en niñas y adolescentes en situación de 


La mortalidad materna por problemas de embarazo, parto y aborto tiene mayor incidencia en aque- 
llas poblaciones marginales que no presentan una adecuada formación en salud sexual y salud repro- 
ductiva, pues las mujeres se embarazan prematuramente e interrumpen el embarazo sin ningún tipo 
de orientación y cuidados médicos. En la ciudad de El Alto, la mortalidad materna alcanza a 608 por 
100.000, cifra que se constituye en una de las más altas del país y del mundo. 

“1 Según el Informe Mundial sobre Salud y Violencia de la OMS, se estima en 57.000 el número de niños 
víctimas de homicidios en un año y la tasa más alta de asesinato se encuentra entre los niños de hasta 
4 años de edad. En Brasil, se ha constatado que comerciantes afectados por los constantes robos que 
sufren sus locales por los niños pagan hasta 40 dólares a los “escuadrones de la muerte” para que asesi- 
nen a estos pequeños. 
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calle, esta cruda realidad se constituye en una grave injusticia social y en una dramática 
violación del derecho a la vida. 




















Cuadro 39 
Mortalidad en NASCs 
Sabes de alguna amiga que murió N* NASCs 
No 29 
Sí 21 
Total 50 
Fuente: Boleta de encuesta 





4.4. Visiones encontradas 

Sociológicamente, toda persona desde que nace hasta que muere está gobernada por 
dos impulsos irresistibles: la búsqueda de alimentos y la satisfacción del apetito sexual. 
Desde el punto de vista del placer, se ha reconocido que las relaciones sexuales y la 
sexualidad son las experiencias más profundas e íntimas relacionadas con la existen- 
cia humana. Por ello, no resulta casual que se hayan establecido los derechos sexuales 
y reproductivos que plantean la libertad de decidir cuándo, cómo y con quién iniciar 
relaciones sexuales, a decidir cuándo y cuántos hijos tener y disfrutar del placer físico, 
sexual y emocional. Al respecto, a través de una serie de indicadores, se ha constatado 
que, en el caso especifico de las niñas y adolescentes que sobreviven en las calles, estos 
derechos sexuales y reproductivos definitivamente no se cumplen y son vulnerados co- 
tidianamente. 

De entrada, se ha transgredido su derecho a elegir con quien relacionarse sexual- 
mente y su derecho a ejercer su sexualidad sin coacción ni violencia. Los datos revelan 
que la mayoría de las niñas y adolescentes en situación de calle han inaugurado su pri- 
mera experiencia sexual de manera forzada, involuntaria y violenta. 














Cuadro 40 
Primera experiencia sexual en NASCs 
Cómo fue la primera vez N* NASCs 
Voluntaria 14 
Involuntaria 36 
Total 50 














Fuente: Boleta de encuesta 
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De las 50 niñas y adolescentes que han tenido relaciones sexuales, 14 señalan que 
su primera relación sexual estuvo vinculada con la embriaguez, 7 realizaron esta primera 
experiencia sexual por enamoradas, 6 por curiosidad, 6 por dinero y 6 no recuerdan 
la causa de su primera experiencia sexual. Al margen de estos indicadores, 10 de ellas 
señalan a “otros factores”, siendo los principales: el uso de la fuerza física y psicológica y 
las relaciones de dependencia y subordinación que se establecían y/o se establecen con 
los victimarios. 





























Cuadro 41 
Primera experiencia sexual en NASCs 
Cómo fue la primera vez N?* NASCs 
Embriaguez 14 
Otros 10 
Enamorada 7 
Curiosidad 6 
Por dinero 6 
No recuerdo 6 
Seducción 1 
Total 50 














Fuente: Boleta de encuesta 


Esta realidad implica que han iniciado experiencias sexuales prematuras y trau- 
máticas como un delito, con un sentimiento de culpa, con una visión negativa y de ma- 
nera clandestina e involuntaria, sin percatarse de que esta primera experiencia sexual 
es trascendental en su vida futura, en particular en términos de sexualidad. Por si ello 
fuera poco, sus primeras experiencias sexuales sin vivencias de sensualidad, seducción 
y galanteo han vulnerado también sus derechos a la sensualidad, el amor, el erotismo, el 
afecto y la relación sexual placentera. 

Las relaciones sexuales en su “sentido noble” son la expresión más profunda y 
elocuente que pueden intercambiar hombres y mujeres en términos de reproducción y 
expresión de ternura y amor. Sin embargo, en algunas niñas y adolescentes en situación 
de calle, este “sentido noble” de la sexualidad y del placer sexual está tranversalizado por 
realidades fácticas y simbólicas adversas que han influido y determinado una actividad 
sexual sin una verdadera dimensión placentera. 
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Cuadro 42 
Percepción de las relaciones sexuales en 
adolescentes en situación de calle 























Opinión de las relaciones sexuales N* NASCs 
Placentera 17 
Desagradable 18 
Ninguna sensación 4 
Más o menos 10 

No responde A 
Total 50 








Fuente: Boleta de encuesta 


Si bien no se comparte la visión estereotipada, por un lado, de que la única salida 
aprobada social y culturalmente para “calmar” y “satisfacer” el apetito sexual de la mujer 
es el matrimonio y, por otro lado, de que la vida sexual solamente es aceptable desde 
el punto de vista de la reproducción, uno se siente tentado a creer que, en niñas y ado- 
lescentes en situación de calle, la dimensión placentera de la sexualidad está ausente 
y signada por violencia, temores, prejuicios, estereotipos, tabús y por los significados 
de miedo, culpa y remordimiento, pues los datos obtenidos revelan que, en muchas de 
ellas, existe cierto rechazo y/o miedo a la dimensión placentera de la sexualidad como 
resultado de un sentimiento consciente y/o inconsciente debido a los conflictos sexua- 
les que han sufrido en algún momento de sus vidas. Al respecto, los resultados de la 
encuesta informan que de 50 niñas y adolescentes en situación de calle encuestadas, 
18 de ellas consideran como “desagradables” sus relaciones sexuales. Esta información 
cuantitativa es reforzada por información testimonial que revela que algunas niñas y 


” o« 


adolescentes “sienten asco por los hombres”, “no disfrutan de sus relaciones sexuales 
para nada”, “solamente lo hacen por dinero, comida o protección” y/o “solamente para 
complacer a los hombres a cambio de algo”. 

Asimismo, todo hace suponer que la violencia sexual que se ha inaugurado en el 
contexto familiar y que halla su continuidad en la subcultura de la calle ha eliminado 
y/o invisibilizado los sentimientos de atracción, amor, cariño, afecto y seducción que 
deben preceder a una relación sexual. Por ello, no resulta casual el imaginario adulto e 
institucional de que niñas y adolescentes callejeras desarrollan relaciones sexuales sola- 
mente como una acción “física y mecánica” destinada por la “necesidad”, “obligación” o 


“urgencia” de complacer al “otro” y no como un acto de entrega y de respeto entre dos 
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personas. A partir de esta visión estereotipada, que responde a un enfoque funcional del 
ejercicio de la sexualidad, las relaciones sexuales en niñas y adolescentes en situación 
de calle se reducirían simplemente a la genitalidad y al acto sexual sin niveles de placer 
y satisfacción, pues no existiría una asociación entre el instinto sexual y el sentimiento 
de amor; es más: prevalecería una marcada separación entre ambos elementos consubs- 
tanciales a la sexualidad. 

Si bien estos imaginarios en torno al sexo y la sexualidad en niñas y adolescentes 
en situación de calle tienen cierto respaldo empírico, se considera que es tiempo de 
desmitificar el sexo y la sexualidad en estos grupos poblacionales en situación de alto 
riesgo. Bajo este panorama, existe la tendencia de ver la sexualidad y el placer sexual en 
niñas y adolescentes en función de la normalidad, la legalidad, la aceptabilidad y la legiti- 
midad, excluyéndolas y estigmatizándolas cuando realizan comportamientos sexuales al 
margen de las “normas” socialmente establecidas. Desechar o superar estas visiones es- 
tereotipadas es tarea urgente porque, a través del buen entendimiento de sus opciones 
y necesidades sexuales, se puede moldear una conducta sexual que las proyecte social 
e individualmente 

En función de los datos obtenidos, es pertinente subrayar que el 72% de las niñas 
y adolescentes que viven en las calles ha sido víctima de caricias sexuales prematuras e 
involuntarias inauguradas principalmente en el contexto familiar. Por ello, se deduce que 
estas iniciales relaciones sexuales precipitadas, torpes y violentas explican la persistencia 
de un mal recuerdo que está afectando y/o va a afectar mucho la vida sexual futura. Sin 
embargo, no se puede ocultar que, en muchas niñas y adolescentes en situación de calle, 
el comportamiento sexual es diferente, pues han superado o se han visto obligadas a 
superar esta primera experiencia sexual forzada y no ven sus actuales relaciones sexuales 
como eventos traumáticos y desagradables. 

Más aún: muchas de ellas ven a su vida sexual actual como algo voluntario, satisfac- 
torio y placentero, pues no se debe olvidar que hasta los encuentros más ocasionales son 
un intento sentimental hacia otro ser humano y que toda unión, por más mecánica que 
sea, es un desesperado afán de amor. Esta realidad implica que los significados asignados 
a su primera experiencia sexual, en algunos casos, se han mantenido y, en otros, han 
cambiado radicalmente. Por ello, no es casual que algunas de ellas declaren que entregan 
su cuerpo como una prueba de amor donde está presente la atracción, la seducción y los 
juegos eróticos como estimulantes previos y voluntarios a la consumación de la relación 
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sexual. Asimismo, que otras afirmen que han tenido y/o tienen relaciones sexuales no 
sólo como una capitulación ante el amor, sino simplemente por el deseo sexual que 
sintieron y/o sienten dadas las circunstancias. 

En el terreno de las cifras, se tiene que de las 50 niñas adolescentes en situación de 
calle, 4 afirman que no siente ningún tipo de sensación cuando realizan el acto sexual, 18 
consideran a las relaciones sexuales como desagradables, 17 señalan que son placenteras 
y 10 que son “más o menos”.* Estableciendo una tipología en función de esta informa- 
ción, se podría señalar que solamente el 36% tiene una mala imagen de las relaciones 
sexuales y un porcentaje casi similar, que alcanza al 34%, considera a las relaciones sexua- 


les desde una perspectiva no muy negativa y catastrófica. 


4.5. Necesidades y aspiraciones 

Si bien las necesidades se clasifican en función de una multiplicidad de paradigmas y 
criterios, sólo por cuestiones metodológicas se adopta aquella tipología que establece 
necesidades del nivel inferior o necesidades por deficiencia y necesidades del nivel su- 
perior o necesidades del ser. Las necesidades del nivel inferior están principalmente 
vinculadas con la supervivencia, la seguridad, el sentido de pertenencia y la autoestima 
y las necesidades del nivel superior implican lo intelectual, la apreciación estética, la au- 
torrealización, la participación y la igualdad.* En el caso de las niñas y adolescentes que 
viven en las calles, los datos informan que sus actuales necesidades están principalmente 
ligadas a las llamadas necesidades “por deficiencia”, que hacen referencia a necesidades 
de sobrevivencia, alimentación y protección. En contraste, educación y salud no resultan 
ser principales prioridades en niñas y adolescentes en situación de calle. 


Con relación a este punto, es importante conocer los signos de placer sexual: la mujer alcanza el orgas- 
mo lentamente, mientras que en el hombre es mucho más sencillo, pues basta que eyacule para sentirse 
satisfecho. 

Woolfolk, 1996: 340. La necesidad es entendida como una categoría que hace referencia a un estado 
carencial de requerimientos materiales e inmateriales. Esta ausencia de algo indispensable o simple- 
mente necesario para la sobrevivencia está determinada por el contexto económico, social, cultural y 
psicológico en el cual se desenvuelve la persona o un grupo de personas. 
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Cuadro 43 
Principales necesidades en NASCs 





Tu necesidad principal está vinculada con N?* NASCs 
Sobrevivencia 29 
Alimentación 7 
Protección 5 
Compañía 4 
Recreación 3 
2 
0 




















Estudio 
Salud 
Total 50 




















Fuente: Boleta de encuesta 


La más importante necesidad de niñas y adolescentes en situación de calle está 
ligada al desarrollo de algún tipo de actividad lícita y/o ilícita que les permita generar 
un ingreso económico para resolver el problema cotidiano de la sobrevivencia. Otra 
necesidad prioritaria está vinculada con la carencia de instancias de protección frente a 
arbitrariedades, abusos, violación de derechos y/o delitos que cometen otras personas 
en contra de ellas. Sin lugar a dudas, esta tipología de necesidades, que básicamente 
prioriza los requerimientos materiales, obedece a las precarias condiciones de vida que 
prevalecen en niñas y adolescentes que sobreviven en las calles. 

Otro aspecto destacable en torno a las necesidades es el referido a las actividades 
recreativas o de diversión, pues, en función de las propias exigencias psicológicas de su 
edad, un importante número de niñas y adolescentes en situación de calle manifiesta 
que los juegos electrónicos y los “apivideos” constituyen elementos importantes en su 
vida cotidiana. En efecto, los denominados “tilines”, muy accesibles por su bajo precio, 
no solamente constituyen un espacio de recreación de las y los niños en situación de 
calle, sino también es un ámbito importante para la conformación y reproducción de 
relaciones sociales, pues son puntos de encuentro y reunión de niños, niñas y adoles- 
centes que trabajan y viven en las calles. Algo similar ocurre con los llamados “apivideos” 
concentrados en los alrededores del “Barrio Chino” y que, al margen de la diversión, 
ofrecen a sus clientes la posibilidad de alimentarse, pues por “dos bolivianitos” pueden 
ver videos, tomar api y/o comer un “silpancho”. Pero, al margen de esto, las niñas y ado- 
lescentes en situación de calle también los frecuentan para descansar o dormir por largas 
horas. Por ello, no es casual verlas durante prolongadas horas del día y/o de la noche. 
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Concebir a las sensaciones de “falta de algo” tan sólo como carencias implica res- 
tringirlas a sus ámbitos objetivos y/o subjetivos. Sin embargo, en la medida en que las 
necesidades comprometen, motivan y movilizan a las personas, se habla también de 
aspiraciones, deseos, anhelos, esperanzas y pretensiones (Max-Neef et al, 2000:1). 

En cuanto a las principales aspiraciones de las niñas y adolescentes callejeras, el 
72% aspira a dejar la subcultura de la calle y el restante 38% “piensa” que es “mejor” con- 
tinuar en la calle frente a la posibilidad de retornar a su hogar. Estos resultados conducen 
a inferir que la mayoría de ellas tiene implícitamente la certidumbre de que la calle no es 
y no se ha constituido en el espacio de libertad y de sobrevivencia que ellas esperaban 
y, en función de su vivencia cotidiana, están conscientes del daño físico, psicológico y 
sexual que implica hacer de la calle su única compañera. 

Sin embargo, en un buen número de ellas prevalece el imaginario de que requie- 
ren y dependen absolutamente de la calle para sobrevivir y que, si bien no les gusta vivir 
en la calle, no tienen otra mejor alternativa de sobrevivencia. En estos casos, el apego 
a la calle es tan fuerte que ha generado un deterioro físico y emocional que les impide 
proyectarse a un futuro más promisorio y tomar la decisión de modificar sus actuales 
condiciones de vida. 














Cuadro 44 
Principales aspiraciones en NASCs 
Principalmente desearías N* NASCs 
Dejar la calle 32 
Seguir en la calle 18 
Total 50 














Fuente: Boleta de encuesta 


Sin embargo, a pesar de las múltiples y enormes dificultades y amarguras que atra- 
viesan cotidianamente en las calles y de la idea de alejarse de la subcultura de la calle, 
la mayoría de las niñas y adolescentes que sobreviven en las calles no tiene la mínima 
intención ni el deseo de retornar al hogar. Al contrario, más bien, en ellas prevalece el 
deseo de hacer un hogar independiente lejos de su familia de origen y de la subcultura 
de la calle. 
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Cuadro 45 
Perspectiva de retorno al hogar en NASCs 

















Quisiera retornar a su hogar N* NASCs 
Si 8 
No 30 
No responde Ti 
Total 50 











Fuente: Boleta de encuesta 


Por la soledad, la falta de afectividad, los lazos de proximidad y la propia actividad 
sexual, varias niñas y adolescentes en situación de calle, con el propósito de consolidar 
relaciones conyugales, han conformado parejas “más o menos estables” con los propios 
compañeros de infortunio. A pesar de que tienen como único e indispensable requisito 
el mantenerse unidos “hasta donde se pueda”, en algunas de estas parejas existe un 
verdadero compromiso de obediencia, respeto, comprensión y fidelidad. Debido a esta 
realidad, en muchas de ellas prevalece el deseo de tener hijos y conformar una familia 
propia y estable. En este marco, y siendo por naturaleza la mujer la encargada de cuidar 
y asumir un rol maternal, su más ansiada aspiración está vinculada con la denominada 
centralidad materna. 




















Cuadro 46 
Situación de pareja en NASCs 
Tienes pareja N* NASCs 
Sí 23 
No 24 
No responde 3 
Total 50 

Fuente: Boleta de encuesta 





Cabe mencionar que estas aspiraciones, en la mayoría de los casos, constituyen 
verdaderas utopías, ya que, por las actuales condiciones de vida que prevalecen en las 
niñas y adolescentes que viven en las calles, estos deseos no guardan relación de corres- 
pondencia con la realidad concreta que diariamente les toca vivir. Sin pecar de pesimis- 
tas, va a resultar muy difícil que puedan abandonar la calle, se reinserten en el sistema 
escolar y logren un empleo e ingreso dignos. 
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Asimismo, los esfuerzos y las expectativas de mantener la estabilidad en pareja 
encontrarán grandes dificultades, pues se advierte que estas relaciones conyugales du- 
ran muy poco y se disuelven muy fácilmente. Vinculado con esta aspiración, a pesar 
de la voluntad de tener y hacer crecer hijos saludables, este deseo enfrentará serias 
dificultades por las propias características del entorno social que actualmente rodea a la 
madre/adolescente y al niño. 





























Cuadro 47 
Principales aspiraciones en NASCs 
Tu necesidad principal está vinculada con N* NASCs 
Trabajo 17 
Estudio 15 
Hogar rá 
Calle 11 
Total 50 
Fuente: Boleta de encuesta 
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CAPÍTULO CINCO 
Derecho y ciudadanía 


5.1. Derecho infantil 

En el marco legal, los “menores” están considerados bajo una doble dimensión: la in- 
dividual y la familiar. En cuanto a individuos, siempre han gozado de un status especial 
y, en cuanto a integrantes del núcleo familiar, se tuvo que esperar hasta principios del 
siglo XIX para que el derecho interviniera en sus vidas, ya que anteriormente fueron 
los progenitores, en particular los padres, los que regían la vida de los hijos (Biblioteca 
Encarta). 

A partir de 1802, el Estado comienza a interesarse y preocuparse por el “interés 
superior del menor”, a cuya merced se sacrifica y se cede el interés de los propios proge- 
nitores, Sin embargo, tuvo que transcurrir un poco más de un siglo, hasta la Convención 
de Ginebra, celebrada en 1924, para que los principios sociales y jurídicos relativos a la 
protección y el bienestar de los “menores” adquirieran un carácter público y universal. 
En este contexto, en 1989, sobre la base de la Declaración de Ginebra y la Declaración 
Universal de los Derechos del Niño de 1959, la Convención Internacional sobre los De- 
rechos del Niño consagra, en 54 artículos, el carácter independiente e indivisible de una 
serie de derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales para los niños, sin 
distinción alguna. Esta Convención ofrece la información más completa en torno a las 
necesidades de los niños y en relación con los elementos que la sociedad en su conjunto 
les debe proporcionar para su supervivencia, desarrollo, protección y participación en 
la vida de sus sociedades. Asimismo, divide los derechos fundamentales de los menores 
en tres grandes categorías: los derechos del niño a la supervivencia y el desarrollo, los 
derechos del niño a la protección y los derechos del niño a la participación. 
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Según Jiménez (1983), en el caso boliviano, durante la colonia, la protección del 
“menor” tenía una significación de caridad y beneficencia, signada por situaciones de 
privilegio para los menores españoles y criollos y de discriminación y marginalidad para 
los niños mestizos y nativos. En la época republicana, se ampliaron los centros de be- 
neficencia, principalmente por la enorme cantidad de huérfanos y abandonados como 
resultado de la Guerra de la Independencia y los conflictos bélicos del Pacífico y del 
Chaco. En 1934, se crea el Patronato Nacional de Huérfanos de la Guerra, llamado pos- 
teriormente Patronato Nacional de Menores, bajo la tutela del Estado, en favor de los 
menores, en particular de aquéllos en situación irregular y de abandono. 

A partir de 1938, se introduce en la Constitución Política del Estado la situación 
del menor, al modificar los artículos 165 y 167 del Código Civil que establecen una clasi- 
ficación de los hijos según su origen, pues, con anterioridad a esta época, teniendo en 
cuenta la situación de los padres y si éstos se hallaban o no unidos legalmente, se habla- 
ba de hijos legítimos y naturales. Con la nueva Constitución, desaparece esta diferencia- 
ción y se admite sin distinción de origen la igualdad de derechos y deberes de los hijos 
respecto de sus progenitores. Asimismo, al referirse a la Familia en la Sección Décima 
Quinta, artículos 131 al 134, se establece que “el matrimonio, la familia y la maternidad 
están bajo la protección de la ley, además reconoce la igualdad entre hijos, defendiendo 
la salud, física, mental y moral de la infancia, los derechos del niño al hogar, la educación 
y la amplia asistencia cuando el menor se halla en situación de abandono, enfermedad 
y desgracia”. 

El 11 de abril de 1955, en el gobierno de la Revolución Nacional, se instituye la 
Declaración de los Derechos del Niño Boliviano, que establece principios y disposicio- 
nes protectoras del niño; un día después, se institucionaliza el “Día del Niño Boliviano”. 
Esta norma -trascendental para la situación de la infancia- establece el derecho a nacer 
en condiciones adecuadas rodeado de las máximas atenciones higiénicas y médicas; el 
derecho a conocer a sus padres y llevar un nombre que no sea lesivo a su condición hu- 
mana ni constituir un estigma social de reconocimiento negativo; el derecho a todas las 
oportunidades de la vida, desde su nacimiento hasta el desarrollo completo de su perso- 
nalidad; el derecho a no ser maltratado moral o materialmente por los suyos o cualquier 
miembro de la colectividad; el derecho preferencial de protección y ayuda en relación 
con los otros miembros de la sociedad; el derecho a reclamar contra la explotación de 
su trabajo por parte del Estado, sus padres, tutores o apoderados; el derecho al respeto 
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de parte de los demás en cuanto a su dignidad y el goce de todo lo bello y, finalmente, 
el derecho a la protección integral de su vida. 

Posteriormente, la Constitución Política del Estado de 1967 establece los princi- 
pios de igualdad en todo ser humano y promulga en beneficio del niño el derecho a la 
vida, la salud y la seguridad, el derecho a trabajar y dedicarse al comercio, en condiciones 
que no perjudiquen el bien colectivo, el derecho a recibir instrucción y adquirir cultura 
y el derecho a la seguridad social, bajo la forma determinada y establecida por la Consti- 
tución y por el ordenamiento jurídico. 

En 1975, entra en vigencia el Código del Menor aprobado por Decreto Ley N* 
12538 de 30 de marzo de 1973, que consigna a la Dirección Nacional del Menor (DI- 
NAME) y la Dirección Regional del Menor (DIRME) como instituciones encargadas de 
prestar amparo y asistencia a los “menores”. La base filosófica de esta legislación de 
“menores” gira en torno a la “Doctrina de la Situación Irregular” que utiliza el término 
de “menor” con el significado de “objeto social” que requiere de una protección especial 
tutelado por un adulto por manifestarse como un ser incapaz y sin opinión válida. Den- 
tro de esta concepción filosófica, el denominado “menor” no ejercía derechos y debía 
ser tutelado como extensión de sus padres. 

En 1992, este Código fue abrogado y reemplazado por un nuevo Código del Me- 
nor, puesto en vigencia mediante Ley N* 1403 de 18 de diciembre de 1992 y reglamenta- 
do por Decreto Supremo N* 23469 de 7 de abril de 1993. Siete años más tarde, se abroga 
la Ley N* 1403 y, mediante Ley N* 2026 de 27 de octubre de 1999, entra en vigencia el 
Código del Niño, Niña y Adolescente que tiene como base filosófica la “Doctrina de la 
Protección Integral”, que ya llega a considerar al niño como un sujeto pleno de derechos 
y como un ciudadano que puede exigirlos.* Al respecto, en el Libro Primero del Código 
Niño, Niña y Adolescente se establecen los siguientes derechos: derecho a la vida y la 
salud, derecho a la familia, derecho a la nacionalidad e identidad, derecho a la libertad, al 
respeto y a la dignidad, derecho a la educación, a la cultura y al esparcimiento y derecho 
a la protección en el trabajo. 


4 Esta Doctrina de Protección Integral de la Niñez es asumida por el gobierno boliviano a través de la 
firma del documento de la Convención de los Derechos del Niño, el 8 de marzo de 1990, y ratificada el 
14 de mayo del mismo año con la promulgación de la Ley N* 1152. 


109 


A pesar de que la normatividad legal en Bolivia ha avanzado significativamente 
en favor de los sectores sociales tradicionalmente vulnerables, se advierten aún serias 
contradicciones en la interacción entre lo social y lo jurídico que se expresan en la vi- 
gencia de sistemas legales que denotan marcadas discrepancias entre la realidad social 
y la legislación. Bajo estas circunstancias, se advierte que los sistemas jurídicos/sociales 
presentan un marcado divorcio entre lo regulado por las normas y los valores que se 
intentan proteger y los valores y los hechos que en realidad se dan en la conducta de los 
grupos y personas a la que va dirigido el orden legislado (Arriaza, 1989). Esta realidad se 
explica porque, “discursiva y demagógicamente”, los países pobres y poco desarrollados 
cuentan con instrumentos jurídicos de avanzada que difícilmente pueden ser llevados a 
la práctica por la falta de recursos humanos, económicos e infraestructura. 

Ciertamente, en relación con las disposiciones legales directamente vinculadas con 
la niñez y la adolescencia, se ha avanzado mucho, pero simplemente en la formalidad del 
“papel”, ya que no existe la suficiente voluntad política para efectivizar las disposiciones 
aprobadas. Son tantas las leyes que se han promulgado que uno tiene la impresión que 
algo tiene que haber cambiado. Sin embargo, la información documental y la evidencia 
empírica revelan que, en la mayoría de los casos, la situación de la población más joven 
ha empeorado, en particular desde la aplicación de severos ajustes económicos a la so- 
ciedad. Así, por ejemplo, son varias las investigaciones que han constatado que son más 
niños, niñas y adolescentes que sobreviven en las calles, son más los trabajadores infanti- 
les, son mayores los riesgos de violencia sexual y son más numerosas las manifestaciones 
de violencia fáctica y simbólica contra este grupo poblacional. 

En este contexto de adversidad para la niñez y la adolescencia, uno de los princi- 
pales males sociales, que se constituye en una constante histórica y que afecta con dife- 
rentes niveles de intensidad a este grupo poblacional en toda sociedad, es la violencia. 
No obstante de sus repercusiones perniciosas, la violencia en contra de los niños, niñas 
y adolescentes, a través de sus diferentes dimensiones, se constituye en la violación más 
antigua y generalizada a los derechos humanos. A pesar de ello, las acciones masivas y 
concretas para formalmente enfrentarla y prevenirla son muy recientes y recién se inau- 
guran en la década de los 60 y 70. 

En 1962, la expresión “maltrato infantil” fue introducida y propuesta por el Dr. 
Henry C. Kempe, para tipificar a niños, niñas y adolescentes menores de 18 años de edad 
que, alguna vez, han experimentado un daño físico y/o daño psíquico, abuso sexual o 
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privación de cuidados básicos de forma no accidental por parte de sus progenitores o 
personas responsables de su cuidado y que se constituye en una amenaza para el normal 
desarrollo del niño. En la década de los sesenta, gracias a la labor de grupos feministas, 
la problemática social del maltrato infantil pudo salir del ámbito de lo privado y ser plan- 
teada como parte de las preocupaciones en la esfera de la política pública. En efecto, a 
fines de los 60 y principios de los 70, distintas corrientes feministas organizan grupos pro 
derechos de la mujer poniendo énfasis en el problema de la violencia intrafamiliar. Bajo 
este contexto histórico social, fue tan fuerte la presión ejercida por estas corrientes de 
mujeres que obligaron al Estado y la sociedad civil a poner en agenda pública el tema de 
la violencia en contra de las mujeres y los niños y a que se inauguren acciones concretas 
para su prevención, erradicación y penalización. 

En 1989, la Convención sobre los Derechos del Niño establece que es obligación 
del Estado proteger a los niños de todas las formas de malos tratos perpetrados por pa- 
dres, madres o cualquier otra persona responsable de su cuidado y establecer medidas 
preventivas y de tratamiento, En 1993, la Asamblea de las Naciones Unidas coloca en la 
agenda pública mundial el tema de la violencia contra la mujer como una violación a sus 
derechos humanos y adopta la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la 
Mujer que define a la violencia contra la mujer como todo acto violento que tiene como 
resultado un daño físico, psicológico y sexual para la mujer, así como las amenazas e 
intimidaciones que se producen tanto en la esfera pública como en la privada. En este 
mismo año, la Organización Panamericana de la Salud y la Organización Mundial de la 
Salud definen a la violencia intrafamiliar como un grave problema de salud pública. 

En el nivel nacional, en el desarrollo de políticas y acciones estatales orientadas a 
enfrentar la problemática social del maltrato y el abandono en niños, niñas y adolescen- 
tes, un paso muy importante se desarrolla entre 1993 y 1997 a través de la puesta en mar- 
cha de una serie de profundas reformas al Estado. En efecto, en el gobierno de Sánchez 
de Lozada, ante la constatación de que las políticas de ajuste no han logrado reactivar la 
economía y que existe un marcado deterioro en las condiciones de vida de las grandes 
mayorías nacionales, en particular de niños, niñas y adolescentes, se inaugura una serie 
de transformaciones estructurales con el propósito de establecer un crecimiento soste- 
nible de la economía y una mejora substancial en las condiciones de vida del boliviano. 

Surge una nueva concepción del concepto de desarrollo humano que hace refe- 
rencia a la ampliación de las opciones y las oportunidades de que disponen las personas, 
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en cuanto se refiere a tener una vida larga y saludable, poder acceder a los conocimientos 
y los códigos de la modernidad, así como disponer de un ingreso económico estable que 
les garantice un nivel de vida decoroso y libre de privaciones reñidas con los derechos 
humanos. Este nuevo enfoque que prioriza el impulso al desarrollo humano implica 
“formalmente” que el sistema económico debe estar -antes que nada- al servicio de la 
mejora del bienestar social y la seguridad humana (Grebe, 1997:13). Bajo este nuevo 
paradigma de desarrollo se considera al individuo como el principal objetivo y como el 
actor social central del desarrollo y, para ello, resultaba imprescindible incidir en el desa- 
rrollo de sus capacidades potenciales, brindar la posibilidad de su participación efectiva, 
facilitar el acceso equitativo a oportunidades y demostrar la necesidad de asumir res- 
ponsabilidades sobre su propio destino. En tal sentido, en función de la participación, la 
oportunidad y la responsabilidad individual y social -que son los principios formales de 
este nuevo enfoque de desarrollo humano- se inauguran las nuevas bases institucionales 
a través de las siguientes disposiciones legales. 


e El 17 de septiembre de 1993 se promulga la Ley N* 1493 que determina la refor- 
ma en la estructura del Poder Ejecutivo y se conforma el Ministerio de Desarrollo 
Humano con nueve Secretarías Nacionales, una Asesoría General y una Secretaría 
General. Asimismo, surgen la Subsecretaría de Asuntos de Género y la de Asuntos 
Generacionales del Ministerio de Desarrollo Humano, que comienza a preocupar- 
se por grupos poblacionales específicos e institucionaliza un enfoque de género 
y generacional que plantea la necesidad de desarrollar políticas sociales dirigidas 
a grupos poblacionales en función de especificidad etárea identificando necesida- 
des, intereses, roles y capacidades diferenciadas.* 

+ El 21 de marzo de 1994 se promulga la Ley N* 1544 de Capitalización, que es- 
tablece la conformación de sociedades de economía mixta con el propósito de 
dinamizar varios sectores económicos y combatir la pobreza entre los sectores 
más vulnerables. 
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La primera Subsecretaría busca la equidad de género y la lucha contra la discriminación y la violencia 
que afecta a los miembros de la familia y la segunda Subsecretaría busca promover los derechos de la 
niñez y la adolescencia y la difusión y el cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño. 


112 


+ — El20deabril de 1994 se dicta la Ley N” 1551 de Participación Popular, que modifica 
esencialmente las bases políticas y económicas de funcionamiento de los munici- 
pios y promueve la participación ciudadana en la priorización de necesidades y 
demandas. 

+ El7 de julio de 1994 se pone en vigencia la Ley N* 1565 de Reforma Educativa, 
que modifica el sistema educativo nacional en función de una política educativa 
que corresponda a las necesidades y los desafíos de una sociedad en proceso de 
modernización. 

+ Afines de julio de 1995, se promulga la Ley N? 1654 de Descentralización Adminis- 
trativa, que determina la descentralización del Poder Ejecutivo en el nivel departa- 
mental, a través de la transferencia de una serie de competencias y atribuciones a 
los gobiernos departamentales y locales. 

e  El29 de noviembre de 1996, a través de la Ley N* 1732 de Pensiones, se dispone 
la reforma del sistema de seguridad social con el propósito de buscar su soste- 
nibilidad y la posibilidad de generar recursos de ahorro interno a la economía 
nacional. 


En función principalmente de la promulgación de estas disposiciones legales, las 
acciones Operativas concretas que asume el Estado Boliviano en torno a la violencia en 
contra de los niños y las mujeres se inauguran en 1994 al aprobarse y ponerse en marcha 
el denominado Plan Nacional de Prevención y Erradicación de la Violencia contra la Mu- 
jer con el rango de estrategia nacional. El propósito de este Plan es superar obstáculos 
jurídicos, sociales y culturales que ubican a la violencia intrafamiliar en el ámbito privado, 
así como también promover acciones para prevenir, erradicar y sancionar la violencia en 
contra de las mujeres. En diciembre de 1995, este Plan da lugar a la promulgación de la 
Ley N? 1674, denominada Contra la Violencia en la Familia o Doméstica que reconoce, 
por primera vez, que la violencia en contra de la mujer, al ser denunciada, se convierte 
en un hecho de carácter público. Tres años más tarde, el 6 de julio de 1998, se promulga 
el Decreto Supremo N? 25087 que reglamenta la Ley contra la Violencia en la Familia O 
Doméstica. 

En este contexto de profundas reformas estructurales se destacan dos hechos: 
Por un lado, la conformación de una estructura nacional de defensa y protección de 
niños, niñas, adolescentes y mujeres en función de un nivel normativo nacional, un nivel 
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ejecutivo departamental y un nivel operativo municipal y, por otro lado, la instituciona- 
lización de las Brigadas de Protección a la Mujer y a la Familia, la conformación de las 
Defensorías de la Niñez y Adolescencia y de los Servicios Legales Integrales Municipales 
y la organización de Redes Sociales en torno a la problemática social de la violencia intra- 
familiar y la violencia en contra de los niños. 

Las Brigadas de Protección a la Mujer y a la Familia inician sus actividades en marzo 
de 1995, como instancias especializadas y operativas dependientes de la Policía Nacional, 
ofreciendo las 24 horas del día servicios de auxilio, protección y prevención a víctimas de 
la violencia. El objetivo principal de esta instancia policial es contribuir a la disminución 
de la violencia intrafamiliar o doméstica en contra de las mujeres y de los niños a partir 
de la ayuda y/o auxilio a las víctimas. Según el Artículo 26? de la Ley N* 1674, su función 
principal es la de practicar las diligencias policiales orientadas a la individualización de 
los autores y participes, reunir o asegurar los elementos de prueba y prestar auxilio ne- 
cesario e inmediato a las víctimas (Defensor del Pueblo, 2003). 

Las Defensorías de la Niñez y Adolescencia fueron creadas el 17 de julio de 1996 
mediante Ley N% 1702, referida a las Modificaciones y Ampliaciones a la Ley N 1551 
de Participación Popular. Posteriormente, esta disposición legal fue reglamentada por 
el Decreto Supremo N? 24447, de 20 de diciembre de 1996, que, en su Artículo 33% 
del Capitulo IV, define a la Defensoría del Niño, Niña y Adolescente como un servicio 
municipal permanente de protección y defensa sociojurídica dependiente del gobierno 
municipal. El objetivo de estos servicios municipales es precautelar la vigencia de los 
derechos del niño, niña y adolescente, de conformidad al marco legal previsto en el 
Código Niño, Niña y Adolescente y otras instancias legales. 

De acuerdo a las disposiciones de la Ley N 1674, promulgada el 15 diciembre de 
1995, y el Decreto Supremo N* 25087 de 6 de julio de 1998, se conforman los Servicios 
Legales Integrales Municipales como mecanismos descentralizados y brazos operativos 
en la lucha frente a la violencia en contra de las mujeres. El Artículo 20% de la norma re- 
elamentaria señala que los Servicios Legales Integrales Municipales (SLIMs) constituyen 
organismos de apoyo para la lucha contra la violencia en la familia y que deben funcionar 
en los diferentes municipios del país, como parte integrante de los Programas Munici- 
pales de la Mujer. El principal objetivo de los Servicios Legales Integrales Municipales es 
contribuir a la prevención y la atención de manifestaciones de violencia intrafamiliar y de 
violencia doméstica, proporcionando tratamiento social, psicológico y legal apropiado a 
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las denuncias de los y las usuarias. Entre otros propósitos, los SLIMs buscan sancionar la 
violencia y discriminación contra la mujer, capacitar a grupos de mujeres, sensibilizar a 
autoridades y conformar redes de defensa de la mujer. 

Las Redes Sociales son resultado de iniciativas de la sociedad civil para desarrollar 
procesos de atención y de prevención de la violencia intrafamiliar con el propósito de 
articular los servicios de atención de la violencia intrafamiliar con diversas organizacio- 
nes sociales comunitarias. La importancia de la Red radica en el hecho de unir esfuerzos 
y coordinar acciones entre las instancias públicas o privadas vinculadas con la violencia 
en razón de género. Conceptualmente, estas Redes Sociales deberían estar conformadas 
por el Estado, las alcaldías, las organizaciones sociales de base, las universidades, los 
sindicatos, las juntas vecinales, las organizaciones no gubernamentales, la iglesia y los 
medios de comunicación social. 

Si bien las reformas al Estado y la conformación de nuevas instituciones “estable- 
cen formalmente” ampliar opciones y oportunidades de que disponen las personas para 
ejercer su ciudadanía y “desarrollan un nuevo estilo de gestión pública” en términos de 
participación y control ciudadano, existen serios indicios para sostener que el ejercicio 
efectivo de la ciudadanía no se ha desarrollado ni antes ni después de estas reformas 
estructurales. 


5.2. Plan de Violencia Sexual 
Entre las múltiples formas de violencia que sufren las mujeres, principalmente las más 
jóvenes, tanto en ámbitos públicos como privados, se halla la violencia sexual. Según da- 
tos proporcionados por los servicios municipales y la policía nacional, la violencia contra 
las mujeres es uno de los 10 delitos más denunciados y el 90 por ciento de las víctimas 
que denuncian agresiones de tipo sexual son mujeres (El Diario, 25.11.05). A finales de 
la década de los noventa, por las dimensiones alarmantes que va alcanzando, por las le- 
siones no sólo físicas, sino también por el daño psicológico que atenta contra la dignidad 
humana de las personas y en respuesta a las necesidades y demandas de la sociedad y los 
compromisos internacionales asumidos, el Estado boliviano decide prevenir y enfrentar 
este flagelo social través de la promulgación de una serie de disposiciones legales. 

En octubre de 1999, mediante Ley N* 2033 denominada de Protección a las Víc- 
timas contra la Libertad Sexual, introduce modificaciones al Código Penal, dejando de 
considerar a la violación como “solamente” un atentado a las buenas costumbres y tipi- 
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ficándolo como un delito a la libertad sexual. Asimismo, estas modificaciones incluyen 
los delitos de violación al niño, niña o al/la adolescente con una sanción de privación de 
libertad de 15 2 20 años, sin derecho a indulto, así no haya uso de la fuerza O intimidación 
y así se alegue consentimiento de la víctima. 

En la gestión 2004, se promulga el Plan de Violencia Sexual 2004-2008 como un 
instrumento de orientación y seguimiento para encarar la problemática de la violencia 
sexual con la mayor seriedad y responsabilidad institucional. Este Plan plantea los si- 
guientes aspectos: 


Fin 

e Contribuir a reducir la violencia sexual y sus consecuencias en las mujeres, ado- 
lescentes, niñas y niños de Bolivia con un abordaje integral basado en la equidad 
de género y los derechos sexuales y reproductivos como parte de los derechos 
humanos. 


Propósito 

e Contribuir a que los servicios de salud formen parte de un modelo de abordaje 
integral con enfoque de género, generacional e interculturalidad que dé respuesta 
a la violencia sexual. 


Resultados 

e Fortalecer las redes de servicios de salud priorizando el nivel primario de atención 
para mejorar la disponibilidad y calidad de atención integral de las mujeres, ado- 
lescentes, niñas, niños y personas con necesidades especiales en lo que se refiere 
a la violencia sexual. 


e Contribuir al funcionamiento articulado de las redes de servicios y las redes socia- 
les para el abordaje integral de la violencia sexual. 


+ Promover el empoderamiento de las mujeres, adolescentes, niñas, niños y perso- 
nas con necesidades especiales para que ejerzan sus derechos en cuanto a preven- 
ción, detección, denuncia, atención y recuperación de las víctimas y sobrevivientes 
de la violencia sexual. 
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Líneas Estratégicas de Acción 


+ Mejoramiento de la calidad de los servicios a través de procesos de capacitación y 
supervisión de los prestadores de servicios en cada municipio. 


+  Empoderamiento social con enfoques de género, generacional e interculturalidad 
y el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos, principalmente de las víc- 
timas y probables víctimas de la violencia sexual. Asimismo, se tiene previsto pre- 
venir y enfrentar la violencia sexual con el apoyo de las organizaciones territoriales 
de base. 


En noviembre de 2005, el Viceministerio de la Mujer presenta el Modelo de Pre- 
vención, Detección y Atención Integral a las Víctimas de la Violencia Sexual que contem- 
pla tres ámbitos de acción: salud, justicia y apoyo psicológico. El ámbito de la salud 
contempla la atención en casos de violencia sexual como emergencia médica; en tanto 
prevención del embarazo producto de violación, el ámbito de la justicia se propone 
proporcionar seguridad y protección legal y justicia ágil y oportuna y, finalmente, en el 
ámbito psicológico, la correspondiente atención y el apoyo psicológico a la víctima. 


5.3. Protección a menores” alteños 

Desde mediados de la década de los ochenta, frente a la emergencia de una sociedad 
cada vez más numerosa de niños, niñas y adolescentes en situación de orfandad, aban- 
dono, maltrato, explotación y discapacidad, ha surgido una serie de instancias privadas 
y públicas con el propósito de implementar acciones dirigidas a la protección, defensa y 
promoción de los derechos en estos grupos poblacionales que no habían sido conside- 
rados anteriormente como grupos beneficiarios y/o destinatarios. En principio, frente a 
las limitaciones de las instituciones estatales, sobresale la labor de las organizaciones no 
gubernamentales y de la iglesia católica que llenan un vacío institucional desarrollando 
una serie de acciones sectoriales en favor de niños, niñas y adolescentes. Posteriormen- 
te, a mediados de la década de los noventa, producto de la reciente preocupación estatal 
efectiva por los niños, niñas y adolescentes, surge la intervención de organismos guber- 
namentales a partir de acciones desarrolladas por instancias estatales dependientes de 
organismos policiales, la prefectura y el municipio. 
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En la actualidad, se advierte la presencia numerosa de organizaciones no guber- 
namentales y, en menor cantidad, de instituciones estatales que desarrollan acciones en 
favor de niños, niñas y adolescentes alteños, en particular de aquéllos que se hallan en 
situación de riesgo y alto riesgo. Se estima que existen alrededor de 50 organizaciones 
no gubernamentales que trabajan con la problemática del “menor en alto riesgo” a partir 
de acciones de educación, capacitación laboral, apoyo social, defensa legal, desarrollo 
integral y rehabilitación física y/o educación especial. * 

En el marco de las ONGs, sobresale la labor institucional desarrollada por Defen- 
sa de los Niños Internacional y ENDA-Bolivia, las que básicamente buscan disminuir el 
tiempo de permanencia definitiva o temporal en las calles de niños, niñas y adolescen- 
tes, la reinserción familiar, la recuperación de los principales agentes de socialización, la 
eliminación del consumo de drogas y la denuncia de situaciones de abuso y maltrato por 
parte de los adultos. En el caso de las instituciones dependientes del Estado, a pesar a su 
número muy reducido, resaltan las acciones realizadas por las Defensorías de la Niñez y 
de la Adolescencia (DNAs) y los Servicios Legales Integrales Municipales (SLIMs); ambos 
servicios municipales trabajan bajo la supervisión de la Dirección de Género y Gestión 
Social, instancia que, a la vez, es dependiente del gobierno municipal de la ciudad de 
El Alto. 

A pesar de la existencia de instituciones públicas y privadas y la conformación 
formal de una Red de Prevención y Atención de la Violencia en contra de niños, niñas, 
adolescentes, jóvenes y mujeres, en la labor institucional de la instancia sociales que con- 
forman la Red se advierte una dispersión de los acciones institucionales, la duplicidad 
de labores, la contradicción de esfuerzos, la carencia de coordinación y la falta de una 
política social consensuada, real y eficaz para afrontar la problemática social del maltrato 
y la violencia. No existe un ente que planifique y fiscalice, ni institución que articule ac- 
ciones sobre la base de una política global para lograr un mayor impacto en programas y 
proyectos dirigidos a niños, niñas y adolescentes.” Se considera que, en cierta medida, 
las deficiencias en la atención y la persistencia de manifestaciones de maltrato infantil 


1% El departamento que contaba con más instituciones era Santa Cruz (27,3%); en segundo lugar, se ubi- 
caba Cochabamba (20,5%) y, en tercer lugar, el departamento de La Paz (19%). 

7 Enelcaso de las ONGs, la mayoría de ellas trabaja en función de sus propios planes e intereses, no en 
el marco de una política nacional y, por lo general, no dan cuenta de sus estados financieros, 
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también se explican por esta falta de mecanismos de coordinación institucional que po- 
sibiliten aunar esfuerzos operativos con el afán de minimizar costos y optimizar recursos 
institucionales en el desarrollo de procesos de protección, asistencia y prevención de 
situaciones de maltrato en niños, niñas, adolescentes y mujeres. 


5.4. Dirección de Género y Gestión Social 

Esta instancia municipal fue creada formalmente mediante Resolución Concejal N? 
060/2000, en fecha 10 de julio del año 2000, en cumplimiento al Art. 8 Apartado [, nume- 
rales 14 y 20 de la Ley de Municipalidades, bajo la dependencia de la Oficialía Mayor de 
Desarrollo Humano y Cultura y con la responsabilidad de crear la condiciones objetivas 
y subjetivas para que niños, niñas, adolescentes, jóvenes, mujeres, adultos mayores y, en 
definitiva, las familias desarrollen integralmente todas sus potencialidades. 

En el 2001, inaugura sus actividades con la estructuración de equipos interdisci- 
plinarios conformados por profesionales en el campo de la psicología, el derecho y el 
trabajo social. Estos equipos multidisciplinarios proporcionan servicios especializados 
en las áreas de asistencia, prevención y promoción de los derechos en niños, niñas, 
adolescentes, jóvenes, mujeres y adultos mayores a través de la labor institucional de las 
Defensorías de la Niñez y Adolescencia, los Servicios Legales Integrales Municipales, la 
Unidad de Asuntos Juveniles y la Unidad de la Persona con Discapacidad y del Adulto Ma- 
yor. Con la finalidad de cumplir con atribuciones y objetivos establecidos por la norma 
legal, las DNAs y los SLIMs desarrollan acciones en dos grandes campos: la prevención 
y la restitución de los derechos fundamentales en niños, niñas, adolescentes y mujeres, 
cuando éstos son amenazados o vulnerados (Viceministerio de Asuntos de Género, Ge- 
neracionales y Familia, 2000: 8). 


+ La dimensión preventiva engloba dos aspectos: por un lado, a todas las disposi- 
ciones encaminadas a evitar toda forma de infracción o violación de los derechos 
fundamentales de la niñez, la adolescencia y las mujeres y, por otro lado, al conjun- 
to de acciones dirigidas a preparar o crear condiciones favorables de protección 
en favor de estos grupos poblacionales, así como el fortalecimiento de la familia 
como principal espacio de desarrollo y formación. 


119 


e La dimensión restitutiva, una vez valorada la consulta o denuncia, presenta dos 
alternativas de abordaje de la misma: por un lado, viabiliza la solución del conflicto 
por la vía de la conciliación entre las partes involucradas y, por otro lado, en caso 
de tratarse de conflictos sociales con relevancia jurídica, encamina la misma ante 
las autoridades jurisdiccionales del juzgado, jueces ordinarios o jueces de partido 
de provincias y promueve el proceso judicial resguardando los derechos de niños, 
niñas, adolescentes y mujeres. 


En función de ambas dimensiones y con el propósito de alcanzar resultados integrales 
en las tareas de prevención y restitución de los derechos en niños, niñas, adolescentes 
y mujeres, las DNAs y los SLIMs, según normas institucionales establecidas, deben desa- 
rrollar los siguientes servicios: 


e Promoción y Difusión, que permitan identificar necesidades y demandas de niños, 
niñas, adolescentes y mujeres, así como los niveles de cumplimiento de sus dere- 
chos en el distrito municipal correspondiente, de modo que, sobre la base de esta 
información, se pueda sensibilizar y motivar la participación de la comunidad y se 
puedan orientar los cambios o adecuación de contenidos, método y gestión de las 
instituciones gubernamentales y no gubernamentales, promoviendo la constitución 
de redes institucionales que garanticen una acción integrada y complementaria. 


e Orientación e Información, que posibiliten dar a conocer, orientar tanto a los de- 
nunciantes, interesados, comunidad, así como a niños, niñas, adolescentes y muje- 
res, los pasos que se deben seguir y los mecanismos que pueden utilizar para que 
se cumplan los derechos que la ley establece. 


* Prevención y Vigilancia, que contribuyan a difundir y alertar a las instituciones y a 
la comunidad en general sobre situaciones de riesgo identificadas, vigilar el cum- 
plimiento de los derechos y, además, apoyar el desarrollo de iniciativas conjuntas 
para su prevención. 


+ Atención de Casos, en caso de maltrato físico, psicológico y emocional, tanto de 
parte de la familia como de la comunidad, así como también referente a proble- 
mas familiares, siempre que no exista juicio vigente en términos de alimentación, 
pensiones, tenencia, reconocimiento voluntario de niños y adolescentes no re- 
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conocidos por sus padres y en todas las situaciones de omisión, negligencia e 
incumplimiento de los derechos fundamentales de la niñez, adolescencia y de las 
mujeres. 


En la actualidad, en la ciudad de El Alto están funcionando 4 DNAs y 3 SLIMs con 
una cobertura sobre los 9 distritos municipales de la ciudad de El Alto. Su ubicación 
actual se ilustra en los Cuadros 48 y 49. 


Cuadro 48 
Defensoría de la Niñez y Adolescencia 
Ubicación geográfica y cobertura 


























Defensoría Ubicación Cobertura 
N2] Cruce a Viacha Distrito Municipal 1 y 8 
Ne Il Av. 6 de Marzo Distrito Municipal 2 y 6 
Ne 111 Villa Adela, Av. Junín N* 1, Distrito Municipal 3 y 4 
Ne IV San José de Yunguyo Distrito Municipal 5, 7 y 9 





Fuente: Elaboración propia. 


Cuadro 49 
Servicios Legales Integrales Municipales 
Ubicación geográfica y cobertura 


























SLIMs Ubicación Cobertura 
SLiMs | Villa Esperanza, Av. Arzabe | Distrito Municipal 5,6 y7 
SLiMs Il Av. 6 de Marzo Distrito Municipal 1, 2, 3 y 8 
SLiMs Il Río Seco, Av. Rondonia Distrito Municipal 4 y 9 





Fuente: Elaboración propia. 


Según información documental y evidencia empírica, se sabe que las Defensorías 
atienden diariamente -en promedio- entre 9 y 13 denuncias nuevas y realizan el segui- 
miento de entre 6 y 9 casos abiertos, totalizando por día un promedio de 20 a 25 casos 
atendidos entre “denuncias nuevas” y “denuncias en proceso de seguimiento” (Moreno, 
2004). Si bien resulta dificultoso establecer espacios fronterizos entre los diferentes ti- 
pos de violencia y maltrato en contra de niños, niñas y adolescentes, en vista de que la 
violencia física puede ir acompañada de violencia psicológica y, en algunos casos, de 
violencia sexual, se advierte que, en orden de incidencia, prevalecen las denuncias por 
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maltrato físico, la privación de cuidados básicos, la irresponsabilidad de los progenitores 
y el maltrato psicológico. En orden de importancia, los factores que predisponen al mal- 
trato infantil están vinculados, por un lado, con la precariedad económica familiar y con 
las malas relaciones de pareja y, por otro lado, con la situación por la que atraviesan los 
hijos y con los problemas de alcoholismo que prevalecen principalmente en los jefes de 
hogar varones (Moreno, 2004). 

En los SLIMs se atienden en promedio entre 20 a 30 casos diarios y, según profe- 
sionales que integran los equipos multidisciplinarios, el número de denuncias se incre- 
menta considerablemente después de los fines de semana y de diversos acontecimien- 
tos sociales festivos donde ya es lugar común el consumo de bebidas alcohólicas, La 
mayoría de estas denuncias está vinculada principalmente con las agresiones físicas, el 
maltrato psicológico, la asistencia familiar y la irresponsabilidad paterna. Asimismo, se 
sabe que las mujeres que tienen mayores dificultades familiares sigenadas por manifesta- 
ciones de violencia y maltrato son las más jóvenes y las que se encuentran en situación 
de concubinato, siendo los casos más dramáticos relacionados ya no a la violación de 
derechos, sino a delitos que atentan contra la integridad física de las mujeres, pues, a 
veces, las lesiones físicas son tan graves que se tiene que derivar a la víctima a un centro 
hospitalario y, en el peor de los casos, el daño es tan irreversible que lamentablemente 
conduce a la muerte de la víctima (Moreno, 2005). 

En DNAs y SLIMs se advierte que son muy reducidas las denuncias de violencia 
y maltrato sexual, a pesar de ser realidades muy frecuentes y bastante extendidas prin- 
cipalmente en el entorno familiar. Esta realidad se explica porque resulta muy difícil 
reconocer y aceptar para las mujeres, y no solamente para las niñas y adolescentes, que 
las agresiones sexuales son delitos, en vista de que fueron criadas para ser compla- 
cientes y para asumir el rol de satisfacer los deseos sexuales del hombre. En función de 
esta realidad, la información estadística proporcionada por ambos servicios municipales 
pone en evidencia dos características fundamentales de la violencia sexual: invisibilidad 
y subregistro. La invisibilidad sería resultado de ciertas actitudes y prácticas patriarcales 
machistas que Obligan a las víctimas a negar, enmascarar y, en consecuencia, a no denun- 
ciar este tipo de maltrato en instituciones públicas O privadas. 

En relación con el subregistro, los resultados del Proceso de Construcción de un 
Modelo de Atención Integral para Víctimas y Sobrevivientes de Violencia Sexual han 
comprobado que, al momento, no existe un sistema de información confiable y estanda- 
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rizado que brinde datos concretos sobre la magnitud de la problemática de la violencia 
sexual, complicando la labor del diseño de estrategias y políticas de lucha contra este 
tipo de maltrato (IPAS/BOLIVIA, 2001). 

Esta realidad implica que existen serias dificultades y limitaciones para captar y re- 
gistrar la incidencia y la prevalencia de la violencia sexual en niñas, adolescentes, jóvenes 
y mujeres adultas. La situación se torna más preocupante en el caso de aquellas niñas y 
adolescentes que se encuentran en situación de alto riesgo que son víctimas o posibles 
víctimas de la violencia sexual, pues no se sabe qué se está haciendo y los logros que se 
están alcanzando en beneficio de estos grupos sociales extremadamente vulnerables. 

Para evaluar el impacto de las acciones que desarrolla una institución como cate- 
goría real y concreta, es importante tomar en cuenta tres dimensiones principales: la ex- 
presión explícita que contempla una serie de normativas legales, los aspectos implícitos 
que engloban a normas, costumbres, creencias y valores consuetudinarios y, por último, 
los resultados de su aplicación. 

Si bien existe el marco jurídico que establece la constitución y el funcionamiento 
de las DNAs y los SLIMs, una serie de factores objetivos y subjetivos, así como internos 
y externos entorpecen el cumplimiento de los propósitos bajo los cuales fueron confor- 
mados estos servicios municipales. Es el caso de los componentes socioculturales que 
aluden a los conocimientos, la idiosincrasia, la ideología y los imaginarios que prevalecen 
tanto en quienes aplican las políticas públicas como en los beneficiarios de la norma. 

El análisis de estos elementos permite inferir que en las acciones de prevención 
y atención de casos que cumplen DNAs y SLIMs se advierten ciertas “luces y sombras”. 
Así, por ejemplo, las acciones de los profesionales de los equipos multidisciplinarios es- 
tán sienadas por dos modelos de atención que básicamente se expresan en posiciones: 
asistencialistas y tecnocráticas desarrollistas. Por un lado, se percibe que las acciones 
asistencialistas institucionales no consideran a la prestación de sus servicios como un de- 
recho ciudadano y tampoco incorporan al individuo y la comunidad en la organización 
y el control social del servicio. Atienden las denuncias en forma asistencial, superficial, 
abordando la atención de casos solamente en sus aspectos externos más visibles, sin 
profundizar su multicausalidad y complejidad, proporcionado una atención masificada, 
incompleta y eventual. Así, por ejemplo, en estas oficinas, generalmente, sólo se remi- 
ten a recibir denuncias y no se realiza una labor efectiva para sancionar al victimario y/o 
mitigar el daño ocasionado en la víctima. 
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En algunas acciones, se intenta establecer un enfoque multidimensional y multi- 
disciplinario del problema del maltrato y la violencia. Sin embargo, no se profundiza en 
el análisis del modo de vida, los valores culturales y las relaciones sociales presentes en 
esta situaciones violentas, quedándose en una concepción individualista de la acción 
maltratante y, por lo tanto, no se la visualiza como un problema social que es producto 
del proceso interactivo entre individuos y sus ambientes sociales concretos. Al margen 
del paradigma que asuman los y las proveedoras de servicios municipales, también se 
observa cierta tendencia a desarrollar acciones “conductistas y difusionistas”. En tal sen- 
tido, intentan modificar conocimientos, actitudes y prácticas a través del “saber” pro- 
fesional, que es considerado “verdadero, único e irrefutable”, sin tomar en cuenta la 
complejidad y la realidad social de la “víctima”. Por otro lado, para sensibilizar y generar 
una cultura de la denuncia, solamente desarrollan algunos cursos, talleres, seminarios 
y esporádicamente difunden cartillas, folletos, afiches y mensajes sin establecer una re- 
lación comunicativa efectiva que contribuya a la internalización de los que se quiere 
transmitir y socializar. 

Con estas serias limitaciones teóricas y técnicas, apenas alcanzan a ofrecer servi- 
cios de atención de casos y están lejos de realizar acciones preventivas sostenidas, tal 
como la ley lo establece. Se considera que esta compleja realidad se explica también por 
la falta de voluntad política en términos de: 


e Falta de correspondencia entre la oferta y la demanda de los servicios. 
* Bajo presupuesto económico. 

* Insuficientes recursos humanos e infraestructura. 

* Carencia de procesos de institucionalización de cargos. 

e Falta de capacitación en el personal. 

+ Bajas remuneraciones salariales e inestabilidad laboral. 

* Ausencia de mecanismos efectivos de participación y control social. 

* Falta de estrategias de comunicación e información. 


A estas limitantes de orden externo e institucional, se suman algunas cuestiones 
de orden subjetivo que prevalecen en las usuarias O potenciales usuarias, que resultan 
ser importantes elementos que también dificultan y/o limitan la acción efectiva de estos 
servicios municipales. Entre estos factores principales se mencionan a: 
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e Subsistencia de imaginarios patriarcales y machistas. 

e Carencia de una cultura de la denuncia. 

* Desconfianza en los servicios estatales. 

e Barreras culturales entre proveedores y usuarios de servicios. 


En relación con el impacto que tienen estos servicios municipales, resulta dificul- 
toso establecer con exactitud si los índices de violencia y maltrato en contra de niños, 
niñas y adolescentes están disminuyendo o, en su defecto, incrementándose; es decir, 
ante la carencia de registros estadísticos confiables de casos de violencia y/o número de 
denuncias, no se puede establecer si esta problemática social se encuentra en alza o en 
baja. Si bien es posible superar esta dificultad cuantitativa con la aplicación de nuevas 
tecnologías y la construcción de un sistema municipal de información en violencia, se 
deduce que también resulta difícil conocer las transformaciones que está provocando la 
labor institucional de estos servicios municipales en relación con las causas, los procesos 
y los efectos que provoca el maltrato y la violencia en la población más joven. 


5.5. Salvaguardar derechos 

En el país, con el agravante del abuso del poder y la fuerza, prevalece la discriminación, 
la marginalidad y el atropello a la dignidad de sectores sociales tradicionalmente más vul- 
nerables. La situación se torna preocupante en el caso de niñas y adolescentes en situa- 
ción de calle, a quienes, a pesar de las disposiciones legales, se les niegan sus legítimos 
derechos de participación, libertad y existencia, pues sistemáticamente se las excluye 
tanto de las políticas públicas como de la labor institucional de instancias dedicadas a su 
protección. No forman parte de la agenda pública y no son una preocupación prioritaria. 
Por ello, es importante conocer sus vivencias, sus dificultades y su propia cosmovisión 
para que se tome conciencia de que son también sujetos sociales de derecho. Más allá 
de los avances en el “papel”, los discursos demagógicos y la conformación “formal” de 
instituciones, el cumplimiento de los derechos en este grupo poblacional de alto riesgo 
aún es un asunto pendiente, pues no recibe una intervención humanizada, se lo consi- 
dera como un grupo poblacional “irredimible”, se olvida que son sujetos de derechos 
y, sobre todo, que son seres humanos como cualquier otro miembro de la sociedad y, 
en correspondencia con esta realidad, no se toma en cuenta el costo social en términos 
humanos que se tendrá en caso de no rehabilitarlo y reinsertarlo en la sociedad. 
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En la labor institucional de las DNAs y los SLIMs, se ha constatado que no se de- 
sarrollan acciones eficaces y eficientes por la falta de reconocimiento de las diferentes 
dimensiones de la ciudadanía, es decir, no se ve a niñas y adolescentes en situación 
de calle como sujetos de pleno derecho frente al Estado y la sociedad civil y, al no ser 
socialmente reconocidas como personas por el solo hecho de vivir en las calles, se les 
está limitando su horizonte social de posibilidades y de oportunidades mínimas para 
construir una vida digna. 

Independientemente de que las agresiones sexuales sean leves o graves, las niñas 
y adolescentes que sobreviven en las calles afirman “no tener o no saber” a dónde y/o 
a quién acudir para pedir una ayuda efectiva y, por lo tanto, se ven obligadas a guardar 
y aguantar en “secreto”, en “silencio”, la agresión sexual que se ha cometido en contra 
de su persona y su sexualidad. Paradójicamente, los resultados revelan que, cuando las 
niñas y adolescentes en situación de calle tienen dificultades y situaciones de maltrato 
sexual, acuden para solicitar apoyo principalmente a sus compañeros de la calle y a los 
policías que, en muchos casos, resultan ser sus propios victimarios. Asimismo, se ad- 
vierte que son muy pocas las niñas y adolescentes en situación de calle que acuden a las 
instituciones públicas o privadas en caso de necesidades y dificultades. 























Cuadro 50 
Principales agentes de protección en NASCs 
Principal protector N* NASCs 
Amigos 26 
Policía 11 
ONGs ile 
DNAs 6 
SLIMs 0 
Familiares 0 
Total 50 











Fuente: Boleta de Encuesta 


En el caso de las Defensorías de la Niñez y Adolescencia y los Servicios Legales 
Integrales Municipales, entre las razones que explican esta tendencia a no denunciar si- 
tuaciones de maltrato y a no acudir a estas instituciones se destacan: el desconocimiento 
de estos servicios municipales, el no reconocimiento de la violencia sexual como un 
delito o una violación a sus derechos, el silencio cómplice ante experiencias de violencia 
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sexual, el temor a las consecuencias que pueda ocasionar una denuncia y la vergijenza o 
el miedo a la reacción de victimarios, familiares, autoridades o proveedores de servicios. 
Por estas razones, aceptan ser sexualmente atacadas, viven en silencio y bajo el temor de 
que las agresiones sexuales se repitan. 


Cuadro 51 
Conocimiento de DNAs y/o SLIMs en NASCs 


Conoces DNAs y/o SLIMs N* NASCs 
Sí 35 
No 15 
Total 50 


Fuente: BoLETA DE ENCUESTA 


























Como en otras tantas dimensiones de la vida, conocer no implica necesariamente 
utilizar. En efecto, niñas y adolescentes en situación de calle, por sus condiciones de vida, 
“conocen” muchas instituciones públicas y privadas que trabajan en sus problemáticas 
sociales específicas en términos de centros de observación, rehabilitación, internación y 
de hogares transitorios. Sin embargo, voluntariamente no acuden a estas instituciones, 
sino acuden a sus oficinas generalmente de manera forzada por una serie de circunstan- 
cias, Consultadas por esta realidad, señalan que solamente van a las instituciones por la 
necesidad coyuntural de vestido, alimentación y la necesidad de ser referidas y/o recibir 
la ficha de internación provisional para algún hogar transitorio o centro de acogida. 

















Cuadro 52 
Uso de DNAs y/o SLIMs en NASCs 
Ha utilizado estos servicios N* NASCs 
Si 20 
No 28 
No responde 2 
Total 50 














Fuente: Boleta de Encuesta 
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En algunas niñas y adolescentes en situación de calle que han tenido algún 
tipo de relación y/o acercamiento a las DNAs y/o los SLIMs, se advierte una marcada 
desconfianza hacia los y las funcionarios de estos servicios municipales, demostrando 
un comportamiento esquivo, receloso, rebelde y contradictorio. Según información tes- 
timonial, este comportamiento se explica por la experiencia personal que se tiene de 
estas oficinas, que son consideradas como intimidantes, de trato vertical, donde no pre- 
valece el diálogo sincero y donde también son agredidas. A ello, se agrega el trauma de 
una posible internación o privación de su “libertad ambulatoria” para “desintoxicarlas” y 
alejarlas de las calles. * 














Cuadro 53 
Atención de DNAs y/o SLIMs en NASCs 
Tipo de atención N* NASCs 
Buena 6 
Mala 5 
Regular 9 
Total 20 











Fuente: BoLETA DE ENCUESTA 


Estas realidades descritas suponen que otra de las grandes dificultades que en- 
frentan las DNAs y los SLIMs en la atención de niñas y adolescentes en situación de calle 
víctimas o posibles víctimas del maltrato sexual está vinculada con la falta de adecuados 
procesos de información y de comunicación. En la dimensión informativa, se nota una 
bidimensionalidad: por un lado, no se informa a las niñas y adolescentes en situación de 
calle sobre dónde pueden acudir en busca de apoyo y de ayuda en casos de violencia 
sexual y, por otro lado, las víctimas no informan de las agresiones sexuales que sufren 
en diferentes espacios públicos y privados.” Asimismo, de la información obtenida se 
desprende que resulta muy difícil para la mayoría de las niñas y adolescentes callejeras 


Sin embargo, en el caso de algunas niñas y adolescentes en situación de calle que frecuentan la orga- 
nización no gubernamental ENDA-Bolivia, superada la inicial y justificada desconfianza, se advierte el 
establecimiento de relaciones afectivas y de pertenencia con los funcionarios y con la institución. 

Al igual que en los adultos, en niñas y adolescentes en situación de calle no existe la tendencia a desa- 
rrollar una cultura de la denuncia. 
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denunciar que fueron sexualmente agredidas porque desde pequeñas se les instruye 
que las personas adultas siempre estarán en control de sus sentimientos, emociones y 
frustraciones. 

En la dimensión comunicativa, se advierte que en oficinas de las DNAs y los SLI- 
Ms no se desarrollan verdaderos espacios de comunicación, pues no existe un diálogo 
intercultural enmarcado en el respeto al “otro” y más bien prevalece una comunicación 
unidireccional entre universos simbólicos diferentes y distantes: por un lado, una visión 
culpabilizadora, etnocentrista y autoritaria que prevalece en algunos servidores públicos 
y, por otro lado, una visión de rebeldía, desconfianza, desamparo y de extrema vulnerabi- 
lidad. Esta contradicción de visiones es la que explica, en gran medida, la gran dificultad 
de mantener fuera de las calles a las niñas y adolescentes que sobreviven en las calles 
por un prolongado tiempo. 

Asimismo, este “choque de visiones” explica la situación deambulatoria en niñas y 
adolescentes en situación de calle que transitan por una serie de instituciones sin lograr 
permanecer en ellas por un tiempo relativamente estable para su posible posterior rein- 
serción social. Esta situación revela que la institucionalización no resuelve el problema 
de fondo, sino que conlleva el inicio de una nueva forma de abandono, pues el “depósi- 
to” de estas niñas y adolescentes en instalaciones inadecuadas, sin el presupuesto nece- 
sario, sin el personal capacitado y sin la motivación necesaria, impulsará nuevamente a la 
reincidencia y la reincorporación a las calles. 

Si bien estos mecanismos técnicos pueden ser superados voluntariamente, se 
considera que una verdadera recuperación y reinserción social de niñas y adolescentes 
callejeras no depende simplemente de la buena y/o mala voluntad de los operadores de 
políticas públicas, en este caso, de las DNAs y los SLIMs. Es preciso comprender que 
no solamente se trata de terminar con la “callejenización” de las niñas y adolescentes 
en situación de calle y de combatir asistencialmente la agresión sexual, sino se trata de 
luchar frontalmente, aplicando un enfoque de género, contra las causas estructurales y 
coyunturales de estas dramáticas realidades. Como bien lo señala Fromm (1965), el pun- 
to más difícil para erradicar un problema social es llegar a entender aquellos elementos 
que lo propician, es decir, penetrar a través de la superficie hasta llegar a las raíces y, 
por consiguiente, a las causas. Esta propuesta implica atender políticamente las condi- 
cionantes estructurales y coyunturales a través de medidas efectivas que incidan favora- 
blemente en el empleo, los ingresos y la estructura familiar y comunitaria para atender 
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adecuadamente a niños, niñas y adolescentes y establecer nuevos hábitos de crianza y 
convivencia. Asimismo, se trata de generar en la niñez y la adolescencia una cultura de la 
denuncia hacia sus abusadores que, si bien no va a remediar el daño causado, posibilitará 
individualizar frente a la sociedad, la comunidad y la familia a un agresor que hasta ahora 
se siente impune y con la vía libre para continuar cometiendo agresiones y delitos. 
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CAPÍTULO SEIS 
Principales hallazgos: 
a manera de conclusiones 


Los hallazgos teóricos y empíricos más importantes que se han encontrado se resumen en 
los siguientes aspectos que pueden adoptar el carácter de conclusiones provisionales: 


+ Las condiciones socioeconómicas y socioculturales que prevalecen en el país 
constituyen factores precipitantes para la producción y la reproducción de una 
serie de situaciones que impulsan a la violencia intrafamiliar, el maltrato infantil 
y la violencia sexual, en particular hacia los grupos poblacionales más jóvenes y 
más pobres. Se podría señalar que la violencia en el hogar tiene principalmente 
un rostro de menor y de mujer. Si bien estas manifestaciones de violencia y de 
maltrato son una constante histórica, hoy llama la atención su acelerada prolifera- 
ción, magnitud y sus dramáticas consecuencias, Por ello, no es casual que, en los 
últimos años, la violencia intrafamiliar, el maltrato infantil y la violencia sexual sean 
definidas como graves problemas de salud pública y que hayan salido del espacio 
privado familiar para convertirse en algo público que demanda la atención de la 
sociedad y el Estado. Sin embargo, se considera que esta “preocupación social” no 
debe surgir solamente cuando el problema es inmanejable y descontrolado, más 
bien tiene que ser al revés. 

+ Producto de la aplicación de severas políticas de ajuste económico, se advierten 
profundos cambios no solamente en el ámbito económico, sino también en el ám- 
bito social que están incidiendo negativamente en la composición, estructura y 
funciones de la familia, en particular de los núcleos familiares urbano/populares y 
de las familias campesinas en situación de pobreza. Expresiones negativas de estos 
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cambios son, básicamente, el desempleo, el subempleo la disgregación familiar y la 
incorporación prematura de los hijos menores de manera temporal o definitiva a la 
subcultura de la calle. En el caso de la ciudad de El Alto, la aplicación del D. S. 21060 
ha influido en su acelerado crecimiento poblacional y espacial que, al no estar 
acompañado de un adecuado crecimiento económico, da lugar a la emergencia de 
males sociales propios de procesos de urbanización dependientes en términos de 
segregación espacial, exclusión social, marginalidad urbana y violencia social e in- 
trafamiliar. El análisis de los datos obtenidos confirma estas puntualizaciones, pues 
la mayoría de las niñas y adolescentes en situación de calle tiene una procedencia 
migratoria particularmente de zonas rurales y de entornos familiares en los cuales 
prevalece un marcado deterioro de las condiciones de vida material. 

Asimismo, en función de los datos obtenidos, es posible establecer ciertas correla- 
ciones: una mayor concentración urbana sin procesos de industrialización provoca 
mayores factores de riesgo, particularmente para los grupos poblacionales más 
jóvenes y, por otro lado, mayores niveles de desempleo y desocupación en los pro- 
genitores determinan mayores niveles de disgregación, conflicto e inestabilidad 
familiar que, a la vez, provocan una crisis en los mecanismos de control social y los 
agentes de socialización. 

Sin embargo, las variables que intervienen en estas correlaciones no se dan de ma- 
nera aislada y de modo unidireccional, sino que se hallan en interacción con otras 
variables produciendo y reproduciendo nuevos males sociales. Así, se advierte que, 
en la población estudiada, el maltrato familiar, la precariedad económica familiar 
y el abandono familiar han determinado que niñas y adolescentes decidan por 
hacer de la calle “su más importante o única compañera”. Esto implica que “su 
hogar” no era el espacio que les brindaba amor, cariño, seguridad y protección y, 
lamentablemente, para muchas de ellas, fue el lugar donde inauguraron de mane- 
ra involuntaria sus relaciones sexuales con personas que, supuestamente, debían 
cuidarlas y protegerlas. 

La sobrevivencia de niños, niños y adolescentes en las calles provoca una serie 
de situaciones conflictivas y peligrosas que vulneran sus principales derechos en 
términos de educación, salud, alimentación, vivienda y trabajo y, mucho más aún, 
sus derechos tan fundamentales como protección, participación, comunicación O 
sexualidad. Por si ello fuera poco, lamentablemente, existe en estos grupos po- 
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blacionales en situación de riego y de alto riesgo la gran posibilidad de caer en 
el alcoholismo, la drogadicción, la prostitución, la delincuencia y otras conductas 
disociales. Sin embargo, estas realidades descritas no tienen el mismo impacto y 
la misma intensidad en niños, niñas y adolescentes en situación de calle, siendo 
que, por cuestiones de inequidad de género, las más vulnerables y perjudicadas 
resultan ser las niñas y adolescentes mujeres. 

Esto implica que, en el contexto de la subcultura de la calle, también se producen 
y reproducen prácticas patriarcales/machistas que otorgan al hombre/niño/adoles- 
cente el ejercicio del poder y que ubican a la mujer/niña/ adolescente en una situa- 
ción de subordinación y desventaja. Esta injusta distribución de roles determina un 
modelo cultural que hace que las niñas y adolescentes en situación de calle vivan 
una “vida sexual” desde una posición marginal, desventajosa, conflictiva y violenta. 
Lamentablemente, esta situación es cultural y socialmente aceptada y fortalece el 
mito de la femineidad y la masculinidad, pues ellas sufren abandono, violencia, 
exclusión, discriminación y marginalidad al igual que sus compañeros de la calle, 
pero, además, sufren la opresión y la violencia sexual que el machismo contribuye 
a reproducir, reforzar, invisibilizar y perpetuar. 

La calle, al ser el principal agente socializador en niñas y adolescentes en situación 
de calle, provoca realidades adversas y peligrosas que afectan su desarrollo integral 
y, en particular, un elemento inherente en su vida: su sexualidad, pues cotidia- 
namente están sometidas a una serie de agresiones sexuales. La violencia sexual, 
en este grupo poblacional, constituye una problemática social compleja y multidi- 
mensional, siendo sus expresiones más comunes el acoso sexual, las violaciones y 
la prostitución infantil. 

En la mayoría de niñas y adolescentes en situación de calle, estas agresiones sexua- 
les se han inaugurado en la familia y, lamentablemente, continúan en el contexto 
de la calle sin sanciones contra los victimarios. Cada vez más, los padres, los pa- 
drastros, los hermanastros, los tíos, los parientes, los policías, los adultos desco- 
nocidos y los niños en situación de calle han abusado y abusan sexualmente a 
niñas y adolescentes en situación de alto riesgo. Por lo general, sus agresores han 
aprovechado y aprovechan las relaciones asimétricas de poder establecidas entre 
victimas y victimarios aduciendo que niñas y adolescentes “aceptan voluntariamen- 
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te relaciones sexuales”, “que ellas son las culpables” y que, además, “les gusta”. 
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Lamentablemente, en el contexto familiar, muchas de estas agresiones sexuales 
han sido encubiertas y/o enmascaradas por las propias madres, quienes y por el 
temor de “perder” a sus maridos, han callado, convirtiéndose en cómplices de 
estos delitos. En el contexto de la subcultura de la calle, son las personas adultas 
con cierto poder y los propios compañeros de infortunio los principales agresores, 
quienes solamente consideran a niñas y adolescentes como un “objeto sexual”, 
una “mala mujer”, “una mujer fácil” y como “alguien con quien pasar el rato”. 

En ambos contextos, estas agresiones se explican y se justifican por imaginarios 
machistas/patriarcales y la precariedad de las condiciones de vida material que 
prevalecen en las niñas y adolescentes que también, en muchos casos, las obliga a 
“prostituirse por unos cuantos centavos”. En estos contextos bastante conflictivos 
y peligrosos, ellas no tienen a quién y a dónde acudir cuando son victimas de agre- 
siones sexuales; más al contrario, declaran que, cuando se atrevieron a romper su 
silencio, han sufrido una doble victimización, pues “no se las cree”, las “recomien- 
dan moralmente”, “dudan de su honestidad”, “ni siquiera las escuchan” y sólo tra- 
tan de que “retornen a sus hogares”, sin considerar que es allí donde más peligro 
corren y que por ello prefieren continuar en las calles. 

Las agresiones sexuales contra niñas y adolescentes en situación de calle transitan 
desde el “insignificante” acoso sexual, la seducción y el uso de la fuerza, hasta 
“situaciones extremas” que pueden provocar la muerte de la víctima. Sin embargo, 
muchas veces, víctimas y victimarios no reconocen las manifestaciones de violencia 
sexual que han sufrido y/o provocado como una hecho antisocial y antijurídico, 
pues el contexto sociocultural y la subcultura de la calle normaliza, invisibiliza, 
minimiza, acepta y promueve actos que dañan su integridad sexual. 

Pese a esta realidad, los efectos más “visibles” de esas agresiones sexuales son re- 
laciones sexuales precoces, embarazos prematuros, abortos espontáneos e induci- 
dos, enfermedades de transmisión sexual y, en algunos casos, mortalidad materna. 
Pero, al margen de estos efectos “visibles” de las agresiones sexuales, existen “trau- 
mas” que nose los percibe directamente y que están vinculados con el consumo de 
drogas y alcohol, sentimientos de desconfianza, hostilidad, depresión e intentos 
de suicidio, Tanto los efectos “visibles” como los daños “invisibilizados” tienden a 
empeorar la situación de niñas y adolescentes en situación de calle, a menudo con 
procesos irreversibles en el desarrollo físico, psicológico, mental y emocional. 
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La defensa y la protección de los derechos de niñas y adolescentes en situación 
de calle se hallan establecidas “formalmente sólo en el papel”, pues se advierte 
un divorcio en las acciones de los operadores de políticas públicas y la realidad 
concreta. Es más aún; se podría puntualizar que, hasta ahora, pese a los esfuerzos, 
ni el Estado ni ninguna institución pública o privada tienen la capacidad de frenar 
o, por lo menos, mitigar las diferentes manifestaciones de violencia en contra de 
niñas y adolescentes en situación de calle. Si bien la labor institucional de las De- 
fensorías de la Niñez y Adolescencia y los Servicios Legales Integrales Municipales 
gira en torno a las acciones de prevención y de restitución de derechos, por la falta 
de voluntad política, sólo se tiende a recibir denuncias y no se atacan los factores 
precipitantes de la violencia sexual. 

En función de ello, se evidencia que son pocas o casi nulas las denuncias y/o aten- 
ción de casos registrados de violencia sexual en niñas y adolescentes en situación 
de calle, Con frecuencia, las niñas y adolescentes en situación de calle no reportan 
las agresiones que han sufrido por la desconfianza, vergijenza, miedo, incapacidad, 
ignorancia y por el temor a las consecuencias que puede provocar su denuncia. En 
los casos que ha habido cierta denuncia, ésta no fue personal, sino a través de otras 
instituciones y/o Otras personas. 

Esta realidad se explica por la situación de exclusión, subordinación, marginalidad 
e inequidad de género que prevalece en niñas y adolescentes en situación de calle, 
que impide el ejercicio pleno de las diferentes dimensiones de su ciudadanía y por 
la carencia de una cultura de la denuncia que determina que las agresiones sexua- 
les que ellas sufren queden en el anonimato y sin una sanción legal. Pero, además 
de ello, las victimas de la violencia sexual no denuncian las agresiones sufridas por 
el temor a la reacción de los operadores de políticas públicas que no se hallan 
preparados para brindar un trato adecuado y aplicar correctamente las normas y 
procedimientos establecidos en estos casos. Más bien, se advierte que, en estas 
funcionarias municipales, prevalecen estereotipos, prejuicios y mitos que impiden 
un trato adecuado a las víctimas y posibles victimas de la violencia sexual. 

En algunas víctimas de la violencia sexual que han tenido un acercamiento con 
instituciones estatales y no gubernamentales, las relaciones sociales que se han 
establecido con los proveedores de servicios estuvieron signadas por imaginarios 
enfrentados y la falta de un verdadero diálogo cultural. Por esta razón, en el ima- 
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ginario de niñas y adolescentes víctimas o posibles víctimas de la violencia sexual, 
las oficinas de organismos estatales y no gubernamentales han dejado de ser vistas 
como espacios de confianza donde pueda existir apoyo y atención oportuna y ade- 
cuada. Precisamente por lo delicado del tema, se considera imprescindible intro- 
ducir modificaciones en las relaciones sociales entre “usuarias” y “operadores” de 
políticas públicas. 

En este marco, son hechos bastante preocupantes el silencio de las víctimas que 
se sienten tan “avergonzadas” y/o “acostumbradas” al maltrato sexual que piensan 
que lo “mejor es estar calladas” y, por otro lado, se tiene el silencio cómplice de la 
sociedad que, a través de una serie de instancias, sigue reproduciendo inequidades 
socioeconómicas y socioculturales entre hombres y mujeres. Si se quiere enfrentar 
de manera decisiva y efectiva la violencia sexual en niñas y adolescentes de la calle, 
las instituciones involucradas con esta problemática deben necesariamente desa- 
rrollar una labor conjunta y coordinada con el propósito de inaugurar y consolidar 
procesos y acciones dirigidas a involucrar y comprometer a la comunidad en su 
conjunto, principalmente, en tareas de prevención, pues no se trata de atender so- 
lamente las consecuencias, sino básicamente de combatir los factores precipitantes 
que están estrechamente vinculados con situaciones de injusticia económica, so- 
cial y cultural. 

Es innegable que han existido reformas legales, conformación de nuevas institucio- 
nes y campañas de sensibilización, pero aún falta mucho por hacer. A pesar de los 
resultados obtenidos, es innegable que resulta muy dificultoso aproximarnos a la 
verdadera dimensión y magnitud de la violencia sexual en niñas y adolescentes. No 
hay registros rigurosos, diagnósticos veraces y la suficiente información cuantitati- 
va y Cualitativa. Esta realidad ratifica la necesidad de nuevas investigaciones socia- 
les que permitan confirmar la alta frecuencia con que se presentan las agresiones 
sexuales en niñas y adolescentes en situación de calle, la asociación entre violencia 
y pobreza, la prevalencia de una cultura machista, la desconfianza en las institucio- 
nes y la importancia de dirigir la atención a estas formas de agresión que no están 
permitiendo una vida digna en niñas y adolescentes en situación de calle. 
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